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 En el marco de un proyecto del Departamento de Ciencias Sociales y Políticas 
de la Universidad Católica del Uruguay, con el apoyo de la Fundación Konrad 
Adenauer, un nutrido grupo de académicos y especialistas, en cuatro mesas 
redondas, analizaron el desarrollo de la campaña electoral de 2014, la evolución 
del sistema de partidos y el comportamiento electoral de los uruguayos.
 Este libro contiene algunas de las ponencias allí presentadas, así como 
artículos redactados luego de las instancias electorales correspondientes. 
Tenemos la convicción de que contribuirá de modo importante a profundizar y 
actualizar la reflexión académica y política sobre estos temas.

 La Fundación Konrad Adenauer es una fundación política alemana 
independiente y sin fines de lucro. Está sujeta a los principios del movimiento 
demócrata-cristiano. Apoya la unificación europea, promueve el entendimiento 
internacional y la cooperación al desarrollo. Lleva a cabo eventos de formación 
política, elabora análisis científicos que sirven de base para la gestión política, 
otorga becas a personas talentosas e investiga la historia del movimiento 
demócrata-cristiano.
 La Fundación Konrad Adenauer está presente en Uruguay desde el año 1967. 
Desarrolla actividades y proyectos de capacitación de contenido social y político 
con diversas contrapartes, que se llevan a cabo en todo el territorio nacional. A su 
vez cuenta con un exhaustivo programa de publicaciones que se distribuyen en 
forma gratuita a instituciones e interesados del país y el continente.
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Presentación

El desarrollo de los gobiernos municipales ha sido una de las innovaciones 
institucionales más importantes del Uruguay en las últimas décadas. Evaluar su fun-
cionamiento, identifi car facilitadores y obstáculos a la consolidación de este proceso 
son objetivos imprescindibles para el fortalecimiento de la institucionalidad demo-
crática construida.

Por ello la Fundación Konrad Adenauer ha abrazado con entusiasmo este pro-
yecto de investigación conjuntamente con la Universidad Católica. La combinación 
del esfuerzo académico del equipo de investigadores uruguayo con el aporte de la 
Fundación Adenauer en experiencias de gobiernos municipales en otras partes del 
mundo ha derivado en una línea de investigación sostenida en el tiempo.

Luego de dos instancias anteriores (2011 y 2013), este trabajo se plantea un ob-
jetivo más ambicioso: elaborar un panorama de la situación de los gobiernos locales 
en el Uruguay.

Para esta investigación se ha tomado en cuenta, de forma particularísima, la 
visión de los propios actores del proceso. Está claro que, sin ellos, cualquier cons-
trucción institucional es vacía. En el quinquenio el equipo de investigación realizó 
dos censos a alcaldes, una encuesta a concejales departamentales, dos instancias de 
entrevistas a intendentes y, en 2015, una encuesta de opinión a los ciudadanos que 
viven en territorios municipalizados.

La publicación que aquí se presenta tiene una diversidad de miradas que la en-
riquece particularmente. La Fundación Konrad Adenauer aspira a que el trabajo de 
investigación represente un insumo ineludible para la refl exión y el fortalecimiento 
de los gobiernos municipales en Uruguay.

Dra. Kristin Wesemann
Representante en Uruguay

Fundación Konrad Adenauer
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Prólogo

Uruguay tuvo durante 180 años de vida independiente dos niveles territoriales 
de gobierno: el central y el departamental. Más allá de que la reforma constitucional 
de 1996 incorporó en su artículo 262 la distinción entre materia departamental y 
materia municipal, esta no se hizo efectiva hasta la promulgación de las leyes de des-
centralización política y participación ciudadana a fi nes de 2009 y principios de 2010.

Una primera conclusión de esta tardía reforma descentralizadora es la inexis-
tencia en nuestra cultura política de la noción de gobierno municipal. Durante esos 
casi dos siglos se asoció la idea de gobierno municipal a la de gobierno departamen-
tal. También desde el punto de vista nominal, los gobiernos departamentales eran 
llamados intendencias municipales. Existía una instancia defi nida como junta local 
que se suponía debía atender los asuntos propios de las sociedades locales. Pero estas 
juntas —salvo tres excepciones— no eran electivas, sino designadas por el gobernan-
te departamental llamado intendente. En un porcentaje muy alto, estos órganos no 
se constituían y todo el periodo constitucional de gobierno transcurría sin que estos 
fueran designados.

Al prologar este libro es necesario recordar esta historia de nuestros órganos 
territoriales de gobierno, porque de lo contrario puede parecer sorprendente el resul-
tado de la investigación de la que este trabajo da cuenta. Si hubiera que elegir una for-
ma de califi car el proceso actual de los municipios según estos estudios, los términos 
limitaciones, proceso incipiente, fragilidad serían los adecuados. Pero junto con estos 
perfi les, este libro muestra también un funcionamiento razonable de los municipios, 
si tenemos presente el carácter reciente de estas instituciones.

Los autores de esta obra han venido acumulando conocimiento en los últimos 
años sobre esta nueva realidad uruguaya. Me une a este equipo una historia de tra-
bajo conjunto, que probablemente incida en la valoración que pueda hacer de este 
libro. Pero más allá de esta circunstancia y atendiendo a lo que creo es el valor de 
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este trabajo, destaco la importancia del esfuerzo de estos investigadores, que están ya 
poniendo en nuestras manos el tercer libro sobre esta temática.

Un primer estudio exploratorio fue editado en 2011, a algo más de un año de 
la instalación de los primeros gobiernos municipales. Fue un análisis muy preciso 
que planteó interesantes conclusiones que, si bien tenían un carácter muy temprano 
y por lo tanto provisorio, muchos de los resultados fueron confi rmados en el segundo 
estudio realizado en 2013.

En esta tercera publicación se retoman algunos de los métodos de análisis y 
se presenta un panorama que seguramente será de mucho interés para quienes estén 
involucrados en la nueva institucionalidad municipal. Este trabajo va más allá de los 
aportes anteriores, porque enfoca el tema municipal desde varias dimensiones.

Un destaque particular merece el primer capítulo, de naturaleza claramente 
conceptual. La temática de los tres subcapítulos concentra los grandes temas cuya 
comprensión es necesaria para profundizar en la institución municipal:

— democracia, representación y participación;
— centralismo y descentralización;
— lo local en sus dimensiones social, política, económica, cultural.

Este capítulo se sirve de un amplio conjunto de referencias bibliográfi cas cui-
dadosamente seleccionadas, que confi guran una base sólida para el tratamiento de 
la temática. La literatura especializada que los autores nos proponen constituye un 
excelente marco para el debate y la refl exión.

Los cuatro capítulos siguientes se refi eren a nuestro país. La historia, la reali-
dad de los municipios actuales, la forma como los miran los ciudadanos, el proceso 
de instalación 2010-2015 son los tópicos que se desarrollan. Se suceden así distin-
tos instrumentos metodológicos: la revisión histórica, el análisis de la evolución de 
las instituciones, la refl exión politológica, sociológica, y el aporte de la investigación 
empírica.

Para concluir estas líneas me referiré brevemente a la relevancia que ha tenido 
la institución municipal en el devenir de la humanidad, en particular en los tres úl-
timos siglos.

Desde el nacimiento de la modernidad, los énfasis locales característicos del 
feudalismo fueron dando paso a los Estados modernos con pretensiones centrali-
zadoras. En muchos casos, estos cambios encontraron justifi caciones basadas en la 
necesidad de establecer políticas homogéneas para una nación determinada. Pero los 
analistas concuerdan en afi rmar que, a pesar de estas tendencias, en el Occidente eu-
ropeo las parroquias medievales fueron sustituidas como entidades administrativas 
por las comunas o por los municipios. Ellas nunca perdieron su vigencia y las crisis 
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contemporáneas de los Estados centralistas han tenido como uno de sus efectos que 
esta institucionalidad de cercanía haya ido recuperando su lugar en las últimas déca-
das, como uno de los pilares fundamentales de la profundización de las democracias. 
No está de más recordar la famosa expresión de Alexis de Tocqueville: «las institu-
ciones comunales son a la libertad lo que las escuelas primarias son a la ciencia. […] 
sin instituciones comunales una nación puede darse un gobierno libre, pero no tiene 
el espíritu de la libertad».1

Recomiendo enfáticamente la lectura de este libro, que viene a llenar un vacío 
tanto en los aspectos conceptuales como en la evaluación del proceso institucional 
que está viviendo nuestro país desde hace seis años.

José Arocena
Profesor emérito

Universidad Católica del Uruguay

1. Alexis de Tocqueville (1961). De la democracia en América. París: Gallimard, pp. 112 y 113.
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Introducción

En el año 2007, el entonces presidente de la República, doctor Tabaré Vázquez, 
presentó en el Congreso de Intendentes un borrador de proyecto de ley para la crea-
ción del tercer nivel de gobierno en Uruguay. Allí comenzó un largo periodo de dis-
cusión e intercambio que culminó en el año 2009 con la aprobación de la Ley de 
Descentralización Política y Participación Ciudadana. Finalmente en julio de 2010 
asumieron los primeros 89 gobiernos municipales electos por votación popular. En 
2015 se abrió paso a una nueva etapa en el desarrollo municipal que, además de in-
corporar innovaciones institucionales, sumó 23 municipios en territorios donde aún 
no existían autoridades locales.

Esta etapa fundacional del nivel municipal se ha caracterizado por el desafío 
de la construcción de una nueva institucionalidad y de un nuevo modelo de gober-
nanza territorial aprovechando las oportunidades y enfrentando las restricciones que 
supone el marco normativo vigente. En este escenario, la fi nalidad principal de este 
libro es brindar un panorama de los primeros cinco años de gestión municipal.

Para ello recurre a diversas fuentes: publicaciones académicas; información 
proporcionada por diferentes instituciones y organismos; un estudio de opinión pú-
blica que procuró medir el nivel de conocimiento, las prácticas y la satisfacción de los 
ciudadanos2 con respecto a los noveles gobiernos municipales; y una serie de estudios 
precedentes elaborados por la Universidad Católica del Uruguay con el apoyo de la 
Fundación Konrad Adenauer.

Estas publicaciones habían tenido como objetivo monitorear la instalación y 
el desarrollo del nivel municipal desde la perspectiva de los actores involucrados. De 
este modo, en 2011 se realizó una encuesta a los 89 alcaldes del país y entrevistas a 
nueve intendentes, estudio que se repitió en 2013 incluyendo además la opinión de 
2. A los efectos de agilizar la lectura, este documento utiliza el genérico masculino en referencia a 

miembros de ambos sexos y sin connotación discriminatoria alguna.
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los concejales municipales mediante encuestas a una muestra aleatoria. El presente 
estudio, además de actualizar el panorama de los gobiernos municipales, amplía el 
horizonte de análisis anterior al incorporar otras miradas sobre la realidad del tercer 
nivel de gobierno. Algunas de ellas asumen un carácter netamente conceptual, otras 
—en cambio— focalizan en dimensiones históricas, sociodemográfi cas y político-
electorales. En suma, todas estas perspectivas vienen a complementar y consolidar el 
conocimiento acumulado durante estos años de fructífero trabajo conjunto entre la 
Universidad Católica y la Fundación Konrad Adenauer.

La publicación se estructura en seis capítulos. El primero de ellos contextualiza 
el proceso descentralizador, dando cuenta de las distintas dinámicas conceptuales 
que confl uyen para que lo local adquiera un lugar cada vez más central. El segundo 
capítulo se centra en el proceso histórico de descentralización del Estado uruguayo y 
reconstruye los principales aspectos de su marco normativo. El tercer capítulo aborda 
las características generales de los 112 municipios actualmente existentes, evidencia 
su heterogeneidad territorial, sociodemográfi ca y política, al tiempo que analiza el 
resultado de la última elección de autoridades municipales. El cuarto capítulo incluye 
los resultados de un estudio de opinión pública que indagó diferentes aspectos de la 
visión de los ciudadanos sobre los municipios y la relación efectiva que han tenido 
con estas nuevas instituciones. El quinto capítulo analiza el proceso de instalación de 
los municipios, dando cuenta de cómo los distintos actores han intervenido, afectado 
y valorado las etapas por las que ha atravesado el primer periodo de gestión muni-
cipal. Finalmente, en el capítulo sexto, a modo de conclusión, se esboza una mirada 
a futuro en que se da cuenta de las luces y sombras del proceso descentralizador, así 
como de los desafíos pendientes de cara a la profundización democrática asociada a 
este.
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CAPÍTULO 1. 

Participación ciudadana, descentralización 
y una nueva legitimidad de lo locallo local

Este libro se propone como objetivo principal elaborar un panorama del nivel 
municipal en Uruguay. Para ello aborda algunos aspectos de la dinámica de descen-
tralización del Estado uruguayo y su marco normativo, describe las características 
generales de los municipios y su proceso de instalación, profundiza en la opinión que 
de estos tienen tanto los ciudadanos como sus funcionarios y responsables políticos. 
Asimismo analiza el primer periodo de gestión municipal en tanto política públi-
ca de descentralización, como proceso constructivo con múltiples actores y etapas. 
No obstante, antes de adentrarnos en este conjunto de indagaciones acerca del caso 
uruguayo, parece pertinente esbozar el contexto más amplio en el que dicho proceso 
descentralizador tiene lugar; un contexto en el que lo local adquiere renovada centra-
lidad política, económica y social.

Resulta evidente que la inauguración del tercer nivel de gobierno en Uruguay 
solo puede ser comprendida a la luz de las características particulares de este Estado, 
en un momento específi co de su historia política y en el curso de una cronología de 
prácticas, discursos y ensayos institucionales que le resultan exclusivos. Con justicia 
puede decirse que la descentralización uruguaya es un caso atípico y de difícil com-
paración. Como veremos más adelante, un centralismo sumamente fuerte —incluso 
en una región marcadamente centralista como lo es la latinoamericana—, así como 
el tardío ingreso a la ola de reformas descentralizadoras que se activa en la década de 
1980, deben contarse entre los elementos que nos llevan a pensar la experiencia uru-
guaya de manera relativamente autónoma respecto del escenario regional y mundial.

No obstante, a pesar de su carácter excepcional, este proceso no puede ser 
deslindado completamente del paisaje más amplio que se conforma a partir de dos 
tendencias simultáneas que orientarán procesos similares en toda América Latina: el 
auge de un nuevo espíritu democrático y el impulso de reformas estructurales de los 
Estados nacionales. Estos dos elementos, por caminos diversos y hasta por momentos 
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contradictorios, dan marco a un cuadro en el que lo local emerge como un espacio 
de fuerte interés político, administrativo y económico. Paulatinamente, la comuni-
dad local se concibe como un terreno capaz de generar nuevas prácticas democráti-
cas. La proximidad, característica de esta unidad territorial, potencia innovaciones 
institucionales que acercan a representantes y representados y establecen canales de 
participación capaces de reactivar en la ciudadanía su sentido de pertenencia y su 
empoderamiento político.

Asimismo, el creciente número de competencias que, durante las últimas dé-
cadas del siglo pasado, los Estados nacionales desconcentraron en los gobiernos sub-
nacionales asigna un rol protagónico a los actores locales como agentes de desarrollo 
y como responsables por unas funciones que, tradicionalmente, eran desempeñadas 
por niveles estatales superiores. Esto último coincide con el supuesto de que, en la 
cercanía propia de la escala local, las instancias de información, control y participa-
ción ciudadana posibilitan una mayor transparencia de la administración pública y 
un grado superior de efi ciencia en la prestación de los servicios públicos.

Sobre este trasfondo, y más allá de las particularidades de la experiencia des-
centralizadora uruguaya, es importante ponderar el tipo de transformaciones que 
suceden en Latinoamérica y en el mundo, pues un enfoque panorámico de este tipo 
nos ayudaría a entender por qué la descentralización, la participación ciudadana y, 
en general, lo local aparece como un tema recurrente en la agenda de académicos, 
gobiernos, organizaciones de la sociedad civil y organismos internacionales. Al mis-
mo tiempo, esta reconstrucción nos suministra un buen espejo analítico en el cual 
refl ejar y contrastar las particularidades del proceso uruguayo.

Crisis de la democracia representativa 

y surgimiento del imperativo participativo

Desde la fi nalización de la Segunda Guerra Mundial, tanto el desarrollo empí-
rico de los regímenes democráticos occidentales como el ámbito de la teoría de la de-
mocracia estuvieron dominados por una gama de concepciones minimalistas, proce-
dimentales, representativas o liberales. Este pensamiento democrático, en consonancia 
con la hegemonía de la fi losofía política utilitarista y por los últimos desarrollos de la 
ciencia económica de la época, caracterizaba a la democracia principalmente como 
un régimen; esto es, como un conjunto de reglas e instituciones —axiológicamente 
asépticas— que permite determinar quién accede al poder, cómo se accede al poder 
y cómo se ejerce el poder.

Entre los casos paradigmáticos de este tipo de concepciones cabe apuntar las 
propuestas de Schumpeter (1996) y Downs (1973). Estos dos economistas, devenidos 
en teóricos políticos, defi nen a la democracia como un sistema institucional en el que 
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las elites políticas compiten por el voto popular. Según esto, resulta posible adoptar 
los principios de la economía clásica y trasplantarlos sin demasiadas mediaciones al 
estudio de la política democrática. Así, la lucha electoral —y, por tanto, todo el siste-
ma democrático— constituye un terreno análogo al mercado de bienes y servicios en 
el que los líderes políticos ofrecen sus propuestas programáticas al electorado. Este, 
por su parte, se visualiza como una masa de consumidores —una multitud idiotizada 
por el exceso de información y el continuo bombardeo de propaganda política— que 
compra esas propuestas mediante su voto, en función de las propuestas políticas que 
mayor rédito individual pudieran generarle. En este esquema, el ciudadano-consu-
midor no gobierna por sí mismo, ni tampoco tiene lugar para intervenir activamente 
en la gestión de la cosa pública. Su poder se limita a crear un gobierno seleccionando 
a los representantes que habrán de gobernarle hasta el próximo periodo electoral. En 
palabras de Schumpeter, «los electores no fi scalizan a sus leaders políticos de ninguna 
manera, a no ser negándose a reelegirlos» (Schumpeter, 1996, p. 347).

Salvando las distancias con los modelos economicistas, otro ejemplo de 
concepciones democráticas mínimas —en tanto defi ne a la democracia como un 
régimen— es el modelo del pluralismo competitivo o poliarquía desarrollado por 
Dahl. Este autor confeccionó un listado de siete instituciones que deben estar pre-
sentes de manera efectiva para que un orden político pueda ser considerado como 
una poliarquía. Estas son: cargos electivos para el control de las decisiones políti-
cas; elecciones libres, periódicas e imparciales; sufragio inclusivo; derecho a ocu-
par cargos públicos en el gobierno; libertad de expresión; existencia y protección 
por ley de variedad de fuentes de información; derecho a constituir asociaciones 
u organizaciones autónomas, partidos políticos y grupos de intereses (Dahl, 1992, 
p. 267). En consonancia con Schumpeter y Downs, Dahl se muestra escéptico res-
pecto de la posibilidad de instituir un orden democrático en el que los ciudadanos 
estuviesen efectivamente involucrados en la toma de decisiones públicamente vin-
culantes. De nuevo, el papel del ciudadano se limita a seleccionar a los líderes que 
habrán de representarlo.

En el planteo de Dahl, un argumento suplementario justifi ca la necesidad de 
la representación política. Tal como lo constata, «el locus de la democracia ha virado 
desde la comuna, el cantón o la ciudad Estado hacia el Estado nación» (Dahl y Tuft e, 
1973, p. 8). En este escenario, el principio representativo se constituye en la única 
solución viable para las democracias de gran escala, propia de los Estados nacionales. 
De allí que su propuesta de poliarquía se postula como el sustituto realista del arcaico 
ideal democrático según el cual la ciudadanía podría debatir y decidir sus asuntos 
en el foro público. En efecto, si bien en un nivel especulativo podría pensarse en otra 
sociedad más democrática, lo cierto es que, «hasta ahora ningún país ha trascendido 
la poliarquía y pasado a una etapa “superior” de democracia» (Dahl, 1992, p. 269).
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En cada una de estas variantes teóricas la democracia encarna el conjunto de 
normas e instituciones que regulan tanto el ejercicio y los límites del poder como 
la selección periódica de los líderes que han de gobernar a una masa políticamente 
apática de ciudadanos. Cualquier experimento de extensión de la iniciativa ciudada-
na hacia otros espacios políticos que fueran más allá de la selección periódica de las 
elites gobernantes sería condenado de antemano como una peligrosa y trasnochada 
aventura utópica. Esta desconfi anza hacia esquemas democráticos participativos se 
hace eco «de la opinión de muchos comentaristas y políticos occidentales de la época, 
que creían que una participación “excesiva” podía producir la movilización del demos 
con consecuencias muy peligrosas» (Held, 1993, p. 200). Tal como se remarcaba en 
el infl uyente informe de la Trilateral Commission,3 un aumento en la intensidad de 
la participación ciudadana podría crear una sobrecarga democrática del sistema polí-
tico, con excesivas demandas sociales, lo que redundaría en su desestabilización y en 
la disminución del consenso sobre las reglas que confi guran el régimen democrático 
(Crozier et al., 1975).

En conjunto, estas defi niciones establecen una categórica separación entre re-
presentantes y representados, al tiempo que desarrollan modelos en los que —ya sea 
por desconfi anza o por escepticismo— se rechaza la participación directa de la ciuda-
danía en la toma de decisiones colectivas. En este marco, si se quiere seguir hablando 
de participación, el sentido de esta ha de quedar restringido a la periódica selección 
de las elites políticas que habrán de hacerse cargo del gobierno. Con justicia, este 
modelo ha sido defi nido como democracia representativa. Son los líderes políticos 
—en sus cargos ejecutivos o legislativos— los únicos autorizados a tomar decisiones 
vinculantes para el conjunto de los ciudadanos.

Esta variante democrática dominó de manera hegemónica el escenario político 
occidental durante gran parte del siglo xx. Asimismo, este paradigma dominó el pa-
norama de la democratización de los países de Europa del Este luego del colapso de la 
urss, el auge independentista de los países africanos tras la retirada de las potencias 
coloniales y también el periodo de las transiciones democráticas latinoamericanas a 
partir de la caída de los regímenes militares. Precisamente, esta expansión global de 
la democracia, en su concepción representativa, es la que tenía en mente Huntington 
cuando describía el proceso de sucesivas olas que arrastraban cada vez más países al 
club democrático (Huntington, 1991). En este panorama, el sistema representativo 
adquiere muy buena reputación en tanto es admitido como el modelo más aceptado y 

3. La Trilateral Comission es una organización internacional privada fundada en 1973 que aglutina 

personalidades económicas destacadas de Estados Unidos, Europa y Japón. Especialmente durante la 

década de 1970 actuó como un poderosísimo think tank promotor de las políticas de apertura y liberali-

zación económica, de la reducción del tamaño del Estado y de la transferencia de parte de sus áreas de 

intervención al mercado y, en general, de la ideología neoliberal.
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estable. Sin embargo, de manera paralela a su expansión se irían gestando muchos de 
los argumentos y prácticas que desafi aron —y aún desafían— la hegemonía del para-
digma representativo. Paradójicamente, la amplifi cación progresiva de esta vertiente 
democrática coincide con una creciente insatisfacción respecto de su funcionamien-
to y con la necesidad de poner en marcha su revisión (Brugué, 2009, p. 124).

Como se desprende de lo anterior, los enfoques democráticos mínimos, proce-
dimentales o liberales —todos ellos fusionados bajo el principio representativo— de-
jan de lado toda una extensa gama de valores e ideas que se ponen en juego cada vez 
que se invoca la referencia democrática. En consecuencia, desde el decenio de 1960, 
varios analistas empezaron a advertir que, a caballo de una focalización exclusiva 
sobre el régimen y de una separación taxativa entre representantes y representados, 
tal conceptualización de la democracia resultaba insufi cientemente democrática. Más 
aún, en ciertos ámbitos académicos y políticos estas compresiones eran interpretadas 
como una especie de traición de toda una extensa tradición intelectual que asocia la 
idea democrática a la participación efectiva del demos en los asuntos públicos. En 
consonancia con estos planteos, diversas adjetivaciones críticas se fueron adosando a 
los órdenes representativos: democracias delegativas, de baja intensidad, electoralis-
tas, elitistas, formales, restringidas, tuteladas, etcétera (Lander, 1996, p. 22).

No obstante, la discusión del paradigma democrático dominante no se restrin-
gía a los claustros académicos; también la práctica política concreta se encargaba de 
ponerlo en entredicho. Por cierto, el modelo representativo no podía dar cuenta de 
una multiplicidad de fenómenos que irrumpían en el escenario político cuestionan-
do la legitimidad de ese sistema institucional: nuevos movimientos sociales, movi-
mientos de derechos humanos, organizaciones urbanas, ambientalistas o ecológicas, 
indigenistas, feministas, etcétera. La emergencia de estas nuevas voces, que reclaman 
nuevos espacios de participación ciudadana y asociativa, constituye un síntoma evi-
dente de una profunda crisis del orden representativo; crisis que afecta no solo al sis-
tema democrático, sino también a algunos de sus principales actores. Esta dinámica 
ha sido repetidamente señalada bajo el concepto de crisis de representación.

Esta noción remite fundamentalmente a la brecha que separa crecientemente 
el esquema ideal de funcionamiento de los sistemas representativos y la evidencia, 
mucho menos esperanzadora, de las democracias realmente existentes. Si en el mo-
delo originario los defensores doctrinarios de la representación —entre ellos, Sieyès, 
Alexander Hamilton, James Madison o John Stuart Mill— concebían la representa-
ción parlamentaria como la sede de un debate racional entre las elites mejores pre-
paradas para tomar las decisiones colectivas, la realidad, en cambio, contrapone una 
imagen parlamentaria como el teatro de luchas entre intereses, facciones o partidos 
orientados hacia la obtención de benefi cios particulares antes que generales. A su vez, 
si en el esquema ideal el representante quedaba libre de todo mandato imperativo —a 
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fi n de poder discernir libremente la voluntad única del pueblo o la nación—, la prác-
tica muestra que tal representante depende y obedece al partido, en el seno del cual 
ha sido electo (Ramírez Nárdiz, 2014, p. 180). Se entiende entonces por qué, en este 
contexto, se identifi ca al partido político como uno de los principales responsables 
del descontento popular y de la desafección ciudadana.

Desde luego, esta fi sura entre el ideal del gobierno representativo y la realidad 
de este no es totalmente nueva; de hecho, acompaña desde siempre la existencia de 
estos sistemas. Como sostiene Rosanvallon (2007, p. 22), el desencanto ha convivi-
do permanentemente con las esperanzas que hicieron nacer este tipo de regímenes. 
Incluso podría afi rmarse que, en la acepción más rigurosa del término, jamás hemos  
conocido democracias verdaderamente representativas. No obstante, durante el últi-
mo cuarto del siglo pasado, las expresiones de insatisfacción hacia este sistema alcan-
zaron niveles nunca antes vistos.

En este marco, desde diversos ámbitos académicos se impulsan propuestas de 
revisión de las concepciones hegemónicas.4 Asimismo, tras la estela abierta por Rawls 
(1971, 1993) se desarrolla una abundante literatura que indaga en las limitaciones 
normativas de la fi losofía utilitarista sobre la que, en última instancia, se asentaban 
los enfoques democráticos economicistas y minimalistas. En paralelo, los estudios de 
la ética dialógica y la pragmática comunicativa de Apel y Habermas sirven como so-
porte para los desarrollos de la democracia deliberativa, una concepción que llegaría 
a ocupar extensos espacios en las nuevas agendas de investigación.5

Si lo característico de las concepciones democrático-representativas era el me-
nosprecio de la sabiduría y la participación popular, lo propio de este nuevo conjunto 
de planteos —desde distintas fuentes fi losófi cas y con diversos grados de intensi-
dad— es la intención de reposicionar al ciudadano como un actor capaz de incidir 
activamente en la decisión de los asuntos colectivos. El diagnóstico compartido por 
los críticos sostiene que dicho menosprecio de la participación debía contarse como 
una de las principales causas de desafección y apatía política de la ciudadanía; lo que 
redundaba, a su vez, en una pérdida de legitimidad de los regímenes democráticos. 
Todo ello evidenciaba la necesidad de combinar las tradicionales instituciones de 
representación con otro tipo de innovaciones institucionales de corte participativo. 
Pues, por sí solo, el estrecho principio de la selección periódica de las elites gobernan-
tes resultaba incapaz de proveer representación y atención a la diversidad de deman-
das de la sociedad (Viejo et al., 2009, p. 43).

4. Entre otros, merecen destacarse: Bachrach (1973), Macpherson (1982), Pateman (1970), Barber 

(1984), Mouff e (1992), Laclau y Mouff e (1987).
5. Véanse Bessette (1980), Bohman y Rehg (1997), Elster (1998), Habermas (1998, 1999), Avritzer (2002), 

Fung y Wright (2003).
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Las diversas voces críticas que se levantan contra el enfoque democrático do-
minante abren varios frentes de discusión: desde el mecanismo de selección y com-
posición de las elites representativas, pasando por el excesivo ritualismo que este 
supone, hasta el monopolio de representación que ostentan los partidos políticos 
(Subirats, 2001, p. 34). Acompasando estos cuestionamientos se desarrollan algunos 
experimentos participativos que, además de poner en jaque la omnipresencia repre-
sentativa de los partidos políticos y cuestionar la canónica separación entre repre-
sentantes y representados, se conciben como una alternativa —ya sea sustitutiva o 
complementaria— al modelo representativo. Dentro del contexto latinoamericano, 
si la redemocratización supuso una valorización de las instituciones democráticas y 
un compromiso, más o menos cumplido, de respeto a los órdenes constitucionales, al 
mismo tiempo implicó una redefi nición de la democracia, ampliando su signifi cado 
e incorporando nuevos actores o nuevos temas a la agenda política (Santos y Avritzer, 
2004).

De esta manera, el concepto de democracia participativa encuentra fuerte eco 
en diversos ámbitos de la vida política. Al mismo tiempo, algunas experiencias par-
ticipativas latinoamericanas se convertirían en elementos predilectos del imaginario 
académico y popular de los años ochenta y noventa como la muestra evidente de que 
otra forma democrática era posible. Entre ellas, el presupuesto participativo puesto 
en marcha en la ciudad brasilera de Porto Alegre ocupó un lugar paradigmático. El 
prestigio y la valorización atribuidos a este caso lo convirtieron en poco tiempo en 
una especie de meca viviente de la democracia participativa que concentró la aten-
ción de académicos y gobernantes y que sirvió, asimismo, como fuente de inspiración 
de numerosas iniciativas similares (Porto de Oliveira, 2011, p. 120). Al mismo tiem-
po, tal como lo ilustra el ejemplo de la capital gaúcha, estas innovaciones institucio-
nales germinaban, no tanto en el tradicional macronivel de los Estados nacionales 
sino, principalmente, dentro de escalas territoriales mucho más reducidas. Como ve-
remos más adelante, sería fundamentalmente dentro de los espacios locales donde la 
concepción participativa encontraría su encarnación más palpable.

Si bien no existe una defi nición homogénea acerca de lo que es la democra-
cia participativa, en general, el concepto se aplica a las teorías de la democracia que 
persiguen la implicación de los ciudadanos en la toma de decisiones públicas con 
una mayor intensidad de lo que es habitual en las democracias representativas (Viejo 
et al., 2009, p. 43). No obstante, esta defi nición amplia no queda exenta de confusio-
nes. En efecto, «el concepto acogedor de la democracia participativa parece tener que 
englobar todo lo que la vida política de las democracias contemporáneas no reenvía 
estrictamente a la lógica del gobierno representativo» (Blondiaux, 2013, p. 60). Así, 
a poco de andar nos encontramos con lo que podemos interpretar como dos conste-
laciones de perspectivas desde las cuales se suscribe a ese imperativo participativo.
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Son muchos los autores que bosquejan dicha partición del pensamiento 
participativo, en especial aquellos que estudian la descentralización del poder es-
tatal y la creación de nuevos ámbitos de participación ciudadana de escala local. 
Para mencionar solo algunos de estos ejemplos: Blondiaux (2013) diferencia en-
tre un modelo managerial y otro de empowerment; Veneziano (2009, 2012) habla 
de un paradigma neoconservador y otro democratizante; Coraggio (1991) descri-
be las propuestas neoliberal y democratizadora; Echeverría (2013) identifica una 
lectura gerencial y otra política; Grau et al. (2009) contraponen la concepción 
privada a la concepción comunitaria de la gestión pública; Arocena (2001) esboza 
una separación similar entre concepciones de descentralización participativa de 
centroderecha y de izquierda. Cada una de estas etiquetas diferenciadoras coloca én-
fasis especiales en una u otra dimensión de análisis. Sin embargo, todos estos estudios 
parecen dar cuenta de un proceso que tensiona, desde dos orientaciones diferentes, 
la participación ciudadana, la apertura de espacios locales de poder y la teoría demo-
crática y les confi eren a cada una de estas dimensiones distintos sentidos y alcances.

En un primer conjunto de enfoques, la participación asume un valor sustantivo 
y adquiere un carácter propositivo que estimula, recoge y condensa la expresión y la 
voluntad de las voces de la ciudadanía. El imperativo participativo se asocia aquí a 
mecanismos de participación ciudadana de carácter decisorio o de cogestión. Desde 
esta óptica, la democracia participativa es considerada como uno de los grandes 
campos sociales y políticos desde los cuales sería posible reinventar la emancipación 
social (Santos y Avritzer, 2004). En su segunda variante, el imperativo democrático-
participativo se vincula a un modelo de participación instrumental, de tipo negativo o 
defensivo, que se activa para vigilar y castigar las posibles desviaciones del gobernante 
mediante mecanismos de accountability ciudadana y rendición de cuentas. A dife-
rencia del esquema anterior, esta tendencia encarna principalmente en innovaciones 
institucionales de carácter informativo o consultivo. Aquí, el protagonista es el consu-
midor o el cliente de un servicio público y la puesta en marcha de mecanismos partici-
pativos persigue el objetivo cardinal de hacer más efi ciente la prestación del servicio.

Más allá de las particularidades de estas dos orientaciones, lo que importa 
destacar aquí es que ambas tendencias contribuyen a visualizar el ámbito local de 
gobierno como un ambiente capaz de renovar la deteriorada legitimidad del princi-
pio democrático representativo. En este sentido, la proximidad de la interacción y el 
acercamiento entre gobernantes y gobernados que genera la participación ciudadana 
en la pequeña escala territorial se conciben como factores fundamentales para la re-
valorización del vínculo democrático. Pues, si tal como afi rmaba Dahl (1992, p. 262), 
«el límite teórico de la participación política efectiva disminuye rápidamente con la 
escala», una de las formas de superar esta limitante consistiría, precisamente, en re-
ducir el tamaño de las unidades políticas.
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En clave de hipótesis, a partir del avance del desarrollo tecnológico quizás pue-
da imaginarse un futuro de democracias participativas de millones de ciudadanos. 
No obstante, por el momento, la única unidad de gobierno que posibilita prácticas 
participativas efectivas es la de la pequeña escala, ya que es la única que permite el 
diálogo y la interacción cara a cara (Font, 2001, p. 15). Por ello, de manera creciente 
durante las dos últimas décadas del siglo xx el gobierno local se ha comprendido 
como el escenario privilegiado para desarrollar experiencias de participación ciu-
dadana; ya sea para aumentar el control y la efi ciencia de las políticas públicas como 
para recrear espacios propositivos de expresión ciudadana.

Crisis del Estado centralista y burocrático 

y surgimiento del imperativo descentralizador

El imperativo participativo que acabamos de describir se entrelaza con un se-
gundo conjunto de políticas, que se desplegó durante las últimas décadas del siglo xx 
y que remite al proceso de transformaciones estructurales de los Estados nacionales, 
específi camente en tanto estas políticas ponen el acento en la descentralización de sus 
centros de decisión y ejecución de la gestión pública. En efecto, esta dinámica refor-
mista constituye el otro gran torrente de ideas que contribuyeron a situar el ámbito 
local en el centro de la escena.

Tal como afi rman Gomà y Rebollo (2001, p. 202), tanto en Europa como en 
América Latina los años sesenta y setenta no fueron propicios para los gobiernos lo-
cales ni para las dinámicas participativas en el ámbito municipal. El marcado sesgo 
centralista y burocrático que exhibía el Estado durante estos años se aceptaba como una 
condición necesaria tanto para la existencia del sistema de bienestar que este proveía 
como para el desarrollo de una economía keynesiana que instrumentaba la planifi ca-
ción y dirección del subsistema económico. En América Latina, el contexto político de 
la época contribuía a reforzar ese centralismo: al reducir la participación ciudadana a 
un lugar marginal o de lucha directa contra la represión, las dictaduras militares impe-
dían la emergencia de experiencias asociativas de implicación ciudadana tales como las 
que, por esa misma época, asomaban en Europa y Estados Unidos. En efecto, aquellas 
experiencias participativas contribuían a fortalecer los lazos identitarios de las comuni-
dades locales, equilibrando el peso preponderante de los gobiernos centrales. Con todo, 
puede afi rmarse que, más allá de algunos matices, la lógica centralista prevaleció en 
América Latina desde la misma formación de los Estados nacionales e incluso aumentó 
a lo largo del siglo xx (Finot, 2001, p. 11). En este escenario, todo parecía confabularse 
para que los gobiernos locales desempeñaran un papel absolutamente secundario.

No obstante, durante los decenios de 1980 y 1990 varios elementos estimula-
ron la revisión de aquella confi guración estatal centralista y burocrática. El colapso 
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del comunismo en la Unión Soviética y Europa del Este y las reformas del corporati-
vismo social de Europa Occidental generaron fuertes cuestionamientos a los esque-
mas de planifi cación y dirección económica por entonces imperantes. Estos factores 
contribuyeron a buscar nuevas formas de articulación entre los Estados nacionales, 
sus economías y sus sociedades (Falleti, 2010). Acompasando estos cambios, en 
Latinoamérica la crisis de la deuda que se desató en 1982 constituyó el punto sin-
tomático tanto de la eclosión del modelo estatal de matriz bienestarista como del 
inicio de las reformas de corte neoliberal. El aumento exponencial de las tasas de 
interés para los préstamos internacionales que estos Estados requerían —y que, hasta 
entonces, representaban una de sus principales fuentes de fi nanciamiento—, los con-
dujo a poner en marcha drásticas políticas de achicamiento del gasto público y de las 
burocracias estatales.

Ante la necesidad de reducir los défi cits fi scales de los Estados nacionales se 
generó una tendencia simétricamente opuesta a la imperante hasta entonces: transfe-
rir responsabilidades sobre prestación de servicios a gobiernos subnacionales y priva-
tizar las empresas estatales. En efecto, en América Latina, en este periodo de poscrisis 
es cuando se plantea la disminución del protagonismo de los gobiernos centrales y la 
desconcentración de decisiones hacia las iniciativas locales (Finot, 2001, pp. 11-14). 
Las políticas de descentralización se visualizan entonces como un imperativo im-
postergable tanto para aliviar la situación económica de unos Estados hipertrofi ados 
como para abrir nuevos canales de participación política local que, desde la cercanía 
inherente a esa escala, pudieran controlar la prestación de los servicios públicos y 
hacerlos más efi cientes.

Este tipo de políticas enfocan la reorganización del proceso de provisión de 
bienes y servicios públicos bajo la óptica de la subsidiariedad, priorizando el máximo 
nivel posible de proximidad del gobierno con el ciudadano. En este sentido, la ten-
dencia dominante suponía el progresivo traspaso de un conjunto de servicios públi-
cos como la educación, la salud, el transporte o las políticas sociales hacia los gobier-
nos subnacionales que, en paralelo, se volvían responsables tanto por la instrumen-
tación como por la calidad de esos servicios (Falleti, 2010). El diagnóstico general de 
la época asumía que la complejidad de la administración estatal, propia del modelo 
centralista y burocrático, producía una estructura obsoleta y opaca que favorecía el 
clientelismo y la corrupción. Al mismo tiempo, se suponía que una correcta instru-
mentación de medidas descentralizadoras aportaría una mayor efi ciencia fi scal, una 
mejor adecuación de la provisión de servicios públicos a las diferencias territoriales, 
una descongestión de la administración pública y una mayor participación ciuda-
dana en los procesos de asignación y control del gasto (Finot, 2001, p. 16). Si bien 
a diferente ritmo y con distintos resultados, este tipo de transferencias apuntaron a 
fortalecer el poder administrativo, fi scal y político de los gobiernos locales.
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En paralelo, el centralismo característico de los Estados nacionales aparecía 
desafi ado por una doble dinámica: desde arriba, los fl ujos económicos globales y 
los procesos de integración supra y transnacional mermaban la exclusividad de su 
monopolio soberano; desde abajo, una renovada revigorización de las identidades lo-
cales y regionales, principalmente a partir del impulso de experiencias participativas 
innovadoras, se constituyó en un argumento de peso para alentar las políticas de des-
centralización. Según esta perspectiva, los Estados nacionales resultaban «demasiado 
pequeños para controlar y dirigir los fl ujos globales de poder, riqueza y tecnología y 
demasiado grandes para representar la pluralidad de intereses sociales e identidades 
culturales de la sociedad, perdiendo por tanto legitimidad a la vez como instituciones 
representativas y como organizaciones efi cientes» (Borja y Castells, 2000, p. 18).

Por otra parte, el objetivo descentralizador convergía con las demandas gene-
radas por las transformaciones productivas del modelo global de inserción económi-
ca, en tanto este requería de una articulación de esfuerzos públicos, privados y co-
lectivos en escenarios locales a fi n de lograr sinergias que propiciaran la innovación 
(Finot, 2001, p. 12). De esta manera, en torno a los gobiernos locales se conforma una 
amalgama de redes horizontales y verticales que redefi nen las tradicionales vincu-
laciones institucionales —formales y jerárquicas— centradas en el Estado nacional. 
Tanto en Europa como en América Latina, la erosión de la capacidad decisiva de los 
Estados nacionales viene acompañada por el surgimiento de un novedoso discur-
so académico y político que pretende describir y fortalecer ese creciente número de 
interacciones gubernamentales que involucran a los distintos niveles estatales y que 
refuerzan el eje local-global. El concepto de gobernanza emerge en este contexto, 
precisamente, para dar cuenta de esa confl uencia entre ciudadanos, actores públicos 
y privados. Según esta perspectiva, esta red multinivel debe entenderse como la base 
fundamental para la toma de decisiones colectivas y para la resolución de los proble-
mas comunes. Desde esta aproximación conceptual, el gobierno local está llamado a 
jugar el papel central de coordinador y promotor de la interacción entre todos esos 
actores. Su función articuladora puede apreciarse en tres ámbitos principales de ac-
ción: el de la productividad y competitividad económica, el de la integración socio-
cultural y el de la representación y gestión política (Borja y Castells, 2000).

Uno de los ejemplos paradigmáticos de este tipo de dinámicas de gobernanza 
multinivel queda representado por la experiencia de la Unión Europea. No es ca-
sual que dicho ámbito de integración supraestatal consagrara el glosario en el Libro 
blanco de la gobernanza (Comisión Europea, 2001). Al mismo tiempo, en tanto or-
ganismo internacional de fi nanciación de muchos programas de reforma latinoa-
mericanos, la Unión Europea promovió esta perspectiva como referencia cardinal 
de las políticas de descentralización. De hecho, el proceso descentralizador de los 
Estados latinoamericanos ha estado acompañado técnica y económicamente por este 
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y otros organismos como el Banco Mundial o el Programa de Naciones Unidas para 
el Desarrollo (pnud). En general, todas esas entidades recomendaron estas políticas 
con el objetivo más o menos explícito de «responder a las exigencias del mercado y 
a la necesidad de ir sustituyendo paulatinamente Estados hipertrofi ados y desacre-
ditados» (Illán Sailer, 2006, p. 32). Así, es posible advertir que en la implantación de 
estas transformaciones a menudo se asumía, de manera más o menos explícita, una 
comprensión neoliberal de la economía, de la sociedad y del Estado. Como sostiene 
Coraggio (1991, p. 77), en muchos de estos contextos discursivos el término descen-
tralización resultaba intercambiable por el de desestatización.

Sin embargo, esta comprensión neoliberal no resulta homogénea. En efecto, 
las reformas descentralizadoras respondieron a distintos impulsos y perspectivas. 
Montecinos (2005) identifi ca hasta cinco enfoques que enfatizan uno u otro aspecto 
de la descentralización: el económico, el sociológico, el de la nueva gestión pública, 
el politológico y el de los organismos multilaterales. No obstante, y aun a riesgo de 
simplifi car demasiado el panorama, esas distintas comprensiones pueden reagru-
parse en dos corrientes principales. Algunas de estas —como la que recién esboza-
mos— apuntan a la desconcentración de funciones hacia los gobiernos locales con 
el objetivo de reducir el tamaño de los aparatos estatales centrales. Otras, en cambio, 
procuran otorgar un mayor grado de autonomía política a las autoridades locales, 
asignándoles un estatus electivo y abriendo nuevos canales para la participación ciu-
dadana (Gallichio y Camejo, 2005, p. 34). Desde esta segunda arista, los procesos de 
descentralización se combinan con el auge del modelo democrático-participativo, 
impulsando una revisión y ampliación de los regímenes representativos de corte es-
trictamente electoralistas. Según esto, como corolario de los procesos descentraliza-
dores y mediante la instrumentación de nuevos mecanismos participativos de nivel 
local, se lograría una mayor proximidad entre el ciudadano y los ámbitos de control 
y decisión pública.

Dentro de este segundo eje de reformas descentralizadoras aparece un amplio 
campo de iniciativas de empoderamiento democrático de los actores locales. Algunas 
de ellas, más apegadas a los elementos formales de la democracia representativa, en-
contraban en la elección periódica de las autoridades locales su principal elemento de 
legitimación. En este plano, la descentralización se visualizaba como un argumento 
de peso en pro de instituir circunscripciones electorales de escala más reducida y 
poder elegir gobiernos propios en aquellas localidades que hasta entonces no tenían 
esa posibilidad. No obstante, otras iniciativas ensayaban propuestas democráticas 
más densas, en las que la participación ciudadana en los procesos de decisión y ges-
tión pública asomaba como un factor determinante (Coraggio, 1991, p. 75). Aquí, 
el empoderamiento de la ciudadanía local iba más allá de los ocasionales procesos 
de selección de sus gobernantes y, al menos potencialmente, podría involucrar una 
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práctica participativa permanente. En este sentido, «la descentralización se estipula-
ba también como una herramienta de inmenso valor puesta al servicio de una demo-
cracia participativa» (Arocena, 2001, p. 113).

Como puede vislumbrarse, la convergencia de todos los impulsos que hemos 
venido describiendo hasta ahora confi gura un armazón discursivo que resignifi ca 
sensiblemente el papel del espacio local. La revitalización de este ámbito mediante 
las reformas descentralizadoras conecta directamente con las experiencias de inno-
vación participativa que, como vimos, emergen a la par del cuestionamiento de la 
democracia representativa. Esa amalgama discursiva aparece en el mainstream de la 
época como un principio normativo casi axiomático. Tal como sostiene Mascareño 
(2008), el retorno a la democracia para los países de América Latina, y la deman-
da participativa que esa dinámica trajo aparejada, supuso una revisión profunda del 
régimen centralista imperante en estos Estados. Esa revisión, a su vez, se inscribía 
en un debate que a nivel mundial se venía suscitando respecto de la revalorización 
de lo local en la búsqueda de nuevos paradigmas de desarrollo, así como de nuevos 
vínculos entre Estado y sociedad, y entre representantes y representados. Ello impli-
caría, en consecuencia, el fortalecimiento de las identidades locales y la presencia de 
distintas formas de representación y gestión de intereses a partir de la presencia de 
las organizaciones de base territorial.

En este plano, se produce la mixtura de un conjunto de elementos conceptua-
les como son participación ciudadana, profundización democrática, transparencia 
gubernamental, efi cacia en la provisión de los bienes públicos y equidad territorial. 
Todas estas nociones se convierten en léxicos utilizados indistintamente para señalar 
aspectos específi cos del mismo proceso general; un proceso que, desde una u otra 
arista, reubica al actor local en el centro de la palestra. Para describir este encade-
namiento discursivo, Veneziano (2009) utiliza la expresión confl uencia involuntaria 
para señalar la convergencia de distintos actores que, a pesar de partir de paradigmas 
e intencionalidades diferentes —e incluso opuestas— coinciden en el reforzamiento 
de lo local y en el apuntalamiento del proyecto descentralizador, independientemente 
del contenido ideológico que dicho proyecto asuma.

Lo local como espacio de una nueva legitimidad democrática

Puede decirse que, por diversas vías, asistimos a una signifi cativa mutación 
de los tradicionales mecanismos de legitimación de la democracia. Uno de los prin-
cipales resultados de esta transformación es la emergencia de una nueva forma de 
validación del vínculo democrático que, siguiendo a Rosanvallon (2009), puede de-
nominarse legitimidad de proximidad. A modo de cierre de este capítulo, en lo que 
sigue describiremos las implicaciones generales de este planteo como posible clave 
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interpretativa de las profundas transformaciones que, tal como hemos venido argu-
mentando, afectan tanto a la tradicional concepción representativa de la democracia 
como a las estructuras burocráticas y centralistas del Estado.

Durante el último cuarto del siglo xx, la legitimación a través de las urnas 
retrocedió como principal fuente de validación democrática. A partir de entonces, 
la elección tiene una función más restringida: solo justifi ca el modo de designación 
de los gobernantes, pero no legitima a priori las resoluciones que habrán de tomar 
esas autoridades. Por el contrario, dichas resoluciones demandan un nuevo tipo de 
acercamiento entre el poder gubernamental y la ciudadanía que, mediante canales 
innovadores de interacción política, posibilite que la participación de esta última 
ejerza un control más directo sobre el primero. Por su parte, el poder administrativo 
de una burocracia que, por su profesionalismo y competencia, se comprendía hasta 
entonces como uno de los baluartes de la legitimidad social, comienza a ser objeto 
de intensos cuestionamientos. Las reformas neoliberales que se imponen sobre los 
Estados de bienestar obedecen a la necesidad de adaptar esas estructuras guberna-
mentales a un nuevo orden fi nanciero global pero, al mismo tiempo, responden tam-
bién a un universo discursivo que discute la pertinencia y la necesidad de mantener 
una burocracia que extiende su presencia hacia amplios dominios de la sociedad. Un 
doble espíritu, a la vez, reduccionista y descentralizador del poder estatal acompaña 
este proceso.

De esta manera, según afi rma Rosanvallon, los dos términos que defi nían has-
ta entonces la justifi cación del poder de las sociedades democráticas —el sufragio 
universal y la administración pública— son puestos en entredicho, al tiempo que esa 
base dual de legitimidad democrática se ramifi ca y asume nuevas encarnaciones. En 
este marco comienza a esbozarse una nueva forma de legitimidad: la legitimidad de 
proximidad (Rosanvallon, 2009).6 En el planteo del autor francés, esta fi gura de legi-
timidad no queda asociada a ningún tipo de institución concreta. Remite más bien a 
un conjunto de expectativas sociales que lleva a que los ciudadanos experimenten un 
tipo de sensibilidad especial ante el comportamiento de los gobernantes. Desde esta 
óptica, a los términos clásicos que servían para comprender el lazo representativo, se 
agregan ahora otros como son la atención, la escucha, la equidad, la compasión, el 
reconocimiento, el respeto, la presencia. En este novedoso universo de expectativas 
de conducta se difunde el empleo de una palabra que, en cierta forma, agrupa todo 
ese espectro de actitudes esperadas: la proximidad. De manera tan imperiosa como 
confusa, esta palabra se impuso para designar un nuevo tipo de bien político.

6. Según Rosanvallon, en paralelo a la legitimidad de proximidad emergen otras dos nuevas fi guras 

de legitimidad: la legitimidad de imparcialidad y la legitimidad de refl exividad. En el contexto de esta 

exposición, resulta de interés focalizar en la legitimidad de proximidad, ya que ella conecta directamente 

con el fl orecimiento del espacio local como nuevo reducto de validación del vínculo democrático.
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Asimismo, este léxico se incorpora como un adjetivo de carga positiva que 
construye una asociación virtuosa con una gama diversa de servicios públicos. 
Emerge así una policía de proximidad, una justicia de proximidad, una medicina 
de proximidad. Más aún, la gestión estatal, en tanto garante de la prestación de esos 
servicios y del suministro de los bienes públicos, queda adjetivada también por ese 
mismo lenguaje. Según esto, «el espacio local, el entorno inmediato y la solución de 
problemas concretos parecen encarnar el modelo de la buena política» (Annunziata, 
2013, p. 248). De esta manera, solo el gobierno de proximidad reuniría las condiciones 
necesarias para ser un buen gobierno. Simultáneamente, la proximidad actúa como 
una contraseña de la época que expresa la necesidad de una ruptura con lo que sería 
su opuesto: la distancia, la altura, la impenetrabilidad y el formalismo inherente a una 
estructura estatal burocrática y centralizada que el ciudadano, en tanto no se siente 
partícipe de ella, concibe como algo ajeno.

De la mano de este imperativo de proximidad, «se esboza otra defi nición de 
la generalidad, como inmersión radical en lo concreto del mundo, como voluntad 
de captarlo en su absoluta diversidad y complejidad» (Rosanvallon, 2009, p. 267). 
Esta nueva fi gura de legitimación democrática tiene su origen en el reconocimiento 
de que cada circunstancia que afecta a la ciudadanía conlleva un elemento de origi-
nalidad irreductible que debe ser considerado por el poder político. Ahora bien, el 
requerimiento de ese conocimiento inmediato —de primera mano— de las situacio-
nes particulares solo puede ser asumido a partir de una vinculación directa entre el 
gobernante y sus gobernados, pues solo su presencia material en el espacio de los go-
bernados hará que el gobernante sea valorado por aquellos. En esta línea, Annunziata 
destaca que, hoy en día, «estar más cerca» de los ciudadanos parece ser la vía más 
prometedora para ser más democráticamente legítimo (Annunziata, 2013, p. 248). 
Todo ello hace que el objetivo de acercar el gobierno al ciudadano se convierta en un 
mandato de la época. Paralelamente, el gobierno local, como ámbito que —gracias 
a su escala— permite la implicación material entre el Estado y la ciudadanía y la 
aproximación física entre el poder y la sociedad, está llamado a jugar un rol crucial 
en este novedoso imaginario de legitimación democrática.

Como se ha mostrado a lo largo de este capítulo, la transformación simultánea 
tanto del vínculo democrático entre representantes y representados como de las es-
tructuras de los Estados nacionales confi gura el marco general —latinoamericano y 
mundial— en el que el actor local adquiere una trascendencia inusitada. En nuestro 
continente, luego de las transiciones democráticas se levantan expresiones de insa-
tisfacción hacia los regímenes democráticos recientemente restablecidos. Al mismo 
tiempo surgen diversas voces que claman por una profundización de la democra-
cia y por una expansión de los canales de participación ciudadana. La idea de una 
democracia-participativa emerge aquí como una suerte de paliativo a los cada vez 
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más desacreditados sistemas representativos. Por otra parte, las manifestaciones de 
la globalización fi nanciera y del colapso del Estado de bienestar sirven como caldo 
de cultivo de profundas reformas de los aparatos estatales burocráticos y centralistas. 
Una de estas reformas —quizá la más importante— se vincula con los procesos de 
descentralización emprendidos por casi todos los Estados latinoamericanos.

Según hemos argumentado, ambos procesos pueden interpretarse, simultá-
neamente, como causa y efecto de una misma dinámica general que conjuga tres 
principios correlativos: el imperativo participativo, el imperativo descentralizador y 
el imperativo de proximidad. En cualquiera de estas expresiones, lo local se convierte 
en el terreno político privilegiado de la interacción democrática de nuestro tiempo.
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CAPÍTULO 2. 

Proceso histórico y marco normativo 
de la descentralización en Uruguay

El propósito de este capítulo es reconstruir el proceso histórico de la descen-
tralización del Estado uruguayo registrando algunos de sus hitos más importantes, 
así como analizar los puntos principales de la legislación sobre la que se asienta la 
creación de un nuevo nivel municipal de gobierno (ley 18567, con sus modifi caciones 
hasta 2014, y ley 19272 actualmente vigente).

Como se desprende del capítulo precedente, durante las décadas de 1980 y 
1990, y en consonancia con una tendencia global, América Latina vivió un periodo 
de extraordinaria revalorización de los gobiernos locales y de auge de la proximidad 
como nueva seña de validación democrática. Esta dinámica se enmarca en dos ten-
dencias políticas, intelectuales y culturales: por un lado, la crisis de legitimidad de los 
tradicionales regímenes democrático-representativos que supuso la emergencia de 
un nuevo paradigma de participación ciudadana, fundamentalmente asentado en la 
escala municipal de gobierno; y, por otro lado, la crisis de la matriz estatal burocrática 
y centralista que condujo a un proceso de reformas de los aparatos estatales y, espe-
cialmente, de descentralización del Estado hacia unidades locales de gestión política.

No obstante, puede sostenerse que, en cierta medida, Uruguay constituye una 
rara avis dentro del contexto latinoamericano. Durante largo tiempo el país per-
maneció relativamente indiferente ante los impulsos de esta revalorización de los 
gobiernos de proximidad. De hecho, los intentos de reformas descentralizadoras y 
de redistribución de poder consiguieron permear la rígida estructura centralista del 
Estado uruguayo recién al inicio de la década actual con la incorporación de un nue-
vo nivel de gobierno de rango municipal. Pues, más allá de casos excepcionales (el 
recorrido que hace el gobierno de Montevideo desde 1990 con un proceso propio) 
y de algunas experiencias puntuales (de juntas locales autónomas y electivas en tres 
localidades que tenían elección de sus autoridades y otros casos de juntas locales en 
los que se contaba con cierta autonomía a nivel local delegada desde los gobiernos 
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departamentales) fue con la aprobación de la ley 18567 que los municipios, como 
tercer nivel de gobierno, cobraron existencia legal y comenzaron a funcionar a partir 
de la asunción de su primera generación de autoridades en julio de 2010. En sentido 
estricto, solo a partir de este momento puede decirse que Uruguay cuenta con go-
biernos locales que, si bien de manera heterogénea,7 emergen dentro de las unidades 
territoriales de todos los departamentos del país.

Debido al escaso tiempo transcurrido desde la puesta en marcha de este nue-
vo nivel estatal, los alcances precisos de dicha reforma resultan todavía inciertos. 
No obstante, en un Estado marcadamente centralista como el uruguayo, la apertura 
hacia una nueva repartición de poder de escala municipal supone consecuencias pro-
fundas no solo en términos de la incidencia que esto tiene para la institucionalidad 
de la organización estatal, sino también como un potente estímulo para la resigni-
fi cación de las pautas formales e informales del centralismo político y cultural que 
atraviesa toda la historia del país.

Este capítulo apunta, por un lado, a bosquejar algunas consideraciones gene-
rales sobre el centralismo uruguayo y, por otro, a dar cuenta de algunos mojones his-
tóricos que sirven como antecedentes de importancia para el proceso de descentra-
lización que actualmente vive el país. Asimismo, expone las características generales 
de la ley 18567 que, en conjunto con sus sucesivas complementaciones y modifi cacio-
nes, da lugar a la instalación de los municipios como primera instancia de gobiernos 
locales de alcance nacional.8 Todo ello permite trazar una línea de tiempo que recoge 
la cronología de este proceso todavía en marcha.

Centralismo y proceso histórico de la descentralización

a. El doble centralismo del Estado uruguayo

A partir de la Constitución de 1830 Uruguay se construyó sobre la base de un 
Estado políticamente unitario e históricamente centralista y esta condición ha teñido 
todos los aspectos de su vida política y sociocultural (Gallicchio y Camejo, 2005; 
De Barbieri et al., 2015). La tendencia a concentrar el poder en el Estado nacional 
y a eliminar las autonomías locales ha sido recurrente prácticamente durante toda 
la historia uruguaya. De hecho, el Estado y el sistema político nacieron y se conso-
lidaron bajo un centralismo muy marcado que se vio refl ejado en la cultura política 

7. Como se verá especialmente en el capítulo 3, la heterogeneidad municipal remite a distintas dimen-

siones: territoriales, poblacionales, socioeconómicas, institucionales, etcétera.
8. Vale aclarar que no se toman en cuenta aquí las distintas iniciativas de los ministerios, entes au-

tónomos u otros organismos estatales tendientes a desconcentrar la gestión en unidades territoriales 

descentralizadas.
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de los ciudadanos (Cardarello, 2011). El enfrentamiento entre unitarios y federales 
es una de las dicotomías que más ha signado la identidad nacional uruguaya y que 
se arrastra desde el mismo momento de su conformación. En esta línea se inscriben 
también una serie de dualidades que opusieron históricamente a los dos partidos tra-
dicionales: caudillos versus doctores, urbano versus rural, capital versus interior. Este 
glosario de dicotomías engendró una arquitectura de gobierno que tempranamente 
consolidó la diferenciación entre dos niveles de gobierno: el nacional y el departa-
mental, con una clara preeminencia del primero sobre el segundo (Marzuca, 2009, 
pp. 48-49).

Al mismo tiempo, estos rasgos centralistas responden no solamente a los pocos 
incentivos políticos y normativos disponibles para reforzar los gobiernos departa-
mentales o para inaugurar otros niveles de gobierno en el interior de estos territorios, 
sino también a las representaciones propias de una cultura política encandilada por 
los sucesos de la capital y que, a menudo, desconoce las particularidades de realidades 
más próximas. Según sostiene Arocena (2013): «Nuestras sociedades están enfermas 
de centralismo y muestran esta patología en la falta de iniciativa local, en la actitud 
de espera del “maná” que vendrá del gobierno central para satisfacer las necesidades 
más elementales». En este sentido, tanto el fuerte protagonismo del Estado nacional 
como el peso político, poblacional, económico y cultural del área metropolitana de la 
capital hacen que el centralismo de la sociedad uruguaya despunte como una de sus 
características distintivas con relación al contexto latinoamericano.

Con todo, la dependencia de los gobiernos departamentales respecto del go-
bierno nacional será una constante a lo largo de toda la historia uruguaya y, en cierta 
medida, se mantiene incluso hasta nuestros días. Así, por ejemplo, en lo que refi ere a 
la composición presupuestaria departamental para el periodo 2005-2010, si se dejan 
de lado los tres departamentos que generan la mayor cantidad de recursos propios 
(Montevideo, Maldonado y Canelones), los recursos nacionales representan en pro-
medio el 42 % en el total de los ingresos de las intendencias (Oszlak y Serafi noff , 
2010, p. 21). Según cálculos del Programa de Desarrollo y Gestión Subnacional de la 
Ofi cina de Planeamiento y Presupuesto, para el año 2013 los ingresos departamen-
tales por transferencias nacionales representaron el 44 %. Si se excluyen los casos de 
Montevideo (13 %), Maldonado (22 %) y Canelones (28 %), ese guarismo se eleva al 
48 %. Los departamentos en los que este tipo de transferencias tiene mayor peso son 
Treinta y Tres (62 %), Cerro Largo (57 %) y Artigas (56 %) (OPP, 2015). Estos datos 
muestran la gravitación, a veces determinante, de las transferencias nacionales en la 
estructura presupuestal de los departamentos.

Esta dependencia se profundiza cuando, a partir de las décadas de 1980 y 1990, 
los gobiernos departamentales comenzaron a asumir nuevas funciones en diversas 
áreas que, hasta entonces, eran competencia del gobierno central: salud, educación, 
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vivienda, alimentación, desarrollo empresarial, promoción agraria, etcétera. Es de 
notar que estas nuevas funciones son cumplidas por los gobiernos departamen-
tales de hecho, sin que fueran acompañadas por las transferencias de los recursos 
correspondientes. Esta dinámica generó un efecto paradójico. Si, por un lado, las 
nuevas prestaciones que cubren las intendencias signifi can una cierta reducción del 
centralismo del gobierno nacional, por otro lado, el creciente desequilibrio de los 
presupuestos departamentales que supuso la asunción de esas nuevas funciones in-
crementó el grado de dependencia de las partidas nacionales para cubrir sus défi cits 
y, de hecho, refuerza el centralismo. Según sostiene Veneziano (2009, p. 78), en este 
contexto se produce una especie de «“escape” del Estado nacional en sus responsa-
bilidades, dejándolas en manos de un Estado “local”, al que se le tiende una “trampa 
descentralizadora” […] al transferirle competencias pero no recursos».

Esa fuerte impronta centralista, alentada también por una extensión territorial 
relativamente acotada en comparación con otros países de la región y por una alta 
tasa de urbanización concentrada en el conurbano montevideano,9 debe contarse en-
tre los factores que contribuyen a explicar el demorado ingreso de Uruguay en la ola 
de reformas descentralizadoras e instauración de gobiernos locales que, según vimos 
en el capítulo anterior, dominaron el panorama regional y global del último cuarto 
del siglo pasado. En este sentido, Cardarello (2011) muestra cómo, desde la década 
de 1980 y con la migración hacia sistemas de elección directa de autoridades locales, 
los países de América Latina consolidan un paulatino fortalecimiento y una mayor 
autonomía política de los gobiernos municipales. Uruguay, por su parte, es el último 
país de la región en adoptar la fi gura municipal con autoridades electivas.

Si bien es cierto que, como lo plantean Oszlak y Serafi noff  (2010, p. 19), la 
cuestión de la descentralización —o, más bien, de la necesidad de reducir la cen-
tralización estatal— también apareció en la agenda pública uruguaya hacia fi nes de 
la década de 1980, no fue hasta el año 2010 que esos impulsos descentralizadores 
encarnaron en una normativa efectiva que sistematizó la instalación de gobiernos 
propiamente locales. Así, mientras que nuestra región y el mundo, especialmente a 
partir del último cuarto del siglo pasado, aportan gran cantidad de ejemplos de orga-
nizaciones territoriales de gestión política local, esto no sucedió en Uruguay hasta el 
inicio de la década actual (De Barbieri et al., 2015).

Más allá de algunos ensayos limitados de unidades gubernamentales subde-
partamentales (como las juntas locales), hasta ese momento las únicas instancias que 
conjugaban la gestión, la representación política y la división administrativa en el 

9. Si bien no existe una defi nición clara acerca de los límites del área metropolitana de Montevideo, 

por lo general se entiende que esta abarca un radio de 30 kilómetros desde el Centro de Montevideo. En 

este territorio, que abarca la totalidad del departamento de Montevideo y partes de los departamentos 

de Canelones y San José, habita más del 53 % de la población del país.
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interior del territorio nacional eran los gobiernos departamentales. Estos ejercían sus 
competencias en unidades político-administrativas sumamente diversas, con un nú-
mero variable de ciudades y áreas rurales de distintas características. En la práctica, 
el nivel de gobierno departamental confi guró una mezcla de gobierno provincial y 
municipal (cedes, 2010, p. 35; Arocena, 2013). Tanto la Constitución de 1934 como 
la Ley Orgánica Municipal de 1935 les otorgan a las intendencias departamentales 
funciones y competencias características de los gobiernos municipales, dado que su 
naturaleza requiere de una cercanía territorial. Más aún, incluso la denominación de 
estos gobiernos de segundo orden preceptivo, hasta la entrada en vigencia de la nueva 
normativa en 2010, refería a cada uno de ellos como «intendencia municipal de…». 
Sin embargo, otras funciones atribuidas a las intendencias y a las juntas departamen-
tales coinciden con las competencias de las provincias en los países unitarios, con 
ciertos rasgos de autonomía política, fi scal o legislativa que, claramente, exceden las 
competencias habituales del ámbito municipal.

Dentro de esa estructura, no había cabida para la emergencia de gobiernos 
propiamente locales, en el sentido estricto del término. En efecto, hasta el año 2010 
algunas localidades intermedias y grandes, con cierto peso poblacional, económico 
y cultural, dependían íntegramente de la gestión y voluntad política de sus respecti-
vos gobiernos departamentales —en ocasiones, separados de dichas localidades por 
grandes distancias.

De esta manera, resulta posible afi rmar que el esquema de distribución del 
poder que confi gura al Estado uruguayo recrea un panorama doblemente centra-
lista: tanto del gobierno nacional respecto a los gobiernos departamentales, como 
de estos últimos en relación con sus respectivas unidades territoriales. En efecto, el 
papel que desempeñaron las intendencias hacia el interior de sus jurisdicciones, en la 
práctica, condicionó la emergencia y el funcionamiento de las unidades de represen-
tación política local. Así, por ejemplo, tal como veremos enseguida, las juntas locales 
—unidades político-administrativas desconcentradas reguladas por la Ley Orgánica 
Municipal— se concentraron en tareas propositivas y de asesoría respecto de asuntos 
que, en último término, remitían a la voluntad decisoria de las intendencias.10 De allí 
que los gobiernos departamentales fueran hasta el inicio de la década actual los ór-
ganos determinantes de la política subnacional. Sobre estos recaía la responsabilidad 
de la prestación de los servicios públicos, al tiempo que encarnaban las funciones de 
representación política y de recepción de demandas ciudadanas en el territorio.

No obstante, la exclusividad de su papel como gobiernos territoriales no estaba 
garantizada y, de hecho, a lo largo de la historia del país fue confrontada por diversas 
experiencias políticas y normativas que pugnaron por la instauración de gobiernos 
10. Esta afi rmación debería ser relativizada para el caso de las tres juntas locales autónomas y electivas, 

cuyos márgenes de acción resultaron más amplios que el de las demás juntas locales.
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auténticamente locales, más cercanos y más atentos a las situaciones específi cas de 
una ciudadanía cada vez más diversifi cada en cuanto a sus características territoria-
les, socioeconómicas, culturales e identitarias. La macrocefalia de la capital del país 
y la cultura fuertemente centralista, así como la heterogeneidad departamental y la 
distancia de este gobierno respecto de la pluralidad de realidades existentes dentro 
de cada territorio departamental, fueron minando —desde arriba y desde abajo— la 
exclusividad de la autoridad política subnacional que ellos ostentaban. En este senti-
do, resulta conveniente repasar algunos de los hitos históricos más signifi cativos del 
proceso de descentralización uruguayo; un proceso lento y complejo, con marchas y 
contramarchas que, a partir de la Ley de Descentralización Política y Participación 
Ciudadana, desemboca en la creación de los municipios en el año 2010 y confi gura el 
primer intento de alcance nacional de instalación de gobiernos locales.

b. Hitos del proceso de descentralización uruguayo11

Desde 1830 hasta 1967, el perfi l de la escala local en un ámbito centralista

El origen del Uruguay como Estado independiente estuvo marcado por gue-
rras civiles, cortos periodos democráticos, militarismos y caudillismos, que retrasa-
ron la conformación del Estado moderno. Dado el proceso que siguió la conforma-
ción del nuevo Estado resultó imperioso afi rmar y defender la unidad de su territorio 
controlando sus fronteras desde la capital. Respecto a las divisiones administrativas 
de ese Estado todavía en vías de consolidación, la Constitución de 1830 creó nue-
ve departamentos. A lo largo del tiempo, se fueron creando nuevas unidades hasta 
llegar a los diecinueve departamentos existentes en la actualidad (Arocena, 2013). 
En sus orígenes, las autoridades departamentales actuaron como delegaciones del 
poder central que, si bien desempeñaban algunas funciones ejecutivas, cumplían el 
propósito fundamental de impedir que se desarrollaran movimientos localistas de 
resistencia al control de la capital.

La Constitución de 1918 instauró en la cabeza de los gobiernos departamenta-
les un Ejecutivo colegiado y electo con amplia autonomía respecto del poder central. 
Dicha Constitución institucionalizó la creación de varios entes autónomos que per-
mitirían una desconcentración administrativa desde el centro (cedes, 2010, p. 32). 
Por su parte, la Constitución de 1934 reincorporó el Ejecutivo departamental uniper-
sonal, ahora bajo la fi gura del intendente,12 al tiempo que creó la junta departamental 

11. Para un recorrido histórico esquemático de este proceso, véase en el anexo el cuadro 1A, «Línea de 

tiempo de la descentralización en Uruguay».
12. El cargo de intendente había sido creado en 1908.
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como órgano responsable de la legislación, fi scalización y representación en el nivel 
departamental (Chasquetti, 2004, p. 73).

Durante este periodo, especialmente con la Ley Orgánica Municipal de 1935 
(n.º 9515), se establecieron las competencias municipales que habrían de desempeñar 
las intendencias: limpieza, iluminación pública, higiene, tránsito, obras, permisos de 
construcción, contribución inmobiliaria, pavimento, control de los vehículos, permi-
sos de conducción, cementerios, administración territorial (cedes, 2010; Arocena, 
2013). Al mismo tiempo, dicha ley habilitó la creación de juntas locales en el interior 
de los territorios departamentales.

A partir de estos cambios normativos, si bien se produjo una cierta desconcen-
tración administrativa y funcional en los gobiernos departamentales, el centralismo 
político del Estado nacional se mantuvo intacto. En esta misma línea, la Constitución 
de 1967 que —salvo durante el interregno militarista de 1973-1985— permaneció 
vigente hasta la última reforma constitucional de 1996, consagró la tendencia cen-
tralista y, al mismo tiempo, consolidó el protagonismo de cada una de las capitales 
departamentales en relación con sus propias unidades territoriales (Arocena, 2013).

Por su parte, la Ley Orgánica Municipal, que regula la creación de juntas lo-
cales dentro de la órbita departamental, diferenció entre tres modelos de órganos 
institucionales a los que asignó distinto grado de autonomías y competencias: las 
juntas locales centralizadas (o comunes), las juntas locales autónomas y las juntas 
locales autónomas y electivas. En las primeras, la creación dependía de la decisión 
del intendente que, en acuerdo con la junta departamental, disponía su instalación 
en poblaciones que requerían la presencia administrativa y política departamental, 
basándose en criterios demográfi cos y productivos. En este caso, los ediles locales, 
encargados de la representación política local, eran designados por la junta depar-
tamental respetando la proporcionalidad de su composición partidaria: tres ediles 
por el partido de la mayoría y dos por el partido de la minoría (Magri, 2001, p. 103).

Al mismo tiempo, esta ley reservaba al intendente la facultad de nombrar al 
secretario administrativo de estos órganos y la posibilidad de removerlo de su cargo en 
cualquier momento. Este funcionario actuaba como vínculo entre la estructura central de 
la intendencia y la población o la jurisdicción a la que se refería. En la práctica el secretario 
se constituyó en la cara visible del intendente en la localidad (Marzuca, 2009, p. 64). De 
esta manera, el mecanismo de integración tanto de las juntas locales centralizadas como 
de las juntas autónomas garantizaba no solo la sintonía partidaria con el gobierno depar-
tamental, sino también una dependencia directa de la voluntad política de aquel.

Con todo, la desconcentración departamental que habilitó la ley 9515 amparó 
la creación de 156 juntas locales en todo el país (Oroño, 2015).13 La inmensa mayoría 
13. No hay un acuerdo claro sobre esta cifra. Así, por ejemplo, Magri (2010, p. 88) sostiene que las juntas 

«centralizadas y autónomas eran 138 y las electivas solo 3 en todo el país». Según esto, el total sería de 
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eran centralizadas, nueve eran autónomas y solo tres eran autónomas y electivas. 
En relación con el primer tipo —las juntas locales centralizadas—, muchas de ellas 
tenían una existencia solo formal ya que, en la práctica, permanecían largos periodos 
de tiempo sin que sus autoridades fueran designadas. Oroño (2015) calcula que, para 
el año 2010, el número de juntas locales que efectivamente estaban en funciones se 
reducía a 98. En defi nitiva, el margen de acción de este tipo de unidades subdeparta-
mentales era sumamente limitado.

Por su parte, las juntas locales autónomas y electivas, a diferencia de los otros 
dos tipos, establecían la elección directa de sus autoridades. En este caso, su institu-
ción dependía del Senado, que recogía la demanda de creación del intendente o de la 
junta departamental. Su carácter electivo implicaba que la correlación política entre 
la junta local y el gobierno departamental no resultara asegurada. Todo ello posibi-
litaría el surgimiento de una iniciativa política local y habilitaría instancias de cierta 
autonomía subdepartamental. Solo tres juntas locales reunieron la condición de au-
tónomas y electivas: Río Branco (en Cerro Largo, creada en 1964), San Carlos (en 
Maldonado, creada en 1959, pasó a ser autónoma y electiva en 1994) y Bella Unión 
(en Artigas, creada en 1994).

De esta manera, si bien las juntas locales nacieron con el objetivo de delegar 
determinados cometidos en sus respectivas circunscripciones territoriales, en los 
hechos sirvieron mayormente como órganos consultivos con poca capacidad de inci-
dencia en la toma de decisiones y en la vida política de los departamentos. A pesar de 
las notorias variaciones entre las competencias de las juntas locales centralizadas, las 
autónomas y las autónomas y electivas, la voluntad política del intendente en lo rela-
tivo al uso de recursos y a la capacidad de gestión local resultaba en todos los casos un 
factor decisivo. Estos elementos contribuyeron a desestimar el rol de estas institucio-
nes subdepartamentales como instancias capaces de efectivizar formas incipientes de 
descentralización en el nivel de las comunidades locales (Magri, 2001, p. 104).

La reforma constitucional de 1996 
y la experiencia descentralizadorade Montevideo

Dentro este panorama general, mayormente reacio a introducir cambios en 
la dinámica centralista de distribución del poder, la década de 1990 se destacó por 
dos hechos que contribuirían a acelerar el proceso de descentralización del Estado 

141 juntas locales. Por su parte, Ferla, Marzuca, Veneziano y Welp (2012, p. 26) hablan de «las casi 130 

juntas locales creadas en el país». Puede inferirse que el problema, a la hora de calcular esta cifra aparece 

en el recuento de las juntas locales centralizadas, ya que para su creación no se requiere de leyes espe-

ciales. Por el contrario, pueden rastrearse sin mayores inconvenientes las leyes de creación de las nueve 

juntas autónomas y de las tres juntas autónomas y electivas.
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uruguayo. Por un lado, la reforma constitucional de 1996; por otro, la llegada del 
Frente Amplio al gobierno de Montevideo y la creación de ámbitos descentralizados 
de participación dentro de este departamento. Ambas cuestiones constituyen los an-
tecedentes directos de la demorada sanción de la ley 18567 de 2009, que enmarca la 
creación de los primeros municipios uruguayos.

En la década posterior a la restauración democrática hubo varias iniciativas 
de reforma constitucional. No obstante, fue recién en la segunda mitad de los años 
noventa cuando una voluntad interpartidaria posibilitó la conformación de un con-
senso mayoritario en torno a una reforma que apuntaba, principalmente, a modifi car 
el sistema electoral (Chasquetti, 2004, pp. 80-81). Además de introducir el sistema 
de elección de doble vuelta o balotaje para el Ejecutivo nacional, esta Constitución 
desdobló las elecciones nacionales de las departamentales que, hasta ese momento, 
se realizaban en forma simultánea. En términos del funcionamiento de los partidos 
políticos, esto último posibilitaría —al menos como hipótesis— la emergencia de 
ciertos liderazgos departamentales relativamente independientes de las estructuras 
partidarias nacionales.

En cuanto a las políticas de descentralización propiamente dichas, la nueva 
Carta Magna incorpora varios cambios signifi cativos. Por primera vez en la histo-
ria del país, el Estado uruguayo se obliga a impulsar políticas de descentralización 
(artículo 50). Por su parte, el artículo 262 determina que se deberá legislar sobre la 
diferenciación de la materia departamental y municipal. Al mismo tiempo, dispone 
que la Ofi cina de Planeamiento y Presupuesto se encargue de asistir al Ejecutivo en 
la planifi cación de las políticas de descentralización, así como de la creación de una 
Comisión Sectorial de Descentralización (artículo 230). Finalmente, se concede ran-
go constitucional al Congreso de Intendentes (artículos 230 y 262).

Este último organismo constituye un foro de integración voluntaria —hasta 
1996 no tenía reconocimiento legal— que agrupa a los diecinueve gobiernos depar-
tamentales, creado a mediados del siglo pasado. A partir de la reforma constitucional 
de 1996, diversas disposiciones le han asignado al Congreso de Intendentes la re-
presentación de los gobiernos departamentales en diferentes instancias institucio-
nales, sobre todo en aquellas que analizan la descentralización o defi nen políticas 
de aplicación a nivel municipal (Cardarello, 2011). Esta nueva institucionalidad fue 
acompañada también por un respaldo económico a los gobiernos departamentales, 
fundamentalmente mediante la creación del Fondo Presupuestal de Desarrollo —hoy 
denominado Fondo de Desarrollo del Interior— y un nuevo reparto de transferencias 
nacionales (Marzuca, 2009, p. 49).

No obstante el vigor descentralizador que recoge la reforma de 1996, al de-
cir de Magri persistió una inercia negativa que retrasó durante más de una década 
la promulgación de una legislación que volviera operativos los principios generales 
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que se enunciaban en la nueva Constitución. Entre los factores que explican esta 
demora deben contarse las ambigüedades del texto constitucional en lo referente a 
«por qué, cómo y hasta dónde llevar adelante un proceso de descentralización intra-
departamental» (Magri, 2001, p. 101). En esta misma línea cabe apuntar también las 
diferencias de concepciones sobre la descentralización tanto entre los tres principales 
partidos políticos como en el interior de estos (Magri, 2010; Cardarello et al., 2010; 
Ruiz Díaz, 2014). Este último elemento resulta sumamente importante en el contexto 
de la fuerte partidocracia que caracteriza a la sociedad uruguaya. De allí que, en la 
práctica, los avances y retrocesos del proceso de descentralización del país han estado 
históricamente signados por la forma en que los partidos políticos se posicionaron 
respecto a esta cuestión y, al mismo tiempo, por la correlación de fuerzas entre ellos 
(cedes, 2010, p. 34).

En términos muy generales, mientras que tradicionalmente el Partido Colorado 
ha mantenido una posición más orientada a consolidar el Estado central, el Partido 
Nacional ha tendido a promover una mayor autonomía de los departamentos. Por 
otra parte, cuando el tema de la descentralización aparece en el discurso de estos dos 
partidos, habitualmente se incorpora al objetivo más general de volver más efi ciente 
el gasto público, en el marco de las reformas modernizadoras del Estado. En cierta 
consonancia con el Partido Nacional, la descentralización fue, desde sus comienzos, 
una de las banderas fundamentales del Frente Amplio. Sin embargo, desde la concep-
ción frenteamplista, la descentralización no solo representa una forma de equilibrar 
las desigualdades territoriales del país y de hacer más efi ciente la prestación de los 
servicios públicos, sino también un instrumento para la apertura de canales a la par-
ticipación de la sociedad civil en la gestión pública y un elemento de acercamiento 
entre el poder estatal y la ciudadanía. En la línea discursiva del Frente Amplio, el 
impulso de un proceso descentralizador se inscribe en la idea de profundización de 
la democracia (cedes, 2010, pp. 34-35).

De esta manera, el proyecto descentralizador alentado por el Frente Amplio 
suponía rebatir parcialmente aquel discurso dominante que desde la recuperación 
democrática vinculaba la descentralización exclusivamente al proceso de reforma 
y modernización del Estado. Por tanto, a medida que este partido asumía mayores 
posiciones de poder, el principio orientador de dicho proceso empezó a asociarse 
cada vez más con la promoción de la participación ciudadana y la ampliación de las 
bases de la democracia (Oszlak y Serafi noff , 2010, p. 19). Esta perspectiva se desple-
gó completamente cuando el Frente Amplio asumió el poder del departamento de 
Montevideo en 1990 y promovió su descentralización participativa, con el objetivo de 
mejorar la gestión y renovar la dinámica democrática. En este impulso inicial, la ju-
risdicción del departamento capitalino fue dividida funcional y administrativamente 
en dieciocho zonas.
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Dentro de este panorama, el inicio del proceso de descentralización monte-
videano estuvo marcado por intentos de bloqueo de los partidos tradicionales y la 
defi nición de instrumentos legales que el Ejecutivo departamental creó para enca-
minar su proyecto. En 1991 se acordó la conformación de la Comisión Mixta de 
Descentralización, que incluía a miembros del gobierno, los partidos con presencia 
en el Legislativo y expertos en el tema (Ferla et al., 2014a, p. 125). Finalmente, den-
tro de cada una las dieciocho zonas del departamento se crearon tres ámbitos insti-
tucionales: a) los centros comunales zonales (ccz), delegaciones de la Intendencia, 
instituidos como espacios desconcentrados de prestación de servicios, políticas so-
ciales y trámites administrativos; b) las juntas locales, con una integración político 
partidaria, designadas por el intendente, que intervienen en la decisión y gestión 
de las políticas departamentales locales; y c) los concejos vecinales, integrados por 
ciudadanos de las respectivas zonas, elegidos por voto directo, secreto y voluntario, 
que constituyen espacios de representación y participación local, con funciones de 
asesoramiento y control de la gestión de la intendencia.14

Al mismo tiempo, la reforma del Estado promovida por el Frente Amplio en la 
Intendencia de Montevideo implicó transformaciones de envergadura que incluyeron 
la reforma de todo su aparato administrativo vertical para crear el Departamento de 
Descentralización, paralelo a los departamentos administrativos centrales, de obras 
y servicios, cultura y políticas sectoriales (Veneziano, 2008, p. 209). Cabe decir que, 
más allá de las innovaciones institucionales específi cas, el impulso a la descentraliza-
ción participativa supuso una política transversal que involucró diversos ámbitos de 
la gestión frenteamplista en el departamento capitalino.

La participación ciudadana ha tenido un rol destacado en los distintos es-
pacios creados durante ese periodo. Así, por ejemplo, los planes quinquenales y la 
Agenda Montevideo contaron con la participación de miles de ciudadanos y cente-
nares de organizaciones, el Presupuesto Participativo ha reunido en cada convoca-
toria a un rango que va de los 50.000 a los 80.000 votantes, mientras que centenares 
de asambleas fueron organizadas en los distintos foros ciudadanos que se realizaron 
(Ferla et al., 2012, p. 24). Asimismo, los dieciocho concejos vecinales han funcionado 
ininterrumpidamente desde 1993, con la respectiva elección bienal de sus integran-
tes.15 Si bien esta dinámica descentralizadora y participativa se produce dentro de los 

14. Para una descripción más amplia del proceso de descentralización montevideano y la evolución de 

su diseño institucional, véase Veneziano (2005).
15. En un interesante trabajo, Goldfrank (2002) problematiza los efectos y el alcance de la participación 

ciudadana en la experiencia descentralizadora de Montevideo. Por un lado, destaca las potencialidades 

de ese proceso en cuanto a la mejora en la prestación de servicios públicos, especialmente a partir de la 

ampliación de la base de información estatal respecto de las necesidades y demandas ciudadanas. Pero, 

al mismo tiempo, advierte sobre la incapacidad de esta experiencia para conseguir una movilización 

duradera y un compromiso estable de la ciudadanía respecto de los mecanismos participativos. Según 
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límites del departamento capitalino, la experiencia se convertiría en el preámbulo del 
proceso emprendido posteriormente a nivel nacional.16

El año 2005 representó un hito importante en lo que refi ere a la redistribución 
del poder político-partidario del Uruguay. Ese año el Frente Amplio no solo llegó 
a la presidencia de la República de la mano de Tabaré Vázquez,17 sino que también 
extendió considerablemente su presencia a nivel departamental: retuvo el poder en 
la capital del país y sumó otros siete gobiernos departamentales (Canelones, Florida, 
Maldonado, Paysandú, Rocha, Salto y Treinta y Tres). En ese contexto de claro do-
minio político, con mayoría absoluta en ambas Cámaras parlamentarias y conside-
rando los antecedentes del caso montevideano, era de esperar una rápida y profunda 
modifi cación del sistema centralista. De hecho, tal como se desprende de la lectura 
de Goldfrank (2007), Tabaré Vázquez llegó al gobierno nacional con la promesa de 
extender las experiencias relativamente exitosas de gestión descentralizada y partici-
pativa ensayadas en Montevideo. Ello necesariamente implicaría establecer un nuevo 
reparto de poder hacia gobiernos auténticamente locales.

Sin embargo, el tema de la descentralización permaneció latente durante bue-
na parte de este periodo de gobierno. Recién en el año 2007 el gobierno de Vázquez 
presentó en el Congreso de Intendentes un primer boceto legal de la reforma descen-
tralizadora. Al año siguiente ingresó al Parlamento el proyecto de ley a los efectos de 
establecer un tercer nivel de gobierno. Tras un largo periplo de negociaciones inter e 
intrapartidarias y luego de múltiples reelaboraciones del proyecto, en febrero de 2009 
el tema se reactivó en el ámbito parlamentario (Magri, 2010, p. 87). Finalmente, la ley 
18567 de Descentralización Política y Participación Ciudadana fue promulgada por 
el Poder Ejecutivo el 13 de setiembre de 2009.18 Sucesivos ajustes, complementacio-
nes y reglamentaciones normativas permitieron que en mayo de 2010 se eligieran las 

Goldfrank, estos canales no lograron convencer al ciudadano promedio de que su incursión en la esfera 

pública supondría un impacto signifi cativo en las decisiones de gobierno.
16. Debe destacarse que, a partir del año 2005, los departamentos de Canelones y Maldonado iniciaron 

sus propios procesos de descentralización participativa. En estas experiencias, si bien la referencia mon-

tevideana resulta ineludible, existen perfi les diferenciadores que avanzan en el camino de la descentra-

lización desde sus propias particularidades identitarias. Una descripción general del caso de Canelones 

se encuentra en Ferla et al. (2012). Para el caso de Maldonado, véase Marzuca (2009).
17. Desde entonces, el Frente Amplio ha logrado mantenerse en el gobierno nacional, bajo la presiden-

cia de José Mujica en el periodo 2010 a 2015 y nuevamente bajo la presidencia de Tabaré Vázquez en el 

actual periodo de 2015 a 2020.
18. La aprobación de esta ley coincidió con la aprobación de otras tres leyes de gran envergadura: la 

de negociación colectiva, la del fi nanciamiento de partidos políticos y la de cuotas de género (Garcé, 

2010). Por su parte, cabe destacar que el primer gobierno nacional del Frente Amplio se caracterizó por 

una activa producción legislativa y ha sido el quinquenio de mayor generación legal desde el regreso 

de la democracia. En el periodo 1985-1990 se sancionaron 371 leyes; en el periodo 1990-1995, 585 leyes; 

en el periodo 1995-2000, 537; en el periodo 2000-2005, 630; en el periodo 2005-2010, 787 leyes; y en el 

periodo 2010-2015, 664 leyes.
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autoridades de los primeros 89 municipios y se concretara así la demorada instala-
ción de gobiernos locales en Uruguay.

Marco normativo de la descentralización uruguaya

El 9 de setiembre de 2009, luego de dieciocho meses de discusión parlamenta-
ria, el Senado aprobó la Ley de Descentralización Política y Participación Ciudadana, 
a la que se le otorgó el número 18567.19 Esta se constituyó en la primera reglamen-
tación de rango nacional que avanzó en la defi nición del tercer nivel de gobierno o 
nivel municipal. No obstante, esta ley dejaba indefi nidos varios aspectos operativos. 
Así, entre febrero y julio de 2010 se sancionaron otras cuatro leyes que, a través de 
la sustitución, derogación, modifi cación o introducción de nuevos artículos, dieron 
forma al primer marco normativo nacional sobre el nivel municipal.

Las leyes complementarias a la ley 18567 son las siguientes:

— Ley 18644, «de Descentralización Territorial y Participación Ciudadana. 
Modifi cación de la ley 18567». Sancionada por el Senado el 4 de febrero y 
promulgada el 12 de febrero de 2010. Contiene seis artículos que sustitu-
yen, derogan o modifi can parte del articulado de la ley inicial y en algún 
caso agregan nuevos incisos.

— Ley 18653. Sancionada por el Senado el 11 de marzo y promulgada el 15 
de marzo de 2010. Tiene dos artículos a través de los que crea los prime-
ros 89 municipios e identifi ca los respectivos distritos electorales que los 
componen.

— Ley 18659. Sancionada por el Senado el 21 de abril y promulgada el 26 
de abril de 2010. Con un artículo único, establece la interpretación que 
deberá hacerse para la designación del alcalde: «Se dispone que lo será 
el primer titular de la lista más votada del lema más votado dentro de la 
respectiva circunscripción territorial que resulte electo y proclamado».

— Ley 18665. Sancionada por el Senado el 6 de julio y promulgada el 7 de 
julio 2010. Establece el régimen de incompatibilidades e inhibiciones de 
alcaldes y concejales.

Cabe destacar que, además de esta legislación nacional, deben considerarse las 
reglamentaciones que los gobiernos departamentales sancionan para los municipios 
de su jurisdicción. El gobierno de Montevideo es el que inaugura esta regulación con 

19. La ley fue promulgada por el Poder Ejecutivo el 13 de setiembre de 2009.
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un primer decreto en noviembre de 2009.20 Durante el año 2010 entran en vigen-
cia decretos similares en Canelones, Cerro Largo, Colonia, Durazno, Flores, Florida, 
Maldonado, Río Negro, Rocha, Salto, Tacuarembó y Treinta y Tres. Posteriormente 
se incorporan los de Soriano (2011) Artigas, Paysandú (2012) y Rivera (2013). Hasta 
el momento San José y Lavalleja no cuentan con este tipo de reglamentaciones 
municipales.21

En defi nitiva, todo este entramado jurídico confi gura una primera etapa del 
marco normativo municipal uruguayo, que arroja un texto legal integrado cuya base 
es la ley 18567. Dicha etapa llega hasta la aprobación de la ley 19272 en setiembre de 
2014 que, por el alcance y profundidad de sus modifi caciones, puede considerarse 
como una segunda generación legal dentro del proceso de municipalización.22 En lo 
que sigue, se analiza el contenido del primer texto integrado. Más adelante, en este 
mismo capítulo, se hacen algunas referencias a los cambios introducidos por la ley 
19272.

a. Primera etapa normativa

El texto integrado que tiene como base la ley 18567, contiene veinticinco ar-
tículos organizados en ocho capítulos: «I. Principios generales»; «II. Materia depar-
tamental y local (o municipal)»; «III. Integración»; «IV. Atribuciones y cometidos»; 
«V. Iniciativa y control»; «VI. Recursos»; «VII. Disposiciones especiales»; «VIII. 
Disposiciones transitorias».

Dentro de los «Principios generales», el artículo 1.º establece los requisitos 
para la creación de los municipios. Estos son: una población mínima de al menos dos 
mil habitantes y una circunscripción territorial, urbana o suburbana, que conforme 
una unidad con personalidad social y cultural con intereses comunes. Sin embargo, 
también se habilita la instalación de municipios en localidades que no alcancen ese 
mínimo de habitantes. En esos casos será la junta departamental a instancias del 
intendente quien determine la creación. Al mismo tiempo, el artículo 16.º permite 
que el 15 % de los ciudadanos inscriptos en una localidad o circunscripción ejerza el 
derecho de iniciativa de constituirse en municipio ante el gobierno departamental.23

20. Decreto 33209, que luego se modifi có y complementó con los decretos 33322, 33409, 33478 y 

33481.
21. Una compilación de estos reglamentos se encuentra en Gil de Vargas (2013).
22. En efecto, el art. 29.º de la ley 19272 deroga los arts. 1.°, 2.°, 3.°, 4.°, 5.°, 6.°, 8.°, 9.°, 10, 13, 14, 15, 16, 18, 

21, 22, 24, 25, 26, 27 y 28 de la ley n.° 18567, de 13 de setiembre de 2009, y las leyes n.° 18644, de 12 de 

febrero de 2010, n.° 18659, de 26 de abril de 2010 y n.° 18665, de 7 de julio de 2010.
23. En el artículo 16.º de la nueva ley 19272 este proceso de creación por iniciativa ciudadana ha sido 

especifi cado en los siguientes términos: «En este caso la Junta Departamental, previa opinión preceptiva 

del intendente, emitida dentro de los sesenta días de validada la iniciativa, podrá disponer la creación 

del municipio respectivo, aunque se trate de una población de menos de 2000 habitantes. Transcurrido 
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Como principios cardinales, orientadores de todo el sistema de descentraliza-
ción, el artículo 3.º enumera: 1) la preservación de la unidad departamental territo-
rial y política; 2) la prestación efi ciente de los servicios estatales tendientes a acercar 
la gestión del Estado a todos los habitantes; 3) la gradualidad de la transferencia de 
atribuciones, poderes jurídicos y recursos hacia los municipios; 4) la participación 
ciudadana; 5) la electividad y la representación proporcional; y, 6) la cooperación 
intermunicipal para la gestión de servicios.

Según advierte Oroño, importa remarcar especialmente el principio de preser-
vación de la unidad departamental, ya que uno de los mayores riesgos de los procesos 
de descentralización es, precisamente, la atomización y fragmentación de la gestión 
del gobierno. En efecto, tal como ordena el segundo principio enunciado, de lo que se 
trata es de lograr una prestación efi ciente de servicios tendientes a acercar la gestión 
del Estado a los habitantes (Oroño, 2010, p. 7). Esto se concatena directamente con 
el principio de gradualidad de las trasferencias hacia los gobiernos municipales. En 
cierta forma, estos primeros tres principios funcionan como un núcleo orientador 
coordinado en lo que refi ere a la relación departamento-municipio. En clave de lec-
tura política, puede interpretarse que esta formulación buscó atemperar los temores 
de los gobiernos departamentales respecto de que un traspaso compulsivo de atribu-
ciones hacia el nuevo nivel municipal signifi cara una merma importante de poder 
decisorio dentro de sus respectivos territorios. De esta forma se jerarquizó también 
el rol de los gobiernos departamentales al dejar espacio para la impronta particular 
que puedan desarrollar en cada caso.24

Por su parte, el artículo 5.º es uno de los que vuelve operativo el cuarto prin-
cipio referido a la participación ciudadana, en tanto determina que cada municipio 
es el encargado de instrumentar la participación activa de la sociedad y conformar 
los ámbitos necesarios y los mecanismos adecuados para que la población parti-
cipe de la información, consulta, iniciativa y control de los asuntos municipales.25 
Paralelamente, con el 15 % de los ciudadanos inscriptos en la localidad o circuns-
cripción, ese mismo artículo habilita el derecho de iniciativa ante el municipio en 
caso de que dichos ámbitos participativos no sean establecidos.26 Al mismo tiempo, 

dicho plazo, la Junta Departamental resolverá sobre la creación del municipio por una mayoría especial 

de dos tercios de sus integrantes. Sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior, la Junta Departamental, 

por igual mayoría, podrá disponer la creación de un municipio, requiriéndose también en este caso la 

opinión previa preceptiva del intendente».
24. El rol de los intendentes como actores políticos en el proceso de formulación de la ley fue funda-

mental y será analizado en próximos capítulos.
25. Asimismo, el inciso 17 del artículo 13 enuncia como uno de los cometidos del municipio la creación 

de ámbitos de participación social.
26. Este artículo se completa con el siguiente inciso: «Pasados sesenta días sin que este se pronuncie, 

podrá presentarse dicha iniciativa ante la Junta departamental. El no pronunciamiento de esta en un 

plazo de noventa días se considerará como denegatoria».
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el artículo 16.º determina —también sobre ese porcentaje— el derecho de iniciativa 
ante el gobierno departamental en «los asuntos de su competencia».27 Por otra parte, 
el inciso 19.º del artículo 13.º obliga al municipio a realizar anualmente una audiencia 
pública a fi n de rendir ante sus habitantes un informe sobre la gestión desarrollada en 
el marco de los compromisos asumidos y los planes futuros.

Estos elementos constituyen el foco normativo de la participación ciudadana 
en la escala municipal. Más allá del derecho de iniciativa y de la obligación de realizar 
anualmente las audiencias públicas, puede considerarse que la ley resulta bastante laxa 
en esta materia, ya que deja en manos de cada municipio la creación de otros ámbitos o 
mecanismos participativos. Por su parte, cabe suponer que el principio de participación 
debe coordinarse con el principio de electividad y representación proporcional como 
una doble instancia de legitimación democrática de los gobiernos municipales. Si ese 
fue el espíritu del legislador —un equilibrio prudencial entre los dos principios—, pa-
rece estar siendo refutado en la práctica por la preeminencia casi absoluta del principio 
electoral y proporcional sobre el principio de la participación ciudadana.

El capítulo II se encarga de separar la materia departamental de la local (o mu-
nicipal). Sin embargo, en esta primera etapa de desarrollo normativo, dicha delimi-
tación resulta muy general y remite, en buena medida, a leyes y acuerdos específi cos. 
Este esquema sujeta a los gobiernos locales al gobierno departamental, en tanto los 
primeros requieren para implementar acciones propias o en coordinación con otros 
municipios de la autorización del intendente departamental o del gobierno nacional 
a través de sus respectivos ministerios. Finalmente, el artículo 8.º determina que para 
aquellos territorios donde no exista municipio las competencias municipales segui-
rán siendo ejercidas por el gobierno departamental. Como veremos, la defi nición 
más clara de estas materias será uno de los objetivos explícitos de la ley 19272, pro-
mulgada casi al fi nal del primer periodo de gestión municipal.

El tercer capítulo de la ley refi ere a la integración de los gobiernos municipales. 
Se establece un órgano ejecutivo de cinco miembros, de carácter electivo y de repre-
sentación proporcional. Según el artículo 11.º, modifi cado por la ley 18659, el primer 
titular de la lista más votada del lema más votado que resulte electo y proclamado se 
denominará alcalde y presidirá el municipio. Los restantes miembros se denomina-
rán concejales y serán honorarios. Este mismo artículo regula también el régimen de 
suplencias en caso de ausencia del alcalde. En cuanto a los requisitos e incompatibi-
lidades —según la modifi cación introducida por la ley 18665—, se especifi can: el mí-
nimo de 18 años de edad, al menos tres años de ejercicio de ciudadanía legal o natural 

27. Para el caso del derecho de iniciativa relativa a los asuntos de competencia departamental —que 

no sea la creación de municipios— no hay mayor especifi cación en cuanto al procedimiento que debe 

observar el gobierno departamental.
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y una residencia efectiva dentro del territorio municipal de por lo menos tres años.28 
Asimismo, el concejo municipal no podrá ser integrado por ediles o intendentes, al 
tiempo que se equipara el régimen de incompatibilidades de los concejales o alcaldes 
al de los miembros de las juntas departamentales.

El diseño institucional del concejo municipal confi gura un gobierno colegiado 
cuyo funcionamiento podría resultar complejo. En este sentido, el alcalde (presidente 
del concejo municipal) es solamente el primero entre pares de un cuerpo colectivo.29 
Si bien tendrá potestades específi cas,30 las decisiones más importantes deberán ser 
tomadas por el cuerpo, que podrá no contar con mayoría del partido del alcalde e, 
incluso, podría ser conducido por un partido diferente del partido del intendente 
departamental (Oroño, 2010, p. 18). Según advierte Cardarello (2011, p. 12), en el 
intento por disminuir esta posibilidad de cohabitación partidaria entre los niveles 
departamental y municipal, el sistema electoral los vincula y no permite votar candi-
datos de diferentes partidos (lo que se conoce como voto cruzado).31

La estructura y la dinámica del concejo municipal presentan algunas particu-
laridades que merecen ser destacadas. En particular, si bien consagra la naturaleza 
colectiva del órgano, la ley no se pronuncia respecto de los requisitos de quórum 
para que el concejo entre en sesión. Esto resulta importante, en especial, cuando se 

28. Pablo Schiavi (2013, p. 88) destaca el hecho de que, al no incorporarse como requisito el contar con 

credencial cívica correspondiente a ese municipio, podría darse el caso de un candidato a alcalde o 

concejal que, pudiendo ser elegido, no puede votar en esa circunscripción electoral.
29. La estructura colegiada de este órgano lleva a suponer que la denominación correcta para el tercer 

nivel de gobierno sea municipio o gobierno municipal y no alcaldía, tal como muchas veces ha sido 

referido.
30. El artículo 14.º defi ne como atribuciones del alcalde: 1) Presidir las sesiones del municipio y resolver 

por doble voto las decisiones en caso de empate entre sus integrantes. 2) Dirigir la actividad administra-

tiva del municipio. 3) Ejercer la representación del municipio, sin perjuicio de lo dispuesto por el numeral 

5 del artículo 12.º de la presente ley. 4) Proponer al municipio planes y programas de desarrollo local que 

estime convenientes para su mejor desarrollo. 5) Ordenar los pagos municipales de conformidad con 

lo establecido en el presupuesto quinquenal o en las respectivas modifi caciones presupuestales y en 

el respectivo plan fi nanciero, así como en las disposiciones vigentes. 6) Adoptar las medidas necesarias 

para el cumplimiento de los cometidos municipales, pudiendo, asimismo, disponer del personal, recur-

sos materiales y fi nancieros para cumplir con los servicios municipales esenciales vinculados a seguridad 

e higiene. También podrá disponer de esas medidas y de esos recursos en caso de urgencia, dando 

cuenta en este caso al municipio en la primera sesión y estando a lo que este resuelva.
31. Pese a esta traba electoral, como veremos en el capítulo siguiente, existen varias situaciones de 

cohabitación partidaria entre los gobiernos departamentales y municipales en los periodos 2010-2015 

y 2015-2020. La práctica ha demostrado que dicha cohabitación no constituye de por sí un obstáculo 

insalvable para el normal desempeño de la gestión municipal. Desde luego, una vinculación reñida 

con el gobierno departamental repercute en una merma de las posibilidades de acción integral del 

gobierno municipal. Sin embargo, puede afi rmarse que estos casos tienen lugar no necesariamente en 

situaciones de cohabitación partidaria sino también cuando alcalde e intendente responden a diferen-

tes sublemas o sectores dentro de un mismo partido o, sencillamente, cuando existe una mala relación 

personal entre ellos.
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considera que cuatro de sus cinco miembros son honorarios32 y que su dinámica 
de funcionamiento ha generado prácticas diversas. Por otra parte, algo sumamente 
peculiar de este diseño institucional es que asigna a los concejales una mixtura de 
funciones de carácter ejecutivas junto con otras que resultarían propias de los cuer-
pos legislativos. Así, por ejemplo, una de sus atribuciones específi cas es la de ejercer 
el contralor sobre el ejercicio de las atribuciones del alcalde (inciso 2.º, artículo 15.º).

En el capítulo IV se defi nen las atribuciones y cometidos del municipio y de 
sus integrantes. En este sentido, las atribuciones de los municipios (artículo 12.º), sus 
cometidos (artículo 13.º), las atribuciones del alcalde (artículo 14.º) y las atribuciones 
de los concejales (artículo 15.º) precisan un alcance bastante restrictivo del régimen 
municipal. En este sentido, resulta interesante interpretar el estrecho margen de ac-
ción autónoma conferido a los gobiernos municipales, en consonancia con los prin-
cipios cardinales de preservación de la unidad departamental y de gradualidad de 
las transferencias de atribuciones, poderes jurídicos y recursos hacia los municipios. 
En términos generales, la ley designa para los municipios funciones de promoción y 
control en asuntos de interés local y participación en planes y proyectos que les sean 
otorgados por los gobiernos departamentales (Magri, 2010, p. 90).

Esta dependencia respecto del gobierno departamental resulta especialmente 
clara en lo que refi ere al régimen de recursos municipales establecido en el capítu-
lo VI de la ley. En efecto, los municipios no tienen capacidad de fi jación y percep-
ción de impuestos. Su fi nanciación surge, por un lado, de los fondos que destinen 
los gobiernos departamentales y de los recursos humanos y materiales que estos les 
asignen para su funcionamiento y, por otro lado, con recursos del presupuesto nacio-
nal se crea un Fondo de Incentivo para la Gestión Municipal (inciso 2.º del artículo 
19.º). Si bien este inciso remite a criterios de equidad e indicadores de gestión para 
la distribución del fondo, durante el periodo 2010-2015 este fue repartido en partes 
iguales para todos los municipios. Cabe destacar que, durante ese periodo, la partida 
presupuestaria imputada a este fondo se mantuvo en el entorno de los cincuenta mi-
llones de pesos anuales.33 En la mayoría de los casos, estas partidas se utilizaron para 
cubrir la remuneración de los alcaldes. Como veremos enseguida, la modifi cación de 
la composición y distribución de este fondo fue uno de los principales cambios de la 
ley 19272, de 2014.

Por su parte, la ley establece varios mecanismos de responsabilidad pública de 
las autoridades municipales. Al igual que los intendentes y los miembros de las juntas 

32. El alcalde es el único miembro del concejo que recibe remuneración.
33. El artículo 760 de la Ley de Presupuesto, n.º 18719, del año 2010, asignaba al Fondo de Incentivo para 

la Gestión de los Municipios una partida anual de $ 49.840.000. Al mismo tiempo, determinaba el ajuste 

anual de dicha partida sobre la base del índice de precios al consumo y su distribución proporcional 

entre los gobiernos departamentales en función de la cantidad de municipios.
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departamentales, los alcaldes y concejales son pasibles de juicio político en el mismo 
régimen que dispone el artículo 296 de la Constitución nacional. Al mismo tiempo, 
el inciso 18.º del artículo 13.º obliga al municipio a rendir cuenta anualmente ante el 
gobierno departamental de la aplicación de los recursos que hubiera recibido. Según 
advierte Oroño, existen además controles intramunicipales —tal como el ya referido 
deber de los concejales de ejercer contralor sobre las atribuciones del alcalde (inciso 
2.º, artículo 15.º)—, así como también otros mecanismos que dependen del Ejecutivo 
departamental, de la junta departamental y del Tribunal de Cuentas (Oroño, 2010, 
pp. 39-41).

Los dos últimos capítulos son los de disposiciones especiales y de disposicio-
nes transitorias. En el primero se determina que las juntas locales autónomas electi-
vas existentes a la fecha (San Carlos, Bella Unión y Río Branco) pasen a ser munici-
pios, manteniendo las facultades que le otorgaron sus respectivas leyes de creación. 
El segundo de estos capítulos agrega referencias al procedimiento de creación de mu-
nicipios. Por un lado, expresa un rasgo de la gradualidad al dividir en etapas la muni-
cipalización de mínima en dos momentos: para 2010 todas las poblaciones de cinco 
mil y más habitantes, y para 2015 las de dos mil y más (considerando el tratamiento 
especial para las ciudades capitales). Por otro lado, estipula los procedimientos for-
males para activar esta creación.

b. Segunda etapa normativa

Un segundo momento en el proceso normativo de la descentralización e ins-
titución de los gobiernos municipales puede identifi carse con la sanción de la ley 
19272. En efecto, mientras que las modifi caciones o interpretaciones de la ley 18567 
durante el año 2010 actuaron como aclaraciones o especifi caciones técnicas y ope-
rativas de la ley original, la nueva ley introduce además modifi caciones sustanciales 
en algunos aspectos del marco vigente hasta ese momento. La Comisión Especial 
con Fines Legislativos de Asuntos Municipales y Descentralización, de la Cámara de 
Diputados del Parlamento nacional, trató desde octubre de 2013 un proyecto de ley 
que buscaba unifi car y modifi car la legislación producida entre 2009 y 2010. La nueva 
norma fue promulgada por el Poder Ejecutivo el 18 de setiembre de 2014 con el nú-
mero 19272.34 Luego de casi un periodo completo desde la instalación de los gobier-
nos municipales, esta ley emerge a partir de la valoración de la experiencia concreta, 
recogiendo el acumulado de conocimiento sobre el funcionamiento práctico de los 
municipios e intentando dar respuesta a las insufi ciencias y lagunas que presentaba 
la legislación previa.

34. En lo que sigue remitimos fundamentalmente a Marzuca (2014).
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Según se desprende de la exposición de motivos que antecede a esta ley, las 
modifi caciones introducidas pueden agruparse en dos grupos. Por un lado, «aspectos 
instrumentales de la ley o que no están claramente defi nidos en la legislación vigente 
y que a la luz de la experiencia se imponen modifi car para un mejor funcionamiento 
de los gobiernos municipales. Entre estas encontramos los alcances de los controles 
de la junta departamental, el régimen de suplencias, la jurisdicción territorial o la po-
testad de modifi cación de la nomenclatura municipal por parte del gobierno depar-
tamental». Por otro lado, modifi caciones «relativas a la profundización gradual del 
proceso de descentralización como lo son la defi nición más taxativa y diferenciada 
de las competencias municipales y departamentales, los criterios establecidos para 
la asignación de los recursos, la competencia de los municipios respecto de funcio-
narios a su cargo, la articulación con la comunidad, de la participación ciudadana, 
entre otras».

Dentro del primer conjunto de modifi caciones aparecen ajustes en lo referente 
a:

— Jurisdicción territorial. En el artículo 1.º se elimina la referencia a la 
naturaleza «urbana y suburbana» de la circunscripción territorial de los 
municipios. De esta manera se considera también la eventual área rural 
de infl uencia municipal.

— Modifi cación de las nomenclaturas municipales. La ley 18653, pro-
mulgada el 15 de marzo de 2010, creaba los primeros 89 municipios y 
defi nía su nomenclatura. Esto implicaba que toda modifi cación de los 
nombres de esos municipios requeriría un tratamiento legislativo. Para 
enmendar esta situación, el nuevo artículo 2.º habilita a que sean los go-
biernos departamentales los que modifi quen dichas nomenclaturas si así 
lo entienden pertinente. Esto tiene especial relevancia para el caso de los 
municipios montevideanos, cuyas denominaciones alfabéticas resultan 
poco proclives a representar la unidad social y cultural que se espera que 
encarnen.

— Régimen de suplencias. El artículo 11.º de la ley 18567 establecía un ré-
gimen de suplencias para el caso de ausencia temporal o defi nitiva del 
alcalde. Según este sistema, la suplencia correspondía al titular electo que 
le siguiera en la misma lista o, en su defecto, al primer titular de la segun-
da lista más votada del lema más votado. La aplicación de este régimen 
podía implicar cambios en la lista que lideraba el municipio y, por ello, 
contravenir la voluntad popular. En este sentido, el nuevo artículo 11.º di-
ferencia entre dos categorías de suplencias. En caso de ausencia temporal 
que no exceda los diez días corridos, el alcalde será sustituido en sus fun-
ciones por el titular actuante como concejal que le siga en la misma lista 
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o, en su defecto, por el primer concejal de la segunda lista más votada del 
lema más votado en la circunscripción. En caso de ausencia prolongada 
(de más de diez días corridos) o defi nitiva, asume como alcalde el suplente 
que le correspondiere según su propia lista. Con ello, según lo expresa 
en la exposición de motivos de la nueva ley, se confi gura un esquema en 
el que para «casos de licencias temporales no muy extensas del alcalde, 
se convoca a un concejal que viene actuando en el municipio y que ne-
cesariamente está involucrado en la realidad del mismo para asegurar la 
continuidad de su funcionamiento. En casos de ausencias más prolon-
gadas del alcalde o de ausencia defi nitiva, y orientados por el respeto a 
la expresión popular, la convocatoria es al suplente correspondiente del 
alcalde».35

— Reelección de los alcaldes. Dado que en la ley anterior no se mencionan 
criterios para la posible reelección de los alcaldes, la nueva ley modifi ca el 
artículo 10.º equiparando este régimen con el que rige para los intenden-
tes según el artículo 266 de la Constitución de la República. Es decir, los 
alcaldes podrán ser reelectos por una sola vez, requiriéndose que renun-
cien a su cargo con al menos tres meses de anticipación a la fecha de las 
elecciones y, para poder volver a presentar su candidatura, deberá mediar 
un periodo de gobierno.

Respecto del segundo conjunto de modifi caciones, en atención a favorecer la 
progresiva asunción de atribuciones por los gobiernos municipales, se destacan:

— Delimitación de la materia departamental y municipal. En cuanto a la 
materia departamental, los incisos agregados del artículo 6.º especifi can 
la defi nición y diseño de las políticas referidas a ordenamiento territo-
rial, recursos fi nancieros, recursos humanos, así como la generación de 
programas presupuestales municipales enmarcados en el presupuesto de-
partamental. Por su parte, el nuevo artículo 7.º en su inciso 2.º determina 
que a la materia municipal se integra el mantenimiento de la red vial 
local, los pluviales, el alumbrado público y los espacios públicos. Además 
pasa a ser responsabilidad del municipio el control de la señalización y 
ordenamiento del tránsito en el marco de las disposiciones nacionales 
y departamentales correspondientes, así como el servicio de necrópolis 
y la recolección de residuos en los casos en los que sea posible, por no 
entrar en contradicción con disposiciones departamentales. Asimismo se 

35. Exposición de motivos, ley 19272, de 22 de octubre de 2013.
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establecen atribuciones del gobierno municipal para administrar recur-
sos fi nancieros y humanos.

— Participación ciudadana. La única modifi cación importante en este sen-
tido es la determinación del procedimiento a seguir por el gobierno de-
partamental en caso de iniciativa ciudadana para la creación de nuevos 
municipios, según se establece en la nueva redacción del artículo 16.º 36

— Recursos fi nancieros. El nuevo artículo 19.º, por una parte, obliga a los 
gobiernos departamentales a incluir en sus presupuestos quinquenales 
una asignación específi ca para los municipios correspondientes. En se-
gundo lugar, determina con mayor precisión el alcance y distribución del 
Fondo de Incentivo para la Gestión de los Municipios. Este será distribui-
do de la siguiente manera: el 10 % del monto anual en partes iguales entre 
todos los municipios del país; el 75 % del monto anual conforme a crite-
rios establecidos por la comisión sectorial prevista por el artículo 230 de 
la Constitución nacional;37 y el 15 % restante se destinará a programas y 
proyectos fi nanciados por el Fondo y sujetos a cumplimiento de metas 
que emerjan de los compromisos de gestión acordados por los gobiernos 
departamentales y municipales.38 Por último, el nuevo inciso 3.º habilita 
al municipio a recibir donaciones o legados, los que podrán ser destina-
dos a obras o servicios que este decida, salvo que dichos ingresos tengan 
un destino específi co.

36. Véase la nota 23 de este trabajo.
37. La formulación específi ca de estos criterios de distribución, a partir de la ponderación de las diferen-

tes variables estadísticas que estos deberían considerar (número de habitantes, superfi cie, necesidades 

básicas insatisfechas y niveles de educación de la población de cada municipio), se encuentra todavía 

en negociación dentro de la referida comisión sectorial.
38. Cabe subrayar que existe acuerdo entre los gobiernos departamentales y el gobierno nacional para 

que, durante el presente quinquenio, dicho fondo se conforme con un 30 % de recursos nacionales y un 

70 % de recursos departamentales. Al mismo tiempo, se propone una considerable ampliación en los 

montos asignados a este fondo. Aproximadamente $ 400 millones para el año 2016, $ 600 millones para 

el año 2017, $ 800 millones para el año 2018 y $ 1000 millones para el año 2019.
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CAPÍTULO 3. 

Topografía municipal: 
el terreno de la heterogeneidad

En este capítulo se presenta un panorama de las características generales de 
los municipios uruguayos en clave comparada. En primera instancia se propone una 
lectura descriptiva y analítica a partir de una selección de variables territoriales y 
sociodemográfi cas, mientras que en una segunda instancia el foco se sitúa en el resul-
tado electoral de las autoridades municipales, tomando en consideración similitudes 
y diferencias entre el ciclo electoral de 2010 y el de 2015.

Como se desprende de lo examinado en los capítulos previos, desde junio 
de 2010 —y en cumplimiento de la ley 18567 de 2009— se instalaron 89 gobiernos 
municipales dentro de las 19 jurisdicciones departamentales del país. Por su par-
te, en junio de 2015 se incorporaron otros 23 nuevos municipios, cuyas autorida-
des fueron electas en mayo de ese mismo año, simultáneamente con los comicios 
departamentales.

La realidad de este nuevo nivel gubernamental configura un paisaje geo-
gráfico, demográfico y socioeconómico sumamente heterogéneo si se considera 
comparativamente la instalación municipal. En el mismo sentido, la distribución 
político-partidaria, tanto en el interior de los concejos municipales como entre 
los gobiernos municipales y departamentales, establece un nuevo esquema de 
reparto de poder y reconfigura las legitimidades políticas de nivel local. Este es-
cenario establece liderazgos y vínculos representativos dentro de la escala muni-
cipal que se acoplan de manera diversa a las tradicionales mediaciones políticas 
de escala departamental o nacional. De allí que muchas de las variables analíticas 
habitualmente utilizadas para caracterizar los dos niveles estatales tradicionales 
deban ahora aplicarse también a los municipios. En esta dirección se orienta el 
presente capítulo.

En lo que sigue, se analizan comparativamente la distribución geográfi ca 
y territorial, la población total y el porcentaje de necesidades básicas insatisfechas 
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(nbi) en el nivel municipal.39 Para este análisis reviste especial interés la variación 
del mapa municipal a partir de la instalación de los 23 nuevos municipios en el año 
2015. Asimismo, se incluye como anexo un cuadro integrado (cuadro 2A) con seis 
dimensiones de los 112 municipios: año de creación, población total, porcentaje de 
población urbana, porcentaje de población con al menos una nbi, tasa de desempleo 
y promedio de años de educación de las personas de 25 años y más.

En una segunda parte de este capítulo se analizan cambios y continuidades en 
la conformación de los concejos municipales a partir de los resultados electorales de 
2015 según: distribución de cargos entre hombres y mujeres dentro de los concejos, 
distribución según partido político, evolución de la sintonía partidaria entre el parti-
do del alcalde y el partido del intendente, y situación de la reelección para alcaldes y 
concejales. Se incluyen también en este caso dos cuadros integrados en el anexo con 
información sobre partido del intendente y partido del alcalde para las elecciones del 
2010 y 2015 (cuadro 3A) y cantidad de municipios por departamento, situación mu-
nicipal de reelección, sintonía partidaria y distribución por género de las autoridades 
municipales según departamento (cuadro 4A).

Territorio y sociodemografía,

una aproximación a la escala municipal

En términos generales, la determinación territorial de los municipios resulta 
sumamente compleja ya que para la defi nición de sus límites se tomaron en conside-
ración las series electorales defi nidas por la Corte Electoral. Sin embargo, los mapas 
que dan cuenta de estos límites electorales no están digitalizados, lo que difi culta que 
se compagine con otras cartografías como las que, por ejemplo, maneja el Instituto 
Nacional de Estadística. Al mismo tiempo, las intendencias y los propios municipios 
han asumido diversas decisiones políticas y operativas sobre los límites territoriales y, 
en varios casos, estas defi niciones no se condicen con los límites electorales estable-
cidos por la Corte. Por su parte, la ley 19319 de 2015, además de crear los 23 nuevos 
municipios, incorpora algunas modifi caciones en los distritos electorales de los mu-
nicipios ya existentes, lo que complejiza todavía más la cuestión.

En cuanto a la distribución territorial, tal como puede apreciarse en el mapa 1, 
los gobiernos municipales se establecen en el interior de los departamentos de 
un modo sumamente heterogéneo. Solo tres de los diecinueve departamentos se 

39. A este fi n, se toma en consideración principalmente la información proporcionada por el 

Observatorio Territorio Uruguay de la Ofi cina de Planeamiento y Presupuesto. Dicho observatorio sis-

tematiza los datos estadísticos del Censo de Población, Hogares y Viviendas del año 2011 para los mu-

nicipios en función de un mapa nacional confeccionado por la Dirección Nacional de Ordenamiento 

Territorial (DINOT).
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encuentran completamente municipalizados: Canelones, Montevideo y Maldonado. 
Además, estos tres departamentos son los únicos que tienen municipios en las ca-
pitales departamentales. En tanto, el 41 % de los municipios existentes en 2015 se 
encuentran dentro de estos tres departamentos (46 de los 112).40 Canelones, con 30 
municipios, es el departamento con mayor concentración. En el extremo opuesto se 
ubica el departamento de Flores en el que se ha instalado un solo gobierno municipal.

Al mismo tiempo, los municipios encuentran enormes desigualdades en término 
de sus estructuras territoriales y se registran importantes diferencias en cuanto a superfi -
cie, áreas urbanas y rurales y localización geográfi ca (De Barbieri y Schelotto, 2015).

MAPA 1. MUNICIPIOS EN URUGUAY 2010-2015

Fuente: Alvarado (2014), con datos de la Corte Electoral, DINOT y el Congreso de Intendentes.

40. Entre 2010 y 2015 dicha concentración suponía el 50,5 % (45 de los 89 municipios existentes durante 

ese periodo).
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Dos cuestiones generales llaman la atención a partir de una visión preliminar 
del mapa 1. En primer lugar, las zonas blancas no municipalizadas representan la in-
mensa mayoría del territorio nacional. Las áreas municipalizadas se concentran prin-
cipalmente en la franja sur y en algunos manchones en el noroeste del país. Existen 
grandes extensiones sin municipalizar, especialmente en el área central.

En ese mismo mapa —si bien no se visualizan los territorios completos de los 
nuevos municipios sino solo su ubicación aproximada—41 puede observarse que con 
la instalación de la segunda generación de 23 municipios en 2015 y la consecuente in-
corporación de nuevas áreas municipalizadas, no se modifi ca la tendencia general de 
concentración en la franja sur y en el noroeste del país. Al mismo tiempo, es posible 
advertir un moderado incremento de territorios municipalizados en el área litoral y 
en el noreste del país; esto último, impulsado especialmente por la incorporación de 
seis nuevos municipios en el departamento de Cerro Largo.

En el nivel departamental, el establecimiento de los nuevos municipios resulta 
también sumamente heterogéneo. Mientras que tres departamentos (Cerro Largo, 
Paysandú y Colonia) incorporaron 14 de los 23 nuevos municipios, otros nueve 
departamentos (Artigas, Durazno, Flores, Maldonado, Montevideo, Rivera, Rocha, 
Salto y Treinta y Tres) no sufrieron ninguna variación de este tipo en 2015.

Una segunda cuestión que se destaca a partir de la observación de este mapa 
es que la referida concentración de áreas municipalizadas acompaña la tendencia de 
distribución poblacional del país. Precisamente, esto es lo que explica que, a pesar de 
que poco más del 20 % del territorio nacional está municipalizado, en dicho territo-
rio habita el 72 % de la población del país (2.392.356 habitantes).42

Por su parte, las diferencias poblacionales entre los municipios son muy pro-
nunciadas. Diez de los 112 municipios (los ocho municipios de Montevideo, suma-
dos a Ciudad de la Costa y el municipio de la ciudad de Maldonado) concentran más 
de un millón y medio de habitantes, lo que representa más del 64 % de la población 
total municipalizada.43 En el extremo opuesto, los diez municipios menos poblados 
del país (Arbolito, Ramón Trigo, Arévalo, Plácido Rosas, Ismael Cortinas, Garzón, 
Rincón de Valentín, Mataojo, Tupambaé y Chapicuy), con un promedio de 858 habi-
tantes cada uno, representan solo el 0,35 % del total de la población municipalizada 
y el 0,26 % del total del país.

Si se toman en consideración los 23 municipios creados en 2015, surgen al-
gunos datos llamativos. En el panorama actual, seis de los diez municipios con me-
nor población forman parte de este último grupo. Más aún, los cuatro municipios 

41. Hasta el momento, el Observatorio Territorio Uruguay no proporciona el mapa territorial municipal 

completo que se confi gura a partir de 2015 con la instalación de los nuevos 23 municipios.
42. Véase el cuadro 2A.
43. Para la correspondiente referencia departamental de cada municipio, véase el cuadro 2A.
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con menos habitantes fueron creados en el actual ciclo de gobierno: Arbolito (240), 
Ramón Trigo (368), Arévalo (591) y Plácido Rosas (602); y si se toman en cuenta los 
20 municipios con menor población, 12 de ellos son de reciente creación.44 El total 
de la población de los municipios creados en 2015 es de 74.375 habitantes, lo que 
representa el 3,10 % del total de la población municipalizada del país y el 2,26 % del 
total de la población uruguaya.

En términos generales, pueden apuntarse dos elementos explicativos respecto 
de las causas de creación de los nuevos municipios que, paralelamente, se vinculan 
con el tamaño poblacional de estos. Un primer grupo, conformado por once munici-
pios, fue creado a partir de lo prescrito por la disposición transitoria n.º 24 de la ley 
18567.45 Dicha normativa obliga a constituir municipios en todas aquellas localida-
des de entre dos mil y cinco mil habitantes que hasta el momento no se hubieran mu-
nicipalizado. Un segundo grupo de diez municipios fue establecido a instancias de la 
decisión política voluntaria de dos gobiernos departamentales. Tal es el caso de seis 
de los siete municipios de Cerro Largo y los cuatro municipios de Paysandú, todos 
ellos con una población de menos de dos mil habitantes. Como casos especiales de-
ben contarse los municipios de San Javier (Río Negro) y de 18 de mayo (Canelones). 
Si bien la creación de estos dos municipios también responde a la decisión voluntaria 
de sus respectivos gobiernos departamentales, en su establecimiento intervinieron 
movilizaciones locales y demandas de vecinos de dichas localidades.46

Por otra parte, cabe destacar que la inmensa mayoría de la población munici-
palizada habita en áreas urbanas. Al comparar las tasas de urbanización se constata 
que la totalidad de la población de 18 municipios es urbana, mientras que en otros 
52 municipios este porcentaje es superior al 90 %. Estos 70 municipios concentran 

44. Solo dos de los 23 nuevos municipios superan los 5000 habitantes (18 de mayo, con 21.371 y Ecilda 

Paullier, con 5025), mientras que los otros 21 tienen, en promedio, 2284 habitantes. La localidad INE de 

Ecilda Paullier, según censo 2011, cuenta con menos de 5000 habitantes (2585), de allí que no se haya 

municipalizado en el año 2010 según lo previsto por la disposición transitoria n.º 24 de la ley 18567 

(modifi cada por la ley 18644). El área actualmente municipalizada de Ecilda Paulier es más amplia que el 

área urbana de dicha localidad, lo que explica que la cifra de habitantes llegue a 5025.
45. Texto modifi cado por la ley 18644: «En todas las poblaciones de más de 5000 habitantes se instala-

rán estos municipios a partir del año 2010. Las restantes que estén comprendidas en el inciso segundo 

del artículo 1.º de esa ley, lo harán a partir del año 2015». El referido inciso del artículo 1.º dice: «Cada 

municipio tendrá una población de al menos dos mil habitantes».
46. La población del municipio de San Javier tiene 2792 habitantes. Si se considera este dato, dicho 

municipio debería haberse creado de manera obligatoria en aplicación de la disposición transitoria n.º 

24 de la ley 18567 (modifi cada por la ley 18644). Sin embargo, hay que tener en cuenta que el área ac-

tualmente municipalizada es más amplia que el área urbana de dicha localidad. En efecto, la localidad 

INE de San Javier tiene 1781 habitantes (según Censo 2011). De allí que en esta localidad se diera inicio 

al proceso de iniciativa ante el gobierno departamental de 15 % de los ciudadanos inscriptos en las cir-

cunscripciones electorales, según se indica en el artículo 16.º de la ley 18567. Por su parte, el municipio 

de 18 de Mayo resulta de una subdivisión del municipio de Las Piedras. Dicha escisión surge, fundamen-

talmente, a instancias de la inquietud política y vecinal de darle a esta localidad la categoría de ciudad.
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más del 90 % de la población total municipalizada. En tanto, solo cuatro municipios 
tienen más población rural que urbana (Los Cerrillos, Ramón Trigo, Arévalo y San 
Antonio).

Es posible destacar algunos contrastes que surgen de considerar la urbanidad 
de la población de los 23 municipios creados en 2015. Un dato llamativo es que solo 
cinco de ellos tienen un porcentaje de población urbana por encima del 90 % (18 
de Mayo, José Batlle y Ordóñez, Palmitas, Florencio Sánchez y Ansina). Si bien solo 
en dos de los 23 nuevos municipios la población rural supera a la población urbana 
(Ramón Trigo y Arévalo), en términos generales estos municipios tienen tasas de 
población urbana marcadamente inferiores a los municipios creados en 2010.

En otro sentido, los contrastes intermunicipales también son llamativos en 
cuanto a la distribución de las necesidades básicas insatisfechas. Mientras que en uno 
de los extremos, en el municipio de Arbolito el 81 % de la población tiene al menos 
una nbi, en el municipio CH de Montevideo ese porcentaje cae al 9 %. Los cinco 
municipios con mayor porcentaje de población con al menos una NBI son Arbolito, 
Mataojo, Ramón Trigo, Colonia Lavalleja y Bella Unión, con un promedio de 71 %. 
Por su parte, los municipios mejor posicionados en este guarismo son los municipios 
CH, E y C de Montevideo, Ciudad de la Costa y Atlántida de Canelones, con un pro-
medio de 15,5 % de sus poblaciones con al menos una nbi.

La conformación de los concejos municipales, 

cambios y continuidades entre las elecciones de 2010 y 2015

Para las elecciones de 2010 se sometieron a decisión ciudadana 445 cargos 
titulares para integrar los concejos municipales (89 para alcaldes y 356 concejales). 
En 2015, fueron 560 los cargos titulares que se sometieron a votación (112 alcaldes y 
448 concejales). El acceso a estos cargos, en ambos casos, se dio por la vía de elección 
directa y la postulación solo se habilitó a partir de la pertenencia a un partido políti-
co. Se analizan aquí las características de los resultados electorales de ambos ciclos, 
de forma comparada.

a. Distribución de los cargos municipales según sexo

Un primer aspecto que permite observar similitudes y divergencias es la dis-
tribución de los cargos entre hombres y mujeres. En ambas elecciones los concejos 
fueron integrados en su gran mayoría por hombres. Sin embargo, se observan algu-
nas diferencias.

En términos generales, mientras que en 2010 el 82 % de los cargos fueron 
ocupados por hombres, en 2015 este valor disminuyó al 77 %. Este incremento de 
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mujeres en los concejos municipales se explica, principalmente, por el aumento en la 
cantidad de concejalas titulares electas (111 en 2015 frente a 59 en 2010), ya que hubo 
menos alcaldesas electas en el último periodo (19 en 2015 frente a 2247 en 2010).48 
Estas variaciones, según los cargos, pueden apreciarse en el gráfi co 1.

GRÁFICO 1. DISTRIBUCIÓN PORCENTUAL DE CARGOS ELECTOS 

ENTRE HOMBRES Y MUJERES. 2010 Y 2015
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Fuente: Elaboración propia con datos de resultados electorales 2010 y 2015.

En términos de género, la composición interna de los concejos municipales 
evidencia profundas inequidades. Mientras que en ningún caso las autoridades mu-
nicipales son en su totalidad mujeres, un cuarto de los concejos municipales están 
47. Para el caso del municipio E de Montevideo se toma como alcaldesa electa en 2010 a Susana 

Camarán. Si bien quien fi guraba en la papeleta de votación era Venancio Abella, este último renunció a 

su candidatura antes del acto eleccionario.
48. Entre 2010 y 2015, la representación femenina resultó más elevada en el nivel municipal de gobier-

no que en ningún otro periodo: un 25 % de los cargos de alcalde fueron ocupados por mujeres. Le si-

guieron: 16 % intendentas, 14 % diputadas, 13 % senadoras y 15 % ministras. En la última elección (2014) 

la representación femenina en el gobierno nacional aumentó tanto en cargos electos (29 % senadoras 

y 19 % diputadas) como en cargos designados (39 % ministras). No obstante, la proporción disminuyó 

considerablemente en el caso de los cargos ejecutivos de nivel departamental (5 % intendentas) y local 

(17 % alcaldesas) (Zuasnabar, 2015, p. 48).
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integrados completamente por hombres (28 de los 112 municipios). Por su parte, 
ninguno de los concejos está integrado por cuatro mujeres y solo en ocho de ellos hay 
más mujeres que hombres (tres de sus cinco miembros). Como contracara, en 104 ca-
sos las autoridades municipales son mayoritariamente hombres,49 lo que representa 
el 93 % de los municipios existentes en 2015.

El cuadro 4A muestra que los marcados contrastes de género de las autori-
dades municipales se replican también en el nivel departamental. Únicamente en 
el departamento de Flores las autoridades municipales mujeres superan a los hom-
bres.50 Dejando de lado el caso de Montevideo, en donde el 37,5 % de los concejos 
están integrados por mujeres, para todos los demás departamentos la proporción de 
hombres queda por encima del 70 %. Los casos extremos son los de Treinta y Tres y 
Durazno, con un 90 % de autoridades municipales hombres, y Rivera, en donde ese 
guarismo se eleva al 93,3 %.

Por otra parte, dentro de los partidos, para la elección 2015 la distribución en el 
cargo de alcalde entre hombres y mujeres muestra también algunas particularidades 
destacables. El Partido Nacional, con 13 alcaldesas, es el que presenta una proporción 
mayor de mujeres en relación con el resto de los partidos. El Partido Colorado, con 
una alcaldesa electa en sus siete municipios, y el Frente Amplio, con cinco alcaldesas 
entre sus 37 municipios, ocupan el segundo lugar; por último se ubica el Partido de 
la Concertación, cuyos dos alcaldes son hombres (gráfi co 2).

49. En 30 municipios, tres de los cinco miembros del concejo son hombres; en 46 casos la proporción es 

de cuatro a uno, y en 28, de cinco a cero.
50. Cabe resaltar que Flores tiene solo un municipio (Ismael Cortinas), por lo que en el caso de este 

departamento existen solamente cinco cargos municipales.
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GRÁFICO 2. CANTIDAD DE ALCALDES Y ALCALDESAS SEGÚN PARTIDO POLÍTICO,

RESULTADOS 2015
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Fuente: Elaboración propia con datos de resultados electorales de 2015. PN: Partido Nacional; FA: Frente 

Amplio; PC: Partido Colorado; P. de la C.: Partido de la Concertación.

b. Municipios según partido político del alcalde 51

Si se observan los resultados según partido político, el orden de los partidos en 
términos de cantidad de municipios a los que acceden se mantuvo constante en 2015 
respecto a 2010: 1.º) Partido Nacional, 2.º) Frente Amplio y 3.º) Partido Colorado. En 
2015 se incorporó el Partido de la Concertación. Este partido ocupa el cuarto puesto 
con dos municipios montevideanos; en ambos casos, sus candidatos representaron a 
la fracción interna que responde al Partido Nacional.52

51. Para una referencia detallada véase el cuadro 3A.
52. El Partido de la Concertación participó en la disputa electoral de 2015 por el departamento de 

Montevideo y por los ocho municipios montevideanos. En cada caso, incorporó tres sublemas: uno de 

ellos con representación del Partido Nacional, otro con representación del Partido Colorado y un tercer 

sublema con una candidatura independiente.
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Sin embargo, se destacan algunas diferencias entre una y otra elección. El 
Partido Nacional pasó a dominar el 59 % de los municipios del país (66) cuando en 
2010 controlaba el 47 % (42), ampliando la brecha con el Frente Amplio. Este último 
no solo presenta una reducción en términos porcentuales (de 46 % a 33 %), sino 
también en términos absolutos, ya que pasó de 41 a 37 municipios. Por su parte, el 
Partido Colorado, pese a incorporar un municipio (de seis a siete), redujo en un pun-
to porcentual (de 7 % a 6 %) su dominio municipal. Algunas referencias que pueden 
contextualizar esta lectura son: por un lado, la capacidad de los partidos para retener 
los municipios en los que gobernaron desde 2010; por otro, qué partidos se harán con 
los gobiernos de los nuevos 23 municipios.

En términos generales, de los 89 municipios creados en 2010, 74 (el 83 %) 
mantuvieron el mismo signo partidario en 2015.

El que resultó más efectivo en este sentido es el Partido Nacional, que retuvo 
38 de sus 42 municipios, seguido por el Frente Amplio, que logró retener 33 de sus 
41, y fi nalmente el Partido Colorado, que reeditó en la mitad de sus municipios (tres). 
A su vez, también el Partido Nacional logró captar la mayor cantidad de municipios 
que cambiaron de partido53 (siete de los quince, que pasan a ser nueve, si se inclu-
yen los candidatos del Partido de la Concertación como representantes del Partido 
Nacional).

Por otra parte, mientras que en 2010 el Frente Amplio controlaba la totalidad 
de los municipios de dos departamentos (Montevideo y Rocha), el Partido Nacional 
hacía lo propio en siete departamentos (Durazno, Flores, Lavalleja, Paysandú, 
Soriano, Tacuarembó y Treinta y Tres). Para 2015 el escenario es sensiblemente 
diferente. Mientras que el Frente Amplio ya no controla la totalidad de los munici-
pios de ningún departamento, el Partido Nacional consigue hegemonía municipal 
en nueve departamentos (si bien deja de controlar la totalidad de los municipios 
de Paysandú, mantuvo el dominio de los otros seis departamentos donde era hege  
mónico y se hizo con el poder en la totalidad de los municipios de Cerro Largo, 
Florida y Río Negro).

53. 15 de los 89 municipios cambiaron de partido en la elección de 2015: Sauce (PNFA); Santa Rosa 

(PNFA); Belén (PNFA); Rincón de Valentín (FAPC); San Antonio (Salto) (FAPC); Minas de Corrales 

(PNPC); CH (FAP de la C); E (FAP de la C); Montes (FAPN); Maldonado (FAPN); Nuevo Berlín 

(FAPN); Castillos (FAPN); Casupá (PCPN); Soca (PCPN) y Río Branco (PCPN). Un dato curioso 

es que los cambios de signo partidarios de Casupá y de Rincón de Valentín se produjeron a partir de la 

reelección de sus respectivos alcaldes (Luis Alberto Oliva y Tabaré Leivas) por un partido distinto al que 

habían representado en el primer periodo de gobierno.
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En lo que respecta a los 23 nuevos municipios, se observa un marcado pre-
dominio del Partido Nacional, que ganó en 21 de ellos. Los otros dos municipios 
se repartieron entre el Frente Amplio (18 de Mayo) y el Partido Colorado (Piedras 
Coloradas).

GRÁFICO 3. CANTIDAD DE MUNICIPIOS SEGÚN PARTIDO POLÍTICO 

DEL ALCALDE. 2010 Y 2015
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Fuente: Elaboración propia con datos de resultados electorales de 2010 y 2015.

c. Composición interna de los concejos municipales

Cabe asimismo realizar alguna consideración respecto de la fragmentación 
partidaria en el interior de los concejos municipales; esto es, la manera en que se 
establece el reparto de los cinco cargos titulares que componen el gobierno muni-
cipal. Tomando como referencia el trabajo de Cardarello (2011), puede advertirse 
que, para 2010, el panorama de integración partidaria de los concejos municipales 
era el siguiente: 55 de los 89 municipios (62 %) presentaban un formato bipartidista. 
En 31 concejos municipales (35 %) estaban representados los tres principales parti-
dos. Finalmente, en tres municipios (3 %) era un solo partido el que concentraba la 
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totalidad de los cargos. Los municipios gobernados por un único partido correspon-
dían, en todos los casos, al Partido Nacional (Ismael Cortinas, Villa del Carmen y San 
Gregorio de Polanco). En 53 de los 55 casos de bipartidismo, los dos partidos con 
representación eran el Frente Amplio y el Partido Nacional. Las excepciones eran los 
municipios de Tranqueras y Rincón de Valentín. En ambos casos, los concejos muni-
cipales tenían representación del Partido Colorado y del Partido Nacional.

La situación luego de la elección de 2015 presenta algunas variaciones im-
portantes. 83 de los 112 municipios (74 %) presentan un formato bipartidista. En 
23 concejos municipales (20 %) tienen representación los tres grandes partidos. 
Finalmente, en seis municipios (5 %) un solo partido concentra la totalidad de los 
cargos (Garzón, Santa Clara de Olimar, Ecilda Paullier, Casupá, Villa del Carmen, 
San Gregorio de Polanco). Al igual que en 2010, la totalidad de los municipios 
gobernados por un único partido corresponden al Partido Nacional. En 70 de 
los 83 municipios bipartidistas, los dos partidos con representación son el Frente 
Amplio y el Partido Nacional. Los restantes casos de bipartidismo se distribuyen 

GRÁFICO 4. COMPOSICIÓN INTERNA DE LOS CONCEJOS MUNICIPALES. 
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del siguiente modo: ocho municipios incorporan representación del Frente Amplio 
y del Partido de la Concertación (todos los municipios montevideanos); en tres 
casos el reparto de cargos se da entre el Frente Amplio y el Partido Colorado (Villa 
Constitución, Rincón de Valentín y San Antonio [Salto]); mientras que en dos ca-
sos los cargos municipales se distribuyen entre el Partido Nacional y el Partido 
Colorado (Tranqueras y Vichadero).

d. Sintonía partidaria entre alcaldes e intendentes54

El resultado de las elecciones de 2010 presentó una importante sintonía par-
tidaria, si se analiza el lema por el que fueron electos intendentes y alcaldes. En este 
sentido, el 66 % (59) de los alcaldes electos estaban en consonancia partidaria con el 
intendente de su departamento.

A su vez, si bien hubo alcaldes de los tres partidos que coexistieron con inten-
dentes de distinto signo partidario, el lema que en 2010 fue oposición al intendente 
en más municipios fue el Partido Nacional (19 de los 30 casos).55

En 2015, la sintonía partidaria se incrementó y llegó al 71 % (80). Del 29 % res-
tante, continúa siendo el Partido Nacional el que tiene mayor cantidad de municipios 
que no sintonizan con el partido político del intendente (20 de los 32).56

54. Para una referencia detallada véanse los cuadros 3A y 4A.
55. Municipios que no tuvieron sintonía partidaria con el intendente en 2010: Partido Nacional: Baltasar 

Brum, Tomás Gomensoro, Sauce, Santa Rosa, Aguas Corrientes, Tala, San Ramón, Migues, Los Cerrillos, 

San Jacinto, San Antonio, Garzón, Solís Grande, Pan de Azúcar, Aiguá, Punta del Este, Minas de Corrales, 

Vichadero, Belén. Frente Amplio: Juan Lacaze, Nuevo Berlín, Villa Constitución, Colonia Lavalleja, Rincón de 

Valentín, San Antonio (Salto), Ciudad del Plata. Partido Colorado: San Bautista, Soca, Río Branco, Casupá.
56. Municipios que no tienen sintonía partidaria con el intendente en 2015: Partido Nacional: Montes, 

Quebracho, Guichón, Porvenir, Young, Castillos, Nuevo Berlín, Soca, Aguas Corrientes, Tala, San Ramón, 

Migues, Los Cerrillos, San Jacinto, San Antonio, Vichadero, Chapicuy, Tambores, Lorenzo Geyres, San Javier. 

Frente Amplio: Bella Unión, Piriápolis, San Carlos, Juan Lacaze, Ciudad del Plata. Partido Colorado: Mataojo, 

Rincón de Valentín, San Antonio, San Bautista, Piedras Coloradas. Partido de la Concertación: CH, E.
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GRÁFICO 5. COINCIDENCIA PARTIDARIA ENTRE ALCALDES E INTENDENTES.

ELECCIONES 2010 Y 2015
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Fuente: Elaboración propia con datos de resultados electorales de 2010 y 2015 para cargos de alcaldes 

e intendentes departamentales.

Un dato a destacar respecto de los municipios instalados a partir de 2015 es 
que, con excepción de Piedras Coloradas, en todos los casos en los que su creación fue 
impulsada por la voluntad del intendente —es decir, que no fueron creados obligato-
riamente a partir del número de habitantes de la localidad—coinciden el signo par-
tidario del alcalde electo y el del intendente que propuso la creación del municipio.57

Por último, si se considera la sintonía partidaria en el nivel departamental se 
evidencian algunos contrastes llamativos. Mientras que ocho departamentos mues-
tran una coincidencia completa entre sus intendentes y sus alcaldes (Cerro Largo, 
Durazno, Flores, Florida, Lavalleja, Soriano, Tacuarembó y Treinta y Tres), en dos 
departamentos ninguno de sus alcaldes comparte el mismo signo partidario con sus 
intendentes (Paysandú y Río Negro).58

57. El municipio de Piedras Coloradas, actualmente gobernado por el Partido Colorado, fue creado a 

impulso del intendente Bertil Bentos, del Partido Nacional.
58. Véase cuadro 4A.
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En este mismo nivel de análisis puede destacarse que en 2010 la mayoría de los 
municipios estaban en departamentos gobernados por el Frente Amplio: casi seis de 
cada diez (el 58 %). Si bien en 2015 esta situación muestra una cierta disminución, 
el 52 % de los municipios se encuentran en departamentos gobernados por el Frente 
Amplio.

e. Reelección de alcaldes y concejales titulares

Ha sido una novedad en las elecciones de 2015 la posibilidad de reelección 
de los cuadros políticos municipales, por lo que resulta interesante observar dicho 
resultado electoral tanto para alcaldes como para concejales titulares.

De los alcaldes electos en 2010, 41 repiten su mandato en 2015 (46 %). De 
ellos, 31 son hombres. Por su parte, 20 alcaldes que ejercieron ese cargo en el periodo 
anterior fueron electos en 2015 para integrarse al concejo municipal como conceja-
les.59 Así, 61 de los 89 alcaldes electos en 2010 (68,5 %) continúan formando parte del 
gobierno municipal, ya sea como alcaldes o como concejales titulares.

Por su parte, doce de los 356 concejales titulares electos en 2010 fueron ele-
gidos como alcaldes en 2015 (3 %).60 A su vez, 58 fueron reelectos como conceja-
les titulares (16 %) (34 del Partido Nacional, 27 del Frente Amplio, seis del Partido 
Colorado, tres del Partido de la Concertación).61 De estos, el 84 % son hombres. Por 
lo tanto, casi un 20 % de los concejales titulares electos en 2010 continúan participan-
do en el concejo municipal en 2015, como alcalde o como concejal.

59. También en este caso, para el municipio E se considera como alcaldesa a Susana Camarán. Por su 

parte, en el municipio de Rincón de Valentín se considera como alcalde a Tabaré Leivas quien asumió 

luego del fallecimiento del alcalde electo Miguel Dalmao.
60. Si además se cuentan los concejales suplentes que integraron el concejo municipal en reemplazo 

de los titulares, el número de concejales electos en 2010 elegidos como alcaldes en 2015 asciende a 18.
61. Si además se cuentan los concejales suplentes que integraron el concejo municipal en reemplazo 

de los titulares, el número de concejales reelectos totaliza 70.
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GRÁFICO 6. REELECCIÓN DE AUTORIDADES MUNICIPALES ELECTAS EN 2010.

ALCALDES Y CONCEJALES

41

12

20

58

0

10

20

30

40

50

60

70

80

Electos alcaldes 2010 Electos concejales �tulares 
2010

Electos 
concejales 
�tulares 2015

Electos alcaldes 
2015

Fuente: Elaboración propia con datos de resultados electorales de 2010 y 2015 para cargos de alcaldes 

y concejales titulares.

En los departamentos de Artigas, Lavalleja y Río Negro ningún alcalde fue 
reelecto para ocupar el mismo puesto. La situación contraria ocurrió en los depar-
tamentos de Durazno, Flores y Tacuarembó, donde todos sus alcaldes resultaron 
reelectos.62

Entre los alcaldes electos en 2015, 41 de ellos tenían experiencia previa como 
alcaldes y 18 como concejales (titulares o suplentes que ocuparon el cargo en reem-
plazo del titular). Esto equivale a decir que 59 de los alcaldes actuales tienen expe-
riencia previa y 53 no (de estos, 23 son autoridades al frente de nuevos municipios).

62. Para un detalle de la situación de reelección de alcaldes según agregados departamentales, véase el 

cuadro 4A.
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CAPÍTULO 4. 

Los municipios desde la mirada
de los ciudadanos

En este capítulo se abordan las percepciones que tienen los propios ciudadanos 
sobre los municipios. En un proceso que está en construcción, la opinión de los ac-
tores protagonistas (alcaldes, concejales, intendentes) es extremadamente relevante 
para entender lo que está ocurriendo. Pero, en última instancia, todo este proceso 
de descentralización tiene como objetivo lograr un impacto en los ciudadanos. Si la 
aspiración es que el llamado tercer nivel de gobierno sea efectivamente el primer nivel 
de gobierno, en el sentido de que es el más cercano al ciudadano, es imprescindible 
lograr que el público se apropie de este nivel.

Si bien en los momentos iniciales del proceso era difícil esperar que esto ocu-
rriera, luego de transcurridos cinco años desde la instalación de los municipios pa-
recería ser un buen momento para evaluar el grado y las formas en que estos se han 
hecho presentes en la vida de los ciudadanos.

En este capítulo se da cuenta de diferentes aspectos de la visión de los uru-
guayos sobre los municipios relevados en un estudio de opinión. Esta investigación 
tuvo como objetivo conocer los niveles de información declarados sobre el rol de los 
municipios y sus principales autoridades, las percepciones sobre el funcionamiento 
de los municipios y de su vínculo con el gobierno departamental, la relación efectiva 
que han tenido los ciudadanos con estas nuevas instituciones y las percepciones so-
bre el impacto que este nivel de gobierno ha generado sobre la calidad de vida de las 
personas.63

El estudio se realizó sobre la población municipalizada en Uruguay, es de-
cir, tomó en consideración exclusivamente ciudadanos que viven en territorios que 
constituyen municipios. Esto representa la mayor parte de la población nacional. 

63. También arroja información interesante sobre la visión de los ciudadanos el trabajo de Cancela et al. 

(2015b).
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Asimismo, el estudio abarcó a los 89 municipios creados en 2010, sin tener en cuenta 
(por obvios motivos) a los instalados en 2015.

A continuación se expone la metodología de trabajo y posteriormente se pre-
sentan los principales resultados.

Metodología

La investigación se realizó a través de una encuesta telefónica de opinión. El 
universo de estudio se defi nió como el conjunto de las personas mayores de 18 años 
residentes en Montevideo y en localidades del Interior que contaron con gobiernos 
municipales en el periodo 2010-2015.

Se utilizó una muestra aleatoria, estratifi cada, con aplicación de cuotas de sexo 
y edad en la selección fi nal del entrevistado. Se defi nieron tres estratos de población: 
1. Montevideo; 2. localidades de más de cinco mil habitantes; 3. localidades de menos 
de cinco mil habitantes. Dentro de cada estrato se seleccionaron aleatoriamente los 
hogares y, dentro de los hogares, se seleccionaron los individuos aplicando control de 
cuotas de sexo y edad.

El tamaño muestral efectivamente utilizado fue de 606 personas: 204 casos del 
estrato 1, 189 casos del estrato 2 y 213 casos del estrato 3. Esto permitió trabajar con 
un margen de error de 4 % en más y en menos para el total de la muestra, y de 7 % 
dentro de cada estrato (siempre con un intervalo de confi anza del 95 %).

Los resultados fueron ponderados para ajustar los resultados fi nales al tamaño 
efectivo de cada estrato. El trabajo de campo de las encuestas se realizó entre el 9 de 
junio y el 1° de julio de 2015.64

Resultados

A continuación se presentan los principales resultados del estudio, organiza-
dos en cuatro secciones. En primer lugar, se analizan los niveles de información que 
el público tiene sobre el tercer nivel de gobierno y sobre los roles de los principa-
les actores. En segundo lugar, se describen las principales visiones evaluativas sobre 
el funcionamiento de los municipios. La tercera sección se focaliza en dimensiones 
efectivas de contacto con el gobierno local. Por último, la cuarta sección aborda otros 
indicadores relevados en el estudio.

Los resultados son analizados en función de diferentes características del pú-
blico. Así, se desagregan las opiniones del público montevideano y de dos segmen-
tos de municipios del Interior (en función de su tamaño). También se discrimina 

64. El trabajo de campo fue realizado por Equipos Consultores.
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la información en función de características sociodemográfi cas del público (sexo, 
edad, nivel educativo) y de orientaciones político-partidarias básicas (voto en la úl-
tima elección).

En algunos casos se incluyen los resultados de las encuestas a alcaldes y con-
cejales realizadas en 2011 y 2013 (Ferla et al., 2011; 2014b) de forma de realizar un 
contrapunto entre las visiones de unos y otros actores.

a. Los niveles de información

¿En qué medida los ciudadanos están informados sobre el tercer nivel de go-
bierno? La respuesta a esta pregunta podría tener dos abordajes: uno objetivo y otro 
subjetivo. El primero implicaría evaluar qué grado de conocimiento tienen los ciuda-
danos sobre diferentes elementos del proceso. En algún sentido, sería algo así como 
aplicar un test a los individuos para evaluar la cantidad y calidad de la información 
con que cuentan. Por lo general, esta estrategia suele ser algo violenta para el en-
trevistado en encuestas de opinión. El segundo abordaje es el subjetivo: se trata de 
pedirle al individuo que se autocalifi que en el nivel de información de que dispone. 
Este fue el abordaje adoptado por el presente estudio.

En primer lugar, se consultó a los ciudadanos sobre cuán informados creían 
estar acerca de «lo que son y lo que hacen los municipios». La respuesta a esta pre-
gunta refl eja un estado de situación con un claro défi cit informativo. La amplísima 
mayoría (75 %, o sea, tres de cada cuatro) dijeron que está poco o nada informado 
sobre estos temas. Dentro de estos, más de una cuarta parte (27 %) catalogaron su 
nivel informativo directamente como nulo, proporción que contrasta fuertemente 
con el otro extremo: apenas 4 % afi rma que tiene mucha información.65

Los niveles de información varían de forma importante en función de tres va-
riables: la edad, el nivel educativo y el estrato de municipio. Los de más edad se sien-
ten informados (mucho o bastante) en una proporción que es el doble de la de los más 
jóvenes (36 % a 17 % respectivamente), y los más educados tienen una información 
que casi triplica a la de los menos educados (30 % a 11 %). Pero nótese que el défi cit 
informativo es grande incluso en los segmentos más informados.

Respecto a la territorialización, en el estrato 2 (localidades de cinco mil habi-
tantes y más) existen los mayores niveles de información (39 %), mientras que en los 

65. El hecho de que el estudio haya sido realizado entre el 9 de junio y el 1.º de julio, poco después de 

la elección y poco antes de la asunción de las autoridades, podría haber incidido (positivamente) en la 

visibilización de los municipios.
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municipios más pequeños, al igual que en Montevideo, la población se asume mucho 
menos informada (25 % y 22 % respectivamente).66

CUADRO 1. INFORMACIÓN SOBRE QUÉ SON Y QUÉ HACEN LOS MUNICIPIOS67

P: Como usted sabe, en 2010 se crearon en Uruguay los municipios como forma de 

fortalecer la descentralización en el país. ¿Usted cuán informado está sobre lo que son y 

lo que hacen los municipios?

MUCHO BASTANTE POCO NADA NS/NC TOTAL

SEXO

Hombre 4 21 45 28 2 100

Mujer 4 18 50 26 2 100

Edad

18 a 29 3 14 54 28 1 100

30 a 49 2 16 52 27 2 100

50 a 64 8 21 45 26 0 100

65 y más 5 31 34 24 5 100

NIVEL EDUCATIVO

Primaria o menos 3 8 43 43 3 100

Secundaria hasta tercero 3 20 35 40 2 100

Secundaria segundo ciclo 6 18 50 24 2 100

Terciario, universitario 4 26 53 16 1 100

ESTRATO

Estrato 1 2 20 47 29 2 100

Estrato 2 10 29 35 24 2 100

Estrato 3 7 18 52 23 1 100

VOTO 2014

Frente Amplio 6 22 42 29 2 100

Partido Nacional 5 20 50 21 3 100

Partido Colorado 3 13 53 31 0 100

Total 4 19 48 27 2 100

66. En un estudio previo, realizado por Cancela et al. (2015b, p. 17) se había identifi cado que en 

Montevideo había mayor proporción de personas que han escuchado hablar de los municipios que en el 

Interior. Los resultados del presente estudio muestran que haber escuchado hablar no necesariamente 

signifi ca sentirse informado sobre el tema.
67. Los resultados de las fi las, en este y en todos los cuadros del informe, pueden no sumar exactamente 

100 debido a efectos de redondeo.
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Un segundo componente de percepción informativa se relaciona con el grado 
en que los ciudadanos sienten que tienen claro el rol del alcalde y de los concejales. 
Este ha sido un tema de preocupación de los propios actores, según mostraron las 
investigaciones previas sobre el tema (Ferla et al., 2011; 2014b). Pero es la primera vez 
que se consulta a los ciudadanos por el punto.

Con respecto al rol del alcalde, los uruguayos se dividen en tercios. Algo 
más de la tercera parte (38 %) dicen que tienen claro el rol del alcalde, pero una 
proporción similar (34 %) dicen lo contrario. En medio, un tercio algo más chico 
(28 %) afi rman que conocen más o menos las funciones de quien encabeza el gobier-
no municipal.

Por tanto, nuevamente se aprecia aquí un défi cit informativo. Si bien los ciu-
dadanos que afi rman conocer el rol del alcalde (38 %) son más que quienes dicen 
estar informados sobre el rol del gobierno municipal en su conjunto (23 % declararon 
tener mucha o bastante información sobre qué son y qué hacen los municipios), de 
cualquier forma el resultado muestra que la mayor parte de la población está insufi -
cientemente informada sobre este aspecto.

La visión de los ciudadanos, globalmente considerada, es coincidente con la 
de los propios alcaldes. Una parte importante de estos, tanto en 2011 como en 2013 
(particularmente en este último año) también sentían que los ciudadanos no cono-
cían con claridad cuál era su rol (Ferla et al., 2011; 2014b).

Cuando se analiza la información en clave territorial se encuentra una hetero-
geneidad importante. El mayor défi cit de información se encuentra en Montevideo. 
Aquí apenas el 29 % tienen claro el rol del alcalde, situación que contrasta fuerte-
mente con lo que ocurre en el Interior, tanto en las localidades más grandes (56 % 
conocen el rol) como en las más pequeñas (50 % conocen el rol). Por tanto, cuando se 
habla de un mayoritario desconocimiento del rol del alcalde, esto es así en la capital 
del país pero no en el Interior.

Esto habla a las claras de algunos aspectos ya identifi cados en investigaciones 
anteriores (Ferla et al., 2011; 2014b) pero ahora confi rmados desde la mirada del 
ciudadano. Si en el interior hay una apropiación mayor del gobierno municipal, esta 
se explica por la cercanía y el contacto con el propio alcalde más que por los niveles 
de conocimiento sobre el municipio como tal. El alcalde y su accionar son mucho 
más visibles en los municipios de menor escala del Interior y mucho menos visibles 
en Montevideo.68

También hay algunas diferencias relevantes en función de la edad de los en-
trevistados: cuanto más jóvenes son los entrevistados, menores son los niveles de 

68. Para complementar esta información vale la pena mencionar que «solo un tercio de los montevi-

deanos han oído hablar sobre el alcalde del municipio al que adscribe su barrio» y, de estos, solo «dos de 

cada diez conocen su nombre» (Cancela et al., 2015b, pp. 19-20).



• 78 •

FERLA - GONZÁLEZ - SILVA - ZUASNABAR

visualización del rol de los alcaldes. Entre los mayores de 65 la proporción que «tiene 
claro» el rol del alcalde (43 %) casi duplica la de los más jóvenes (23 %).

CUADRO 2. VISUALIZACIÓN DEL ROL DEL ALCALDE

P: ¿Ud. diría que tiene claro o no tiene claro el rol del alcalde?

* P 2011 y 2013: El rol del alcalde, como cualquier rol nuevo, puede tener problemas 

de visualización. ¿Ud. cree que los ciudadanos tienen claro o no tienen claro el rol del 

alcalde?

  ALCALDES 2011 * ALCALDES 2013 * POBLACIÓN MUNICIPALIZADA 2015

Tiene claro el rol del alcalde 43 42 38

Más o menos 28 11 28

No tiene claro el rol del alcalde 29 46 34

NS/NC 0 0 1

Total 100 100 100

TIENE CLARO MÁS O MENOS NO TIENE CLARO NS/NC TOTAL

SEXO

Hombre 36 31 32 1 100

Mujer 39 26 34 1 100

Edad

18 a 29 23 35 41 1 100

30 a 49 39 27 34 0 100

50 a 64 47 21 31 2 100

65 y más 43 28 27 2 100

NIVEL EDUCATIVO

Primaria o menos 35 29 34 3 100

Secundaria hasta tercero 42 26 30 1 100

Secundaria segundo ciclo 40 28 31 0 100

Terciario, universitario 35 28 37 0 100

ESTRATO

Estrato 1 29 27 43 0 100

Estrato 2 56 25 19 1 100

Estrato 3 50 29 19 2 100

VOTO 2014

Frente Amplio 41 26 32 1 100

Partido Nacional 40 24 35 0 100

Partido Colorado 25 34 36 5 100

Total 38 28 34 1 100
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Todavía más difuso es el rol de los concejales municipales. Menos de la cuarta 
parte de la población (23 %) afi rma que conoce el rol de los concejales, mientras la 
mayoría absoluta (56 %) sostiene lo contrario. El défi cit de información aquí es más 
fuerte; las diferencias territoriales existen pero son signifi cativamente menores y solo 
se aprecian en las localidades más grandes: la falta de visualización en las localidades 
pequeñas es tan amplia como en Montevideo.

Hay también matices según edad y nivel educativo: a menor edad y educa-
ción, menores niveles de visualización del rol de los concejales. Pero más allá de estos 
matices, en todos los segmentos se identifi ca un défi cit. Por tanto, hay un problema 
genérico con la identifi cación del rol de los concejales que no parece salvarse con el 
conocimiento personalizado que se da en la pequeña escala. Quizá el hecho de que 
los concejales no sean cargos remunerados, y que posiblemente tengan una dedica-
ción menor que los alcaldes, puedan explicar aunque sea parcialmente esta menor 
identifi cación del rol.

CUADRO 3. VISUALIZACIÓN DEL ROL DE LOS CONCEJALES MUNICIPALES

P: ¿Y diría que tiene claro o no tiene claro el rol de los concejales municipales?

TIENE CLARO MÁS O MENOS NO TIENE CLARO NS/NC TOTAL

SEXO

Hombre 22 24 53 1 100

Mujer 24 17 58 1 100

EDAD

18 a 29 16 24 60 1 100

30 a 49 21 17 60 1 100

50 a 64 28 25 47 0 100

65 y más 28 17 54 1 100

NIVEL EDUCATIVO

Primaria o menos 16 26 58 0 100

Secundaria hasta tercero 27 20 50 3 100

Secundaria segundo ciclo 25 17 58 0 100

Terciario, universitario 23 21 56 0 100

ESTRATO

Estrato 1 22 20 59 0 100

Estrato 2 36 19 44 2 100

Estrato 3 23 22 53 2 100

VOTO 2014

Frente Amplio 26 21 53 0 100

Partido Nacional 24 20 56 0 100

Partido Colorado 21 28 51 0 100

Total 23 20 56 1 100
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b. El funcionamiento del municipio

Otra dimensión importante de la visión de los ciudadanos indagada en el es-
tudio fue la  evaluación que hacen del funcionamiento de los municipios; por un 
lado, en términos generales y, por otro, en juicios específi cos sobre el desempeño en 
diferentes aspectos.

CUADRO 4. EVALUACIÓN DEL FUNCIONAMIENTO DEL MUNICIPIO

P: Pensando en el municipio donde Ud. vive, ¿cómo evaluaría su 

funcionamiento actualmente? ¿Diría que el funcionamiento es…?

ALCALDES 

2011

ALCALDES 

2013

CONCEJALES 

2013

POBLACIÓN 

MUNICIPALIZADA 2015

Muy bueno 19 23 20 4

Bueno 69 71 54 28

Ni bueno ni malo 9 6 20 35 

Malo 2 1 4 15

Muy malo 0 0 2 4

NS, NC 1 0 0 13

Total 100 100 100 100

MUY BUENO BUENO

NI BUENO 

NI MALO MALO MUY MALO NS/NC TOTAL

SEXO

Hombre 3 29 35 16 3 14 100

Mujer 5 28 34 15 5 12 100

EDAD

18 a 29 3 30 46 10 5 6 100

30 a 49 5 26 32 13 5 19 100

50 a 64 3 27 33 19 5 13 100

65 y más 6 31 29 22 2 9 100

NIVEL EDUCATIVO

Primaria o menos 4 27 37 18 1 13 100

Secundaria hasta tercero 3 36 28 23 2 8 100

Secundaria segundo ciclo 6 32 29 13 9 11 100

Terciario, universitario 3 22 42 13 3 17 100
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MUY BUENO BUENO
NI BUENO 

NI MALO
MALO MUY MALO NS/NC TOTAL

ESTRATO

Estrato 1 3 22 38 15 6 17 100

Estrato 2 10 43 29 14 2 3 100

Estrato 3 6 38 31 16 2 7 100

VOTO 2014

Frente Amplio 4 35 29 13 4 13 100

Partido Nacional 5 27 41 13 4 12 100

Partido Colorado 7 7 43 25 0 19 100

Total 4 28 35 15 4 13 100

Cuando se pide a los ciudadanos que realicen una evaluación global sobre el 
funcionamiento emerge una estructura de juicios divididos, aunque con balance po-
sitivo. Uno de cada tres (32 %) califi ca el funcionamiento como bueno o muy bueno, 
un 35 % como ni bueno ni malo y un 19 % como malo o muy malo, mientras 13 % no 
opina sobre el tema.

La evaluación es muy diferente a la que realizan tanto alcaldes como concejales. 
Los primeros tienen una evaluación muy positiva del funcionamiento de los munici-
pios (94 %), y los segundos algo menos intensa pero igualmente favorable (74 % de 
juicios positivos), de acuerdo con la investigación de 2013 (Ferla et al., 2014b).

Aquí emerge una de las principales fuentes de alerta que arroja la información 
proporcionada por el presente estudio. Los protagonistas tienen una visión positiva 
—aunque reconozcan carencias— del funcionamiento del nuevo nivel de gobierno. 
Pero los ciudadanos, actores últimos en esta historia, tienen juicios mucho más ma-
tizados. Apenas un tercio de la población evalúa positivamente este desempeño, en 
términos generales.

Aparecen aquí, también, diferencias territoriales signifi cativas. La visión sobre 
el funcionamiento de los municipios es mucho más positiva en el Interior que en 
Montevideo; y en el Interior es más favorable en las localidades más grandes que 
en las pequeñas. En Montevideo la distribución de las opiniones arroja un balance 
apenas positivo: 25 % opinan que los municipios funcionan bien o muy bien y 21 % 
que lo hacen mal o muy mal. El saldo neto es apenas positivo (+4). La mayoría rela-
tiva de los montevideanos (38 %) se ubican en posiciones intermedias. Además, en 
Montevideo aparecen los mayores niveles de no opinión (ns/nc) sobre el funciona-
miento de los municipios (17 %), otro indicador de distancia del ciudadano respecto 
a este nivel de gobierno.
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Por el contrario, en las localidades pequeñas del interior del país el saldo neto 
es de +26 (44 % juicios positivos contra 18 % negativos), y en las localidades grandes 
el saldo neto es todavía mucho mayor, de +37 (53 % opiniones positivas y 16 % ne-
gativas). En este estrato la mayoría absoluta de la población califi ca positivamente el 
funcionamiento.

En el balance fi nal, los juicios de los uruguayos respecto al funcionamiento de 
los municipios son ambiguos. No se produce un claro balance ni positivo ni negativo 
sobre el tema, con una parte importante de los juicios ubicados en posiciones inter-
medias. Esto podría ser esperable para un tercer nivel de gobierno nuevo, y sobre 
el cual (como se analizó en el punto anterior) los ciudadanos sienten que no están 
plenamente informados. En otras palabras, a los uruguayos les resulta difícil realizar 
un juicio categórico sobre un plano institucional que no conocen sufi cientemente. 
Por otro lado, esta ambigüedad general se explica en parte por una heterogeneidad 
territorial: si bien es cierto que en todos lados hay una parte importante de ciuda-
danos en posiciones intermedias, en el Interior la proporción de juicios positivos es 
signifi cativamente mayor que en Montevideo.

CUADRO 5. MOTIVOS DE LA EVALUACIÓN DEL FUNCIONAMIENTO 

DEL MUNICIPIO

P: ¿Por qué motivo Ud. piensa que el funcionamiento es...?

MUY BUENO Y BUENO MUY MALO Y MALO

Se ven realizaciones 7 No hacen nada 3

Dan respuesta, se ocupan, cumplen 7 Falta limpieza 3

Arreglo de calles 3 Falta reparaciones de vereda, calles 2

Mantienen el barrio/zona 2 Falta iluminación 2

Limpieza 2 Burocracia 1

Obras 1 Otros 7

Alumbrado, iluminación 1 NS/NC 1

Recolección de basura 1 Total 19

Otros 5

NS/NC 3

Total 32

Un tercer elemento que podría destacarse tiene que ver con los motivos por 
los cuales los ciudadanos construyen los juicios sobre los municipios. Buena parte 
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de las respuestas (tanto positivas como negativas) parecen basarse en apreciaciones 
relativamente genéricas y, en algunos casos, bastante difusas. Solo una minoría de 
las respuestas, en ambos casos, se puede relacionar con dimensiones específi cas de 
funcionamiento.

Cuando se consulta a los ciudadanos su visión sobre el funcionamiento de los 
municipios en dimensiones específi cas, emerge un panorama interesante. Los juicios 
son muy favorables en materia de mantenimiento de los espacios públicos (63 % de 
opiniones positivas), iluminación (60 %) y barrido (56 %), y son también favorables 
en materia de poda (47 %). En estas dimensiones, además, las críticas son relativa-
mente minoritarias (algo superiores al 20 % salvo en espacios públicos, en que es 
mucho menor). Hay solo una dimensión, el arreglo de calles, que recibe evaluaciones 
desfavorables (32 % opiniones positivas contra 40 % negativas).69

Una primera lectura de estos datos podría llevar a una conclusión global sa-
tisfactoria: cuatro de cinco dimensiones son evaluadas muy positivamente. Sin em-
bargo, en el punto anterior se veía que la evaluación genérica es modesta. ¿Cómo se 
explica esto? Puede deberse a la ponderación subjetiva de los juicios que hacen los 
ciudadanos. El arreglo de calles parece tener un peso especial sobre el juicio global, 
de tal forma que en algún sentido compensa por sí misma el efecto positivo que se 
genera por las otras cuatro dimensiones.

Hay algunos antecedentes que mostraron hallazgos parecidos en el nivel sub-
nacional. En un trabajo presentado en el Congreso Uruguayo de Sociología de 2013 
sobre evaluación de gobiernos departamentales, se concluía que la pavimentación 
y el arreglo de calles era un elemento de fuerte peso para la construcción de las 
opiniones sobre el desempeño de la intendencia (Zuasnabar, Pernin y De Souza, 
2013). Este argumento se basaba en un potente modelo estadístico elaborado a 
partir de centenares de estudios departamentales, con miles de entrevistados a lo 
largo de varios años. Aunque estrictamente se trata de un nivel de gobierno dife-
rente, la hipótesis de que este hallazgo puede ser válido también a nivel municipal 
parece plausible.

Sin embargo, la mirada de corte territorial sugiere también la existencia de 
otros elementos. Si se analiza detenidamente la evaluación de cada ítem en cada uno 
de los estratos, se aprecia que las diferencias entre las visiones de los montevideanos 

69. En esta misma línea, el estudio de Cancela et al. (2015b, p. 20) señala que la población municipa-

lizada realiza un juicio positivo a la hora de ser consultada sobre los servicios que el municipio está 

prestando (47 % responden que los servicios son muy buenos o buenos, 33 % los consideran ni buenos ni 

malos y 14 % los valoran como muy malos o malos). Sin embargo, es necesario advertir que este estudio 

considera como población municipalizada a aquella que declara vivir en un municipio. A este respecto, 

un 34 % de la población tiene una idea errónea, ya que 33 % de la población que no cree vivir en un 

territorio municipalizado efectivamente lo hace y 1 % declara que vive en un territorio municipalizado 

cuando en realidad no lo es (Cancela et al., 2015b, p. 11).
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y los habitantes del Interior no son tan distintas entre sí. Y, además, se observa que 
particularmente en la dimensión crítica de arreglo de calles, en Montevideo los juicios 
no son más negativos que en el resto del país.

Por tanto, la diferencia de juicios globales entre Montevideo e Interior no po-
dría explicarse por la dimensión de arreglo de calles. Ni, de hecho, por ninguna de las 
otras (en las que, si bien hay algunas diferencias entre el juicio de los montevideanos 
y el resto, estas lucen modestas).

Probablemente existan, entonces, otras dimensiones que estén explicando las 
diferencias. ¿Cuáles son estas? No es posible saberlo con precisión, sino esbozar al-
gunas hipótesis. En principio, no parece razonable pensar que estos factores tengan 
que ver con dimensiones específi cas de gestión de los municipios que no se hayan 
contemplado en la encuesta. De acuerdo con la experiencia acumulada, estas parecen 
ser las principales áreas de evaluación.

La explicación posiblemente tenga más que ver con una dimensión simbólica, 
que puede estar asociada incluso al plano identitario. En los lugares en los cuales los 
ciudadanos se apropiaron e identifi caron más con la institución (o con sus referentes, 
como el alcalde) se podría estar generando un plus en la visión global del municipio, 
que esté más allá de las visiones concretas sobre funcionamiento.

CUADRO 6. EVALUACIÓN DEL FUNCIONAMIENTO DEL MUNICIPIO

EN DIMENSIONES ESPECÍFICAS

P: ¿Y cómo evalúa el funcionamiento del municipio en cuanto a…?

 
MANTENIMIENTO 

DE ESPACIOS PÚBLICOS ILUMINACIÓN BARRIDO PODA

ARREGLO 

DE CALLES

Muy bueno 12 8 8 6 4

Bueno 51 52 48 41 28

Ni bueno ni malo 18 16 15 16 24

Malo 9 18 17 18 32

Muy malo 3 5 5 4 8

NS/NC 8 2 8 15 4

Total 100 100 100 100 100

MANTENIMIENTO 

DE ESPACIOS PÚBLICOS

MUY 

BUENO BUENO

NI BUENO

 NI MALO MALO MUY MALO NS/NC TOTAL

Estrato 1 11 50 18 10 3 8 100

Estrato 2 21 48 14 9 4 4 100

Estrato 3 12 51 17 8 2 9 100
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ILUMINACIÓN

MUY 

BUENO BUENO

NI BUENO 

NI MALO MALO MUY MALO NS/NC TOTAL

Estrato 1 7 49 17 21 5 1 100

Estrato 2 14 56 12 12 4 2 100

Estrato 3 9 57 15 12 4 2 100

BARRIDO

MUY 

BUENO BUENO

NI BUENO 

NI MALO MALO MUY MALO NS/NC TOTAL

Estrato 1 8 43 17 20 5 6 100

Estrato 2 11 48 16 13 2 11 100

Estrato 3 6 55 12 12 3 11 100

PODA

MUY 

BUENO BUENO

NI BUENO 

NI MALO MALO MUY MALO NS/NC TOTAL

Estrato 1 5 40 16 18 5 16 100

Estrato 2 8 56 10 13 3 10 100

Estrato 3 7 43 17 18 2 14 100

ARREGLO DE CALLES

MUY 

BUENO BUENO

NI BUENO 

NI MALO MALO MUY MALO NS/NC TOTAL

Estrato 1 3 25 27 33 7 5 100

Estrato 2 8 29 25 29 7 1 100

Estrato 3 5 33 19 31 10 2 100

c. Contacto

Más allá de la evaluación del funcionamiento, ¿qué ocurre en el plano de las 
prácticas? ¿Cuál es el nivel de contacto y relación que los ciudadanos han desarrolla-
do con el tercer nivel de gobierno?

Una cuarta parte de los ciudadanos que vive en territorios municipalizados 
(25 %) ha realizado algún reclamo frente al municipio en que vive. Estos resultados 
son muy similares a los obtenidos en el estudio de Cancela et al. (2015b). En este 
 plano no hay grandes diferencias en función del estrato de municipios de que se 
trate. En general, a lo largo de estos cinco años, la mayor parte de los ciudadanos no 
han realizado reclamos por problemas de ningún tipo al municipio. En general, los 
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más jóvenes y los menos educados son los que menos han realizado reclamos frente 
al gobierno local.

La evaluación del resultado del reclamo, es decir, de la respuesta que obtuvo 
luego de haber realizado el reclamo, también tiene un sesgo negativo. Alrededor de 
un tercio de los que reclamaron (9 % sobre un total de 25 %) afi rma que su reclamo 
se resolvió satisfactoriamente. La mitad (12 %) dice que el resultado del reclamo fue 
insatisfactorio, mientras que el resto tuvo respuestas neutras.

CUADRO 7. REALIZACIÓN DE RECLAMOS FRENTE AL MUNICIPIO

Y EVALUACIÓN DEL RESULTADO

P: ¿Ha realizado algún reclamo por problemas diversos ante el 

municipio en el que vive?

SÍ NO TOTAL

SEXO

Hombre 22 78 100

Mujer 26 74 100

EDAD

18 a 29 14 86 100

30 a 49 27 73 100

50 a 64 29 71 100

65 y más 27 73 100

NIVEL EDUCATIVO

Primaria o menos 12 88 100

Secundaria hasta tercero 27 73 100

Secundaria segundo ciclo 26 74 100

Terciario, universitario 28 72 100

ESTRATO

Estrato 1 27 73 100

Estrato 2 22 78 100

Estrato 3 20 80 100

VOTO 2014

Frente Amplio 25 75 100

Partido Nacional 29 71 100

Partido Colorado 23 77 100

Total 25 75 100
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P: ¿Y diría que su reclamo se resolvió satisfactoriamente o no se resolvió 

satisfactoriamente? 

SE RESOLVIÓ 

SATISFACTORIAMENTE

SE RESOLVIÓ 

MÁS O MENOS 

SATISFACTORIAMENTE

NO SE RESOLVIÓ 

SATISFACTORIAMENTE

NO REALIZÓ 

RECLAMOS TOTAL

SEXO

Hombre 9 2 11 78 100

Mujer 8 5 12 74 100

EDAD

18 a 29 5 2 8 86 100

30 a 49 8 6 12 73 100

50 a 64 13 1 15 71 100

65 y más 9 5 12 73 100

NIVEL EDUCATIVO

Primaria o menos 4 1 6 88 100

Secundaria hasta 
tercero

13 6 9 73 100

Secundaria segundo 
ciclo

8 2 16 74 100

Terciario, 
universitario

9 6 12 72 100

ESTRATO

Estrato 1 10 4 13 73 100

Estrato 2 8 2 12 78 100

Estrato 3 7 3 10 80 100

VOTO 2014

Frente Amplio 9 4 12 75 100

Partido Nacional 11 2 16 71 100

Partido Colorado 17 0 6 77 100

Total 9 4 12 75 100

Es difícil saber si la no resolución de los reclamos planteados por los ciudada-
nos tiene que ver con un funcionamiento inefi ciente, con la existencia de carencias 
limitantes (materiales, económicas, de recursos) o con que los ciudadanos reclaman 
por problemas que no son de competencia del municipio. Pero, cualquiera sea la cau-
sa, la insatisfacción se genera porque, justifi cada o injustifi cadamente, se espera que 
este nivel de gobierno más próximo proporcione una respuesta.
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El grado de satisfacción e insatisfacción generado por los municipios en los 
tres estratos es también muy similar. De esta forma, se constituye en otro elemento 
que alienta a pensar en la hipótesis de que la diferencia de evaluación global favorable 
a los municipios del Interior se puede vincular más a elementos simbólicos-identita-
rios que al funcionamiento efectivo.

Además de los reclamos, 14 % de los ciudadanos han hecho consultas en el mu-
nicipio por información de distinto tipo. Una vez más, los resultados muestran que los 
municipios no se han constituido en este periodo como fuentes de información para los 
ciudadanos. Tampoco aquí se encuentran diferencias relevantes en función del territorio.

CUADRO 8. REALIZACIÓN DE CONSULTAS FRENTE AL MUNICIPIO 

Y EVALUACIÓN DEL RESULTADO

P: ¿Ha realizado alguna consulta por información ante el municipio en el que vive?

SÍ NO TOTAL

SEXO

Hombre 13 87 100

Mujer 15 84 100

EDAD

18 a 29 11 89 100

30 a 49 12 88 100

50 a 64 19 80 100

65 y más 16 84 100

NIVEL EDUCATIVO

Primaria o menos 6 94 100

Secundaria hasta tercero 22 78 100

Secundaria segundo ciclo 11 88 100

Terciario, universitario 17 83 100

ESTRATO

Estrato 1 14 85 100

Estrato 2 11 89 100

Estrato 3 14 86 100

VOTO 2014

Frente Amplio 11 88 100

Partido Nacional 20 80 100

Partido Colorado 9 91 100

Total 14 86 100
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P: ¿Y diría que su consulta se resolvió satisfactoriamente o no se resolvió satisfactoriamente? 

SE RESOLVIÓ 

SATISFACTORIAMENTE

SE RESOLVIÓ 

MÁS O MENOS 

SATISFACTORIAMENTE

NO SE RESOLVIÓ 

SATISFACTORIAMENTE

NO REALIZÓ 

CONSULTAS
TOTAL

SEXO

Hombre 7 3 3 87 100

Mujer 8 3 4 85 100

Edad

18 a 29 4 5 2 89 100

30 a 49 8 3 2 88 100

50 a 64 10 2 7 81 100

65 y más 10 3 3 84 100

NIVEL EDUCATIVO

Primaria o menos 5 0 1 94 100

Secundaria hasta 

tercero
13 6 3 78 100

Secundaria 

segundo ciclo
8 2 1 89 100

Terciario, 

universitario
7 4 6 83 100

ESTRATO

Estrato 1 8 3 3 86 100

Estrato 2 7 1 3 89 100

Estrato 3 8 3 3 86 100

VOTO 2014

Frente Amplio 6 1 3 89 100

Partido Nacional 11 4 6 80 100

Partido Colorado 6 0 3 91 100

Total 8 3 3 86 100

En cuanto a la satisfacción con el resultado de las consultas por información, 
el balance aquí es positivo, a diferencia de lo que ocurría con los reclamos. La mayor 
parte de quienes han realizado consultas al municipio afi rman que la resolución fue 
satisfactoria. Dadas las capacidades y competencias efectivas que han asumido los 
municipios en este periodo, estos parecen más preparados (en términos generales) 
para informar que para resolver en muchas áreas. Esto queda de manifi esto en la 
percepción de la ciudadanía.
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Por último, 18 % de los ciudadanos han realizado algún otro trámite adminis-
trativo en el municipio en el que viven. Por lo general, esos trámites se han resuelto 
satisfactoriamente, con independencia del tipo de municipio.

Por tanto, en este punto del proceso son una minoría los ciudadanos que han 
tenido contacto directo con el gobierno local mediante la realización de reclamos, 
consultas o trámites.

CUADRO 9. REALIZACIÓN DE OTROS TRÁMITES ADMINISTRATIVOS

Y EVALUACIÓN DEL RESULTADO

P: ¿Ha realizado algún otro trámite administrativo ante el municipio en el 

que vive?

SÍ NO TOTAL

SEXO

Hombre 18 82 100

Mujer 19 81 100

EDAD

18 a 29 12 88 100

30 a 49 26 74 100

50 a 64 14 86 100

65 y más 17 83 100

NIVEL EDUCATIVO

Primaria o menos 6 94 100

Secundaria hasta tercero 23 77 100

Secundaria segundo ciclo 18 82 100

Terciario, universitario 23 77 100

ESTRATO

Estrato 1 19 81 100

Estrato 2 19 81 100

Estrato 3 17 83 100

VOTO 2014

Frente Amplio 21 79 100

Partido Nacional 20 80 100

Partido Colorado 12 88 100

Total 18 82 100
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P: ¿Y diría que su trámite se resolvió satisfactoriamente o no se resolvió satisfactoriamente? 

SE RESOLVIÓ 

SATISFACTORIAMENTE

SE RESOLVIÓ 

MÁS O MENOS 

SATISFACTORIAMENTE

NO SE RESOLVIÓ 

SATISFACTORIAMENTE

NO REALIZÓ OTRO 

TRÁMITE 

ADMINISTRATIVO TOTAL

SEXO

Hombre 12 3 1 82 100

Mujer 13 2 4 81 100

EDAD

18 a 29 8 3 1 88 100

30 a 49 18 4 3 74 100

50 a 64 13 1 0 86 100

65 y más 8 0 7 83 100

NIVEL EDUCATIVO

Primaria o menos 5 1 0 94 100

Secundaria hasta 

tercero
13 4 3 77 100

Secundaria 

segundo ciclo
12 2 3 82 100

Terciario, 

universitario
16 3 3 77 100

ESTRATO

Estrato 1 12 2 3 81 100

Estrato 2 15 2 2 81 100

Estrato 3 13 2 1 83 100

VOTO 2014

Frente Amplio 15 3 3 79 100

Partido Nacional 11 2 5 80 100

Partido Colorado 12 0 0 88 100

Total 13 2 3 82 100

A su vez, la experiencia de los ciudadanos con su municipio varía en función 
del tipo de contacto que han tenido. La realización de trámites administrativos ge-
nera una mayoritaria satisfacción con la resolución del proceso. La realización de 
consultas tiene una mirada más ambivalente, pero de saldo positivo. La realización 
de reclamos, en tanto, genera un resultado de balance insatisfactorio.

Es importante resaltar que en todos estos indicadores no hay diferencias entre 
los tres estratos de municipios señalados. Este hallazgo es muy importante para la 
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interpretación global del proceso. Cuando se señala que en el Interior hay una eva-
luación más positiva de los municipios en general y un vínculo ciudadano más cerca-
no y tangible con este nivel de gobierno, esto no parece estar directamente vinculado 
ni a visiones positivas sobre dimensiones específi cas de funcionamiento (como se se-
ñaló en el punto anterior), ni a un nivel de contacto, o de satisfacción con el contacto, 
mayor (como se apreció en este punto). Nuevamente, la hipótesis de la existencia de 
elementos de corte simbólico-identitario cobra fuerza.

Otro de los elementos de relación de los ciudadanos con el tercer nivel de go-
bierno tiene que ver con la participación ciudadana en instancias como audiencias 
públicas, cabildos, rendiciones de cuentas, presupuestos participativos o simplemen-
te asambleas o reuniones convocadas por los gobiernos municipales.

Desde esta óptica, la capacidad de convocatoria de los municipios es muy mi-
noritaria. De hecho, la participación frecuente es prácticamente marginal. Apenas 
3 % de la población total afi rma que participa con mucha o bastante frecuencia en 
algunas de estas instancias, mientras un 10 % adicional lo hace con poca frecuencia.70

Este dato podría explicarse porque los municipios no habrían convocado a 
instancias sufi cientes (aunque los actores consultados en diversas instancias afi rman 
que sí lo han hecho).71 Pero, cualquiera sea la causa, el dato es contundente: el 87 % 
de los ciudadanos no ha participado nunca en ninguna instancia convocada por el 
gobierno local. El espíritu de participación ciudadana que inspiró buena parte del de-
sarrollo del tercer nivel de gobierno es probablemente uno de sus puntos más fl acos 
en esta etapa del proceso.

Hay algunos segmentos en los cuales la participación es algo mayor: edades 
mayores, localidades grandes del interior del país y votantes del FA en la última elec-
ción. Pero las diferencias son apenas de matices y no alteran la conclusión central: 
en todos los grupos de ciudadanos la absoluta mayoría no ha participado de estas 
instancias.

70. En esta línea, el estudio realizado por Cancela et al. (2015b) señala que un 48 % de las personas que 

viven en municipios han escuchado sobre las audiencias públicas y, de estas, solo un cuarto (24 %) han 

asistido o conocen a alguien que haya asistido el último año (Cancela et al., 2015b, p. 25).
71. En 2013, los alcaldes enumeraron una serie relativamente importante de estrategias de contacto 

con la ciudadanía. En primer lugar, prácticamente todos los alcaldes (salvo un caso) afi rmaron que reci-

bían directamente a los vecinos y el 73 % lo hacía con mucha frecuencia. En segundo lugar, 54 % men-

cionaron que realizaban asambleas para discutir temas de interés con mucha o bastante frecuencia. Por 

otra parte, algo menos de la mitad (45 %) declararon que implementaban con frecuencia instancias de 

rendición de cuentas (Ferla et al., 2014b).
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CUADRO 10. PARTICIPACIÓN EN INSTANCIAS CONVOCADAS POR EL MUNICIPIO

P: ¿Ud. ha participado en estos últimos 5 años de alguna instancia como audiencia 

pública, cabildo, rendición de cuentas, presupuesto participativo, asambleas, 

reuniones, convocadas por el municipio? ¿Con qué frecuencia?

CON MUCHA 

FRECUENCIA

CON BASTANTE 

FRECUENCIA

CON POCA 

FRECUENCIA NUNCA TOTAL

SEXO

Hombre 2 3 10 85 100

Mujer 0 1 10 89 100

EDAD

18 a 29 0 3 7 90 100

30 a 49 0 1 12 87 100

50 a 64 2 2 9 88 100

65 y más 2 3 10 84 100

NIVEL EDUCATIVO

Primaria o menos 1 0 4 94 100

Secundaria hasta tercero 2 0 9 88 100

Secundaria segundo ciclo 0 2 15 84 100

Terciario, universitario 1 4 9 87 100

ESTRATO

Estrato 1 0 2 10 87 100

Estrato 2 2 5 13 79 100

Estrato 3 1 1 9 88 100

VOTO 2014

Frente Amplio 1 4 12 83 100

Partido Nacional 1 1 7 91 100

Partido Colorado 0 0 4 96 100

Total 1 2 10 87 100

d. Otros indicadores

El estudio también relevó otros indicadores vinculados con la temática muni-
cipal, que se presentan a continuación.
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Relación del municipio con la intendencia departamental

¿Cómo perciben los ciudadanos el funcionamiento de la articulación entre el se-
gundo y el tercer nivel de gobierno? Un tercio de la población (31 %) califi ca esta relación 
como buena o muy buena, contra un 11 % que la evalúa como mala o muy mala. Esto 
signifi ca que, entre la población que opina, la mayor parte lo hace en sentido favorable.

Sin embargo, una parte muy importante de la población no opina (35 %), pro-
bablemente porque no conoce cómo se está dando esta vinculación, o se ubica en 
posiciones intermedias (24 % afi rma que no es ni buena ni mala).

En términos generales, la opinión de la población municipalizada sobre cómo 
se da esta relación es más negativa que la que tienen los propios actores: en 2013 la 
gran mayoría de los alcaldes (79 %) afi rmaba que la relación era buena o muy buena 
(Ferla et al., 2014b).

En Montevideo es donde hay menor nivel de opinión sobre cómo se da esta 
relación (39 %). A pesar de que durante 2010-2015 el vínculo entre el gobierno de-
partamental de Montevideo y los municipios fue muy fl uido,72 ello parece haber sido 
poco conocido por la ciudadanía.

Por su parte, en las localidades más pequeñas del Interior un 30 % de los en-
cuestados no opinan sobre esta relación, pero allí el nivel de opiniones positivas sobre 
el vínculo es más fuerte que en la capital del país (23 % en Montevideo frente al 43 % 
en las localidades pequeñas del Interior).

Por último, en las localidades más grandes del Interior se registra el mayor 
nivel de opinión (19 %) y, además, el balance de opiniones más positivas (44 %).

CUADRO 11. EVALUACIÓN DE LA RELACIÓN DEL MUNICIPIO 

CON LA INTENDENCIA DEPARTAMENTAL

P: ¿Cómo califi ca, en términos generales, la relación del municipio con la intendencia 

del departamento?

ALCALDES 2011 ALCALDES 2013

POBLACIÓN 

MUNICIPALIZADA 2015

Muy buena 37 35 5

Buena 47 44 26

Ni buena ni mala 12 17 24

Mala 2 5 10

Muy mala 1 0 1

NS/NC 0 0 35

Total 100 100 100

72. La intendenta Ana Olivera mantuvo reuniones semanales con los alcaldes en lo que se denomina-

ban juntas de alcaldes y asignó una gran importancia al desarrollo de los municipios.



• 95 •

PANORAMA DEL NIVEL MUNICIPAL EN URUGUAY

P: Diría que esta relación es…

MUY BUENA BUENA

NI BUENA 

NI MALA MALA MUY MALA NS/NC TOTAL

SEXO

Hombre 5 22 26 9 0 37 100

Mujer 5 29 22 10 1 33 100

EDAD

18 a 29 2 32 32 8 0 26 100

30 a 49 4 27 25 9 1 35 100

50 a 64 9 19 19 11 0 42 100

65 y más 6 25 16 12 1 39 100

NIVEL EDUCATIVO

Primaria o menos 3 30 19 10 1 36 100

Secundaria hasta 

tercero
3 31 27 14 0 24 100

Secundaria 

segundo ciclo
7 29 19 9 1 36 100

Terciario, 

universitario
5 20 29 9 0 38 100

ESTRATO

Estrato 1 3 20 26 11 0 39 100

Estrato 2 11 33 25 11 1 19 100

Estrato 3 7 36 19 8 0 30 100

VOTO 2014

Frente Amplio 6 32 23 8 0 31 100

Partido Nacional 7 18 24 12 2 37 100

Partido Colorado 1 21 26 11 0 41 100

Total 5 26 24 10 1 35 100

Evaluación del desempeño del alcalde

Por otra parte, se indagó específi camente sobre el desempeño de los alcal-
des. Al respecto, en el total de la información, existen opiniones divididas: un tercio 
(35 %) aprueban el desempeño del alcalde, mientras un 21 % lo desaprueban. El saldo 
neto de evaluación es positivo: +14. Pero también hay casi una cuarta parte de la po-
blación (23 %) que tiene opiniones intermedias y un 22 % que no opinan.

La información global nuevamente oculta heterogeneidades relevantes. En 
Montevideo, el saldo neto de aprobación es apenas positivo (24 % aprueban contra 
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21 % que desaprueban, es decir, saldo neto +3). También en la capital se registra el 
mayor nivel de no respuesta.

CUADRO 12. EVALUACIÓN DEL DESEMPEÑO DEL ALCALDE

P: ¿Ud. aprueba o desaprueba la forma en que se desempeñó el alcalde de su 

municipio en este periodo de gobierno?

APRUEBA

NI APRUEBA 

NI DESAPRUEBA DESAPRUEBA NS/NC TOTAL

SEXO

Hombre 35 23 22 20 100

Mujer 34 23 19 23 100

EDAD

18 a 29 40 30 17 13 100

30 a 49 31 23 21 25 100

50 a 64 32 19 21 27 100

65 y más 37 19 24 20 100

NIVEL EDUCATIVO

Primaria o menos 42 10 22 26 100

Secundaria hasta tercero 43 13 28 16 100

Secundaria segundo ciclo 42 24 16 19 100

Terciario, universitario 21 33 22 24 100

ESTRATO

Estrato 1 24 27 21 28 100

Estrato 2 55 15 22 7 100

Estrato 3 52 16 20 12 100

VOTO 2014

Frente Amplio 38 19 23 20 100

Partido Nacional 37 23 18 22 100

Partido Colorado 23 31 22 25 100

Total 35 23 21 22 100

En el Interior, por el contrario, se aprecia una estructura de opinión muy di-
ferente. Tanto en las localidades más grandes como en las más pequeñas, la mayoría 
absoluta de la población (55 % y 52 % respectivamente) aprueba la labor de los alcal-
des, y el saldo neto es ampliamente favorable (+33 y +32 en cada estrato).
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A su vez, la aprobación a los alcaldes es algo más favorable entre los jóvenes 
que en el resto de los tramos de edad, y es bastante más baja entre los más educados 
respecto al resto de la sociedad (la diferencia por educación podría deberse a expec-
tativas diferenciales o a que los municipios efectivamente sean más funcionales a 
los sectores más populares).73 Por último, la evaluación es mucho más baja entre los 
votantes del Partido Colorado que entre los del Frente Amplio y el Partido Nacional, 
lo que puede estar vinculado a que ese es el partido con menos alcaldes en el país.

Motivo por el que no votó alcalde y concejales

El 10 de mayo de 2015 se realizaron en Uruguay elecciones municipales, con-
juntamente con las departamentales. Al igual que en 2010, fue llamativo en varios 
departamentos que hubo una proporción importante de ciudadanos que no votaron 
en la elección municipal (voto en blanco) aunque sí lo hicieron en la departamental.

El estudio indagó en los motivos esgrimidos por las personas que afi rmaron no 
haber votado en las elecciones municipales. El principal motivo, con diferencia sobre 
el resto, que justifi có la no votación fue el desconocimiento de los candidatos (35 %) 
y, en segundo lugar, el desconocimiento del mecanismo de votación (12 %). En un 
tercer escalón aparecen otras cuatro razones de peso: el desconocimiento de que se 
realizaba la elección municipal (7 %); el hecho de votar en un lugar diferente al de 
donde vive, por lo que no encontraba interés, estímulo o información para decidir 
por un candidato (7 %); juicios valorativos críticos sobre los municipios —cree que 
no sirven para nada— (7 %); y falta de interés (7 %).

También surgen, con menores proporciones, otros elementos conceptualmen-
te relevantes. Por un lado, algunos segmentos de público no votaron básicamente por 
impedimentos de distinto tipo. A algunos no les correspondía votar porque, si bien 
vivían en un territorio municipalizado, tenían radicada su credencial en un lugar sin 
municipio (4 %); otros estaban fuera del país (2 %); un 1 % no tenían credencial; y 
otro 1 % no pudieron votar por razones de salud. En total, 8 % de quienes no votaron 
manifestaron estar impedidos.

Por otro lado, existen también otros elementos actitudinales que explican el 
no voto. Para un segmento de público el motivo principal fue la insatisfacción con 
la oferta: no les gustaban los candidatos (3 %); no sabían para qué sirven los muni-
cipios y los alcaldes (3 %); o no estaban de acuerdo con la existencia de estos (2 %). 
73. La ya referida investigación de Cancela et al. (2015b, p. 18) también relevó el nivel de aprobación 

de la gestión municipal. Mientras 55 % la aprobaban, 31 % la desaprobaban. En la misma línea que este 

estudio, la aprobación aumenta entre aquellos que residen en localidades muy pequeñas (zonas rurales 

y localidades de menos de 1000 habitantes), pequeñas (localidades entre 1000 y 4999 habitantes) y me-

dianas del interior del país (entre 5000 y 19.999 habitantes). Al mismo tiempo, las personas con mayor 

nivel educativo son las que desaprueban en mayor medida la gestión municipal.
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Finalmente, 1 % afi rmaron que no votaron porque querían hacerlo por alcalde e in-
tendente de distintos partidos y la normativa no lo permite, por lo que abstuvieron 
su voto municipal (1 %).

CUADRO 13. MOTIVO POR EL QUE NO VOTÓ ALCALDE Y CONCEJALES

P: ¿Por qué motivos no votó alcalde? (solo entre quienes manifestaron no haberlo 

hecho: n = 230)

Porque no conocía los candidatos 35

Porque no sabía bien cómo votar 12

Porque no sabía que había que votar a municipio 7

Vota en un lugar donde no vive 7

Porque cree que los municipios no sirven para nada 7

No quería/No le interesa 7

No le correspondía (votó en un lugar sin municipio) 4

No le gustaban los candidatos 3

No sabe para qué sirven los municipios, alcaldes, etc. 3

No está de acuerdo con la función/cargo 2

Estaba fuera del país 2

Porque quería votar a un alcalde de distinto partido que el intendente 1

No tiene credencial 1

Por enfermedad 1

Otros motivos 5

NS/NC 2

Total 100

Evaluación del impacto de los municipios sobre la calidad de vida

Finalmente, el estudio preguntó a los encuestados su evaluación global acerca 
del impacto que han tenido los municipios sobre la calidad de vida de la gente. Este es 
el indicador de opinión más directo sobre el proceso en el sentido genérico.

Las respuestas son diversas, pero de balance negativo. Uno de cada diez (10 %) 
afi rmaron que los municipios han ayudado mucho a mejorar la calidad de vida de la 
gente, y uno de cada cuatro (26 %) sostuvieron que lo ha hecho bastante. En el total, 
los ciudadanos que aprecian efectos positivos en su calidad de vida a partir de la ins-
talación de los municipios apenas superan el tercio de la población (36 % si se suman 
las dos categorías anteriores).
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En sentido contrario, 36 % sostuvieron que el impacto ha sido poco, y un 18 % 
mantuvieron las opiniones más críticas y creyeron que estos no han ayudado nada 
en esta materia. Estas dos, sumadas, representan la mayoría absoluta de la población 
(54 %).

CUADRO 14. EVALUACIÓN DEL IMPACTO DE LOS MUNICIPIOS 

SOBRE LA CALIDAD DE VIDA

P: En términos generales, ¿Ud. cree que la instalación del municipio en su localidad 

ha ayudado a mejorar la calidad de vida de la gente: mucho, bastante, poco o nada?

HA AYUDADO 

MUCHO

HA AYUDADO 

BASTANTE

HA AYUDADO 

POCO

NO HA AYUDADO 

NADA
NS/NC TOTAL

SEXO

Hombre 10 20 38 20 11 100

Mujer 10 30 33 17 10 100

EDAD

18 a 29 11 29 42 14 5 100

30 a 49 11 21 36 18 14 100

50 a 64 8 26 30 28 8 100

65 y más 10 29 34 15 13 100

NIVEL EDUCATIVO

Primaria o menos 7 30 31 20 11 100

Secundaria hasta tercero 19 29 29 15 8 100

Secundaria segundo ciclo 13 27 36 18 7 100

Terciario, universitario 5 21 40 19 15 100

ESTRATO

Estrato 1 7 23 34 22 14 100

Estrato 2 17 35 28 16 4 100

Estrato 3 15 29 39 13 5 100

VOTO 2014

Frente Amplio 13 31 30 14 12 100

Partido Nacional 12 22 34 23 10 100

Partido Colorado 4 21 36 18 21 100

Total 10 26 36 18 11 100

En Montevideo se encuentra la estructura de juicios más crítica: 30 % de opi-
niones positivas contra 56 % negativas (saldo –26). En las localidades pequeñas del 
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Interior la estructura de opiniones está bien dividida, con un balance modestamente 
negativo (44 % favorables versus 52 % contrarias, esto es, saldo –8). Por último, en las 
localidades grandes del Interior emerge la misma estructura pero de forma inversa 
(52 % positivas contra 44 % negativas), por lo que el saldo neto es positivo: +8.

En este indicador hay visiones partidarias muy marcadas. Los votantes del 
Frente Amplio son los que valoran más los impactos del proceso (44 % de opiniones 
positivas), mientras que entre los votantes del Partido Nacional las visiones favora-
bles se ubican en el medio (36 %), y la opinión de los colorados es mucho más crítica 
(apenas 25 % de opiniones favorables).



• 101 •

CAPÍTULO 5. 

Análisis del proceso de instauración 
del tercer nivel de gobierno en Uruguay

En coincidencia con aquellas voces que han catalogado la experiencia munici-
pal del periodo 2010-2015 como un momento fundacional del proceso de descentra-
lización del segundo al tercer nivel de gobierno, este capítulo se centra en el análisis 
de las distintas etapas que ha atravesado dicha experiencia, tomando como insumo 
fundamental la visión de los actores protagónicos.

La mirada se enfoca en la interacción de los múltiples actores, por lo que se 
analiza cómo estos han intervenido, afectado y valorado las distintas etapas del ciclo 
que ha transitado esta política pública para dar cuenta de las posibles brechas entre 
las intenciones originarias y el desarrollo concreto del nivel municipal en Uruguay.

En este sentido, se pretende responder a las siguientes preguntas que se vin-
culan a los distintos momentos de una política pública. En cuanto a la defi nición del 
problema: ¿cuál es el problema que la instalación de municipios pretendía resolver? 
¿Cómo se defi nió este problema? ¿Existieron diferentes visiones? En relación con la 
formulación y la elección de la alternativa de solución: ¿qué opciones se considera-
ron? ¿Cuáles fueron los principales objetivos defi nidos? ¿Qué elementos de viabili-
dad se consideraron? Respecto a la implementación: ¿cómo se previó la implementa-
ción? ¿Qué obstáculos y facilitadores enfrentaron quienes llevaron a cabo el proceso? 
Finalmente, y vinculado con la evaluación: ¿se ha evaluado el proceso?

En el caso que nos ocupa, las primeras fases del ciclo (la defi nición del pro-
blema, la formulación de las alternativas de solución y la elección de la alternativa a 
implementar) se desarrollaron entre los años 2007 y 2009, y culminaron con la apro-
bación de la Ley de Descentralización Política y Participación Ciudadana. La implan-
tación, que formalmente comenzó en julio de 2010 con la asunción de los primeros 
gobiernos municipales, insumió los cinco años del periodo 2010-2015 y continúa en 
este segundo periodo 2015-2020. Y la evaluación, que estuvo informalmente presente 
a lo largo de toda la primera gestión, se formalizó con la aprobación de la ley 19272 
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en setiembre de 2014, cuando se incorporaron ajustes a partir de los aprendizajes 
desarrollados. A continuación analizaremos estas etapas del proceso de instalación 
del tercer nivel de gobierno.

La defi nición del problema, la formulación y la elección de la alternativa fi nal

En primer lugar, interesa señalar que el proceso de elaboración de esta políti-
ca pública parece haber iniciado, o por lo menos tomó estado público, en la etapa de 
elección de alternativas de solución. La defi nición del problema que se pretendió so-
lucionar con esta reforma institucional no formó parte de la discusión política y tam-
poco integraba la agenda sistémica, entendida como «el conjunto de problemas que 
preocupan a una sociedad en un momento determinado» (Tamayo Sáez, 1997, p. 7). A 
pesar de que hay indicios de que el tema de la descentralización ha estado presente en 
los discursos político-institucionales desde bastante tiempo atrás,74 el tema como tal no 
constituía una demanda de la ciudadanía y carecía de visibilidad en la opinión pública.

Puede afi rmarse que el problema, o más bien la solución encarnada en la 
creación de municipios, integraba la agenda política o institucional (Jones, 1984, en 
Tamayo Sáez, 1997), dado que el gobierno le atribuía una valoración prioritaria. Sin 
embargo, en la medida en que esto no siempre es sufi ciente para que un problema se 
convierta en política pública (Tamayo Sáez, 1997), en este caso fue clave la voluntad 
política del presidente de la República, el doctor Tabaré Vázquez.

De este modo, se inició un proceso de elaboración de una propuesta para avan-
zar en la descentralización con el objetivo de lograr un Estado no solo más ágil y 
efi caz en la atención de las necesidades sociales sino también avanzar en la democra-
tización (Frente Amplio, 2003). Por tanto, una prestación de servicios que en ciertos 
aspectos se consideraba inefi ciente, un Estado que no siempre lograba estar próximo 
a los ciudadanos y la ausencia de canales o estímulos adecuados para la participación 
ciudadana en los asuntos públicos parecen haber sido parte del problema a resolver.

La iniciativa, entonces, surgió desde el Poder Ejecutivo, que abrió así el camino 
para concretar las aspiraciones de promover la descentralización política y la parti-
cipación ciudadana incluidas en los lineamientos programáticos de la fuerza política 
gobernante. Estas aspiraciones, aunque con matices, resultaban coincidentes con las 
de otros actores políticos, en especial, con las del principal partido de la oposición, el 
Partido Nacional.75

74. Al respecto, en el capítulo 2 se describen los hitos del proceso descentralizador.
75. «[…] para nosotros se trata de un asunto muy importante y que refi ere a la verdadera moderniza-

ción y reforma del Estado, constituyendo uno de sus capítulos más signifi cativos» (Eber da Rosa, sena-

dor de Alianza Nacional, Partido Nacional, Parlamento del Uruguay, Cámara de Senadores, sesión del 

2.9.2009).
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La iniciativa se plasmó en una propuesta de proyecto de ley elaborada por 
el Poder Ejecutivo con el asesoramiento de diversos expertos en la temática y de la 
Ofi cina de Planeamiento y Presupuesto, que jugó un rol central en todo el proceso 
posterior asumiendo la interlocución con los distintos actores involucrados. La op-
ción elaborada inicialmente pretendió avanzar aprovechando las potencialidades que 
ofrecía el marco normativo vigente.

Esta propuesta fue puesta a consideración y discusión de los actores del siste-
ma político.76 De este modo, en la fase de análisis y elección de alternativas se optó 
por la construcción de acuerdos para avanzar de forma consensuada. Así, en el pro-
ceso de elaboración de esta política pública el factor político afectó en gran medida el 
producto fi nal.77 Esta apuesta estratégica a encontrar mínimos comunes puede consi-
derarse como un factor de viabilidad política.78

Transcurrieron en total veintisiete meses entre el momento en que se lanzó la 
propuesta inicial —el documento consulta o borrador— y la promulgación de la ley 
18567.79 La exposición del presidente de la República en el Congreso de Intendentes 
el día 5 de julio de 2007 puede considerarse como un puntapié inicial para el aborda-
je de este asunto. Luego, y previo a la entrada del tema al Parlamento, se sucedieron 
nueve meses de intercambio y negociación intra e interpartidaria que desembocó en 
la generación de un proyecto de ley que difería en múltiples aspectos del borrador 
inicial presentado en el Congreso de Intendentes. Este fue a su vez modifi cado a lo 
largo de los dieciocho meses de tratamiento parlamentario.80

76. «[…] como es un tema político, hay que lograr consensos políticos y acuerdos políticos. Y en ese 

sentido entonces, quiero anunciar que hemos elaborado un borrador, solamente eso es, un borrador, 

de una propuesta que nos han hecho de proyecto de ley de descentralización, anteproyecto de ley de 

descentralización local que jerarquiza los gobiernos locales. […] como proyecto de ley que es, la fuer-

za política que ejerce el gobierno nacional como ustedes saben tiene mayorías parlamentaria puede 

aprobar este proyecto porque así lo han dicho los constitucionalistas, no precisaría mayorías especiales. 

Pero esa no es nuestra posición, nuestro interés y nuestra posición es que, como esto es de importancia 

real para el futuro del país por muchos años, sea producto de un consenso político» (Tabaré Vázquez, 

Congreso de Intendentes, 5.7.2007).
77. «Cuando decimos que la política más que el análisis determina las políticas (públicas), queremos de-

cir que las políticas se elaboran a través de los distintos mecanismos por los que la gente ejerce control, 

infl uencia o poder sobre otros» (Lindblom, 1990; en Tamayo Sáez, 1997, p. 12). «Es la interacción política 

entre los individuos y los grupos sociales el factor que más condiciona la elaboración de las políticas 

públicas» (Tamayo Sáez, 1997, p. 12).
78. «El presidente es consciente de que un proyecto descentralizador no consensuado tendría poca 

vida. Para que la idea se proyecte en el tiempo y para que constituya un norte en la conformación insti-

tucional de los próximos 20, 30 o 40 años debe contar con una amplia discusión y un general acuerdo de 

la ciudadanía. […] En particular, este tema es así. Es cuestión de Estado» (Jorge Larrañaga, presidente del 

Partido Nacional, citadas en la alocución del informe de la minoría en la Comisión Especial de Asuntos 

Municipales y Descentralización, 9.12.2008).
79. Véase capítulo 2.
80. Las palabras del diputado Guarino en relación con los obstáculos y retrasos que enfrentó la Cámara 

de Diputados para el tratamiento del tema dejan entrever la complejidad: «Ayer, un periodista me pre-
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Paulatinamente, a medida que se aproximaba el fi n del periodo de gobierno y 
frente a la fi rme voluntad del Ejecutivo de avanzar en una reforma descentralizadora, 
los plazos se fueron haciendo más perentorios y las presiones para aprobar la ley, más 
fuertes. La proximidad de las elecciones internas (también de las nacionales y depar-
tamentales) hizo emerger ciertas disputas intrapartidarias y entre partidos, por lo 
que en este último periodo de discusión las posibilidades de generación de acuerdos 
se vieron comprometidas. Fue entonces un factor externo lo que impuso un límite al 
proceso de negociación. Lejos de haberse zanjado la discusión y matizado las dife-
rencias puede afi rmarse que los acuerdos a los que se arribó fueron los disponibles a 
la fecha.81

A pesar de que la forma de trabajo incluyó múltiples ámbitos de discusión y 
deliberación, consultas, asesoramiento técnico, instancias de negociación, al obser-
var el tiempo que insumió el proceso de llegar a un proyecto de ley medianamente 
acordado se evidencia que en este tema no existían consensos ni claros defensores o 
detractores, sino múltiples visiones, expectativas y temores que atravesaban las fron-
teras partidarias.

A grandes rasgos el proyecto original —el borrador inicial del proyecto de 
ley— proponía crear dos tipos diferentes de municipios atendiendo a la cantidad de 
habitantes. Así, generaba municipios gobernados por cinco miembros de carácter 
electivo y honorario en localidades de más de 2500 habitantes y otros gobernados por 
tres autoridades —también de carácter honorario— pero designadas por el inten-
dente con la anuencia de la junta departamental —tal como era el caso de las juntas 
locales comunes o centralizadas— en las localidades con menos de 2500 habitantes. 
En el primer caso, reservaba el rol de presidente del municipio para el primer titular 
de la lista más votada del lema más votado de la respectiva circunscripción territorial. 
Este formato dejaba por fuera la capital nacional.

Las principales divergencias que aparecían a la hora de analizar la propuesta 
eran: la composición del Ejecutivo municipal, la defi nición de la materia municipal, 
el poder de decisión y los recursos de que dispondrían los municipios. Frente a la 
propuesta de un Ejecutivo colegiado, los defensores del Ejecutivo unipersonal refe-
rían a una valoración histórica negativa de las experiencias de Ejecutivos colegiados, 

guntaba por qué tantas difi cultades, por qué lleva tres días iniciar el tratamiento. Yo le decía que sí había 

un retraso en el tratamiento de este proyecto de ley, pero de ciento cuarenta y siete años. Hace ciento 

cuarenta y siete años —fue en el año 1861— que el presidente Berro envió un mensaje a la Asamblea 

General indicando la necesidad de la municipalización de este país, de la descentralización de este país» 

(Gustavo Guarino, diputado de Alianza Progresista, Frente Amplio, Cámara de Representantes, sesión del 

18.12.2008).
81. «La Ley nació y salió muy rápido, se negoció de forma intempestiva. Salió porque tenía que salir y 

ahí no se pudo trabajar a conciencia. A esa ley le faltaron 6 u 8 meses, sobre todo para consultar más a 

las partes» (entrevista de los autores a Fernando Ripoll, prosecretario de la Cámara de Representantes, 

26.8.2015).
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argumentaban que la existencia de una autoridad unipersonal resultaría más ejecutiva 
y efi ciente para la toma de decisiones y, por último, aludían a que la forma uniperso-
nal iba en sintonía con los otros niveles de gobierno. Algunas voces consideraban que 
era necesario incorporar un legislativo municipal. Por otro lado, se discutía en tor-
no a las competencias y también a este respecto existían dos visiones contrapuestas: 
avanzar en una defi nición taxativa de las competencias municipales y su distinción 
de las departamentales o permitir que fuera negociado entre el nivel departamental y 
el local. Por último, en cuanto al poder de decisión y los recursos de los municipios, 
el debate era entre las visiones que consideraban que al igual que las competencias 
estos aspectos deberían ser parte de la negociación con el gobierno departamental, y 
aquellos que consideraban que debían tener poder de decisión sobre los asuntos de su 
territorio y la posibilidad de recaudar y administrar recursos propios.

Otras visiones no veían la necesidad de generar estructuras municipales, ya 
que existían las juntas locales y objetaban que esto solo aumentaría la burocracia. 
Pero la principal argumentación en contra de la reforma procedía de la negativa de 
los dirigentes departamentales a compartir poder en su territorio.

Como resultado del proceso de discusión, la propuesta sufrió algunas altera-
ciones signifi cativas. En primer lugar, fue prescriptiva para todo el territorio nacional 
incorporando al departamento de Montevideo. En segundo lugar, la electividad de 
las autoridades conformadas por cinco miembros y denominadas gobierno munici-
pal, se dispuso para todos los municipios independientemente de la cantidad de ha-
bitantes. A la interna del gobierno municipal se diferenciaron los roles de un alcalde, 
única fi gura rentada y con algunas funciones que pueden considerarse más ejecuti-
vas, y de concejales, que además de participar en la toma de decisiones de gobierno 
tienen funciones de control del alcalde, pero sin ser un legislativo local. El número 
de habitantes se tomó como un elemento de corte para avanzar gradualmente en el 
proceso: la instalación del municipio sería obligatoria en la elección de 2010 para las 
localidades de más de 5000 habitantes, así como en la elección de 2015 lo sería para 
las de más de 2000 habitantes.82

Analizar quiénes han sido los participantes de estas etapas iniciales de la políti-
ca pública es de suma relevancia dado que las defi niciones y visiones que prevalecen 
dejan huella en las alternativas de solución que se escogen. Puede considerarse que 
los intendentes tuvieron un peso decisivo. Sus objeciones respecto a la posible pér-
dida de poder que podría signifi car la creación de autoridades políticas locales en 
el territorio departamental se vieron atenuadas recurriendo a la lógica incremental, 
tomando en consideración las alternativas que implicaban menos cambios a la situa-
ción vigente, es decir, menos amenazantes y transformadoras (Tamayo Sáez, 1997). 
82. En las elecciones de 2010, la instalación de municipios en las localidades de entre 2000 y 5000 habi-

tantes fue optativa.
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Se acordó un esquema en que las negociaciones con el gobierno departamental re-
sultaron cruciales para avanzar en la descentralización de competencias y recursos.

Si bien se generó una intensa discusión política que incluyó a actores de los 
distintos niveles de gobierno, la ciudadanía estuvo ausente en este proceso.83 Algunas 
interpretaciones consideran que inicialmente esto se refl ejó en los bajos niveles de 
respaldo electoral que en general lograron las autoridades municipales en la primera 
elección de mayo de 201084 y, posteriormente, repercutió en la implementación ha-
ciendo difícil la comprensión y apropiación de las nuevas instituciones locales por 
parte de la población.

Finalmente el proyecto de ley fue respaldado por la totalidad de los miembros 
de la bancada del Frente Amplio en ambas Cámaras. Dentro del Partido Nacional 
contó solamente con la aprobación de la mayoría de los legisladores del sector 
Alianza Nacional. Dentro del Partido Colorado la votación en Diputados también 
estuvo dividida y en el Senado fue negativa. El Partido Independiente no acompañó 
la iniciativa. En suma, la ley contó con la aprobación total del partido de gobierno y 
una parte de la oposición, que participó activamente en el proceso de adaptación y 
ajustes del proyecto inicial enviado a Diputados.

En síntesis, puede afi rmarse que la iniciativa para avanzar en la descentrali-
zación se generó desde «arriba», desde el Ejecutivo nacional, concretando las aspi-
raciones de la fuerza política que por primera vez gobernaba el país. Sin embargo, 
incluso dentro del Frente Amplio las opiniones al respecto eran heterogéneas, lo que 
viene a resaltar el papel central que jugó en este impulso la voluntad del presidente. 
Adicionalmente, no existía una clara demanda descentralizadora desde la ciudadanía 
ni tampoco desde los actores territoriales.

En la búsqueda de asegurar la viabilidad política, el Ejecutivo fomentó la cons-
trucción de acuerdos en torno a una propuesta previamente elaborada. La apertura a 
la discusión, entonces, se habilitó en la fase de elección de la alternativa de solución, 
para evaluar, valorar y modifi car un borrador de proyecto de ley, y no en la fase de 
defi nición del problema —que hubiera implicado un análisis colectivo del tema— ni 
en la etapa de generación de alternativas para abordarlo.

El proceso para llegar a acuerdos mínimos fue largo, ya que existían múltiples 
formas de entender la descentralización y diversas opiniones sobre cómo debía pro-
cederse en este sentido. El hecho de que la descentralización fuera una reivindicación 

83. «No hubo un debate de la sociedad respecto a lo que signifi caba la Ley de Descentralización y 

Participación, y los responsables somos todos los sectores políticos de este país. […] Entonces, de ver-

dad, no fue un tema que fuera parte del debate de la sociedad, por lo tanto, cuando en febrero se apro-

bó, la gente dijo: “¿De qué me están hablando? ¿Qué es esto?”» (Entrevista a intendente, en Ferla, Silva y 

Zuasnabar, 2011, p. 50).
84. El promedio de los votos en blanco y anulados para esta elección se situó muy por encima del pro-

medio histórico que se registra en elecciones departamentales y nacionales (Cardarello, 2011, pp. 22-23).
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histórica del principal partido de la oposición, sin duda, favoreció el diálogo y la 
construcción de acuerdos. Sin embargo, y aunque varios actores de los principales 
partidos políticos participaron en el debate, la ley surgió con poco conocimiento del 
sistema político. Así, el nacimiento del tercer nivel de gobierno despierta escaso en-
tusiasmo en de los partidos políticos. Esta falta de entusiasmo y conocimiento es 
todavía más crítica en el caso de la ciudadanía.

La implementación: los primeros cinco años de gestión municipal

Dado el acotado margen de tiempo que transcurrió entre la sanción de la ley 
18567 y sus posteriores modifi caciones y la votación de los gobiernos municipales, 
la implementación pudo prepararse solo mediante la realización de algunas acciones 
puntuales. Entre estas se destaca un ciclo de talleres promovidos desde el Congreso 
de Intendentes (en particular desde el Área de Coordinación de Municipios) fi nan-
ciados por la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo 
(aecid), el Fondo Andaluz de Municipios para la Solidaridad Internacional (famsi) 
y el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud). Así, con el objetivo de 
apoyar el fortalecimiento de capacidades locales para la gestión se realizaron diez ta-
lleres destinados a concejales y alcaldes en todo el país con una modalidad regional. 
Se abordaron temáticas como el funcionamiento institucional, la gestión económica 
fi nanciera, el manejo presupuestal y el enfoque de desarrollo local.

A continuación se abordó la fase de la implementación propiamente dicha, 
sobre la base de algunos puntos medulares.

a. Funcionamiento de los municipios85

Desde la perspectiva de las autoridades municipales (alcaldes y concejales), e 
incluso de los intendentes, en líneas generales, el funcionamiento de los municipios 
en los primeros años de gestión fue bueno (Ferla et al., 2014b).86 A tres años de ins-
talación de los municipios, se destacaba que habían logrado involucrarse en la ejecu-
ción, en algunos casos en el diseño de acciones en el territorio y, especialmente, en la 

85. Para dar cuenta de los aspectos más relevantes de la implementación de esta política se toman en 

cuenta principalmente los insumos que provienen de dos investigaciones diagnósticas realizadas en 

2011 y 2013 (Ferla et al., 2011; 2014b). Estos estudios indagaron las prácticas y percepciones de alcaldes, 

concejales e intendentes al respecto del funcionamiento y desarrollo del tercer nivel de gobierno, así 

como de su relación con distintos actores.
86. En general puede afi rmarse que esta visión positiva era compartida entre alcaldes y concejales; sin 

embargo, era un poco menos favorable en el caso de los concejales. Por ejemplo, en 2013, casi la to-

talidad de los alcaldes (94 %) valoraba al funcionamiento de los municipios como muy bueno o bueno, 

mientras que entre los concejales esa porcentaje se reducía al 74 %.
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dinamización de la vida social y cultural de las localidades. Asimismo, se reconocía 
que progresivamente, en el nivel local, se habían ido desarrollando capacidades de 
planifi cación, gestión e iniciativa (Ferla et al., 2014b).

Sin embargo, más allá de estas valoraciones positivas, se caracterizaba como 
un proceso plagado de limitaciones. Más bien daba la impresión de que las percep-
ciones positivas acerca del funcionamiento municipal respondían, implícitamente, a 
la ponderación de los logros alcanzados frente al conjunto de restricciones que debía 
sortear la gestión local.

Desde la perspectiva de los involucrados, los aspectos más críticos para los 
municipios en este primer periodo han sido la dotación de recursos humanos, mate-
riales y fi nancieros, la desconcentración de funciones y la transferencia de autonomía 
para la toma de decisiones.

En 2013, la mayoría de las autoridades municipales estaban satisfechas solo con 
uno o dos de los siguientes cinco ítems necesarios para el funcionamiento de estas 
instituciones: infraestructura edilicia, equipamiento informático, recursos humanos, 
económicos y maquinaria.87 Las principales defi ciencias se identifi caban respecto de 
la maquinaria (79 % de los alcaldes consideraban que la maquinaria de que disponían 
era insufi ciente), de los recursos económicos (72 % opinaban que eran insufi cientes) 
y de los recursos humanos (67 % de los alcaldes los consideraban insufi cientes). La 
insatisfacción era más crítica en cuanto al personal obrero (69 %) y a profesionales y 
técnicos (58 %), que respecto al personal administrativo (solo 35 % consideraba que 
era insufi ciente) (Ferla et al., 2014b).

A grandes rasgos, existían dos vías para la transferencia de recursos econó-
micos de los gobiernos departamentales a los municipios: la partida específi ca del 
gobierno nacional (Fondo de Incentivo para la Gestión de los Municipios), que im-
plicaba el mismo monto para todos los municipios,88 y el presupuesto municipal 
propiamente dicho.89 Un estudio realizado por Cancela et al. (2014) identifi có que 
casi la mitad de los alcaldes (43) desconocían el monto asignado como presupuesto 
municipal para el año 2013. La información proporcionada por aquellos que sí  cono-
cían el presupuesto muestra diferencias en la magnitud de los recursos que resultan 
proporcionales al tamaño de la localidad (Cancela et al., 2015a).

87. Si bien, con relación al relevamiento de 2011, había aumentado la cantidad de municipios que se 

acercaban a la situación ideal (según estos cinco aspectos), aún persistía un 2 % que se encontraba en 

situación precaria (Ferla et al., 2014b).
88. Para el año 2013 se calcula que cada municipio recibió aproximadamente $ 58.000 mensuales por 

este concepto.
89. Desde OPP, en particular desde el Programa «Más local», se apoyó a los municipios a través del fi nan-

ciamiento de proyectos (Fondo de Iniciativas Locales). Desde su creación en 2011 hasta la fecha, este 

programa fi nanció 45 iniciativas locales. Si bien estos fondos no integran el presupuesto municipal sí 

constituyen recursos que se invierten en el territorio municipal. 
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Adicionalmente, se evidenció una gran diversidad en los criterios utilizados 
para defi nir el monto del presupuesto municipal en el periodo 2010-2015.90 El abani-
co de posibilidades resulta de una amplitud considerable: algunos casos tomaron en 
cuenta los gastos que venía generando el funcionamiento de las juntas locales; otros 
pusieron a disposición del gobierno municipal los recursos recaudados en la propia 
localidad más un plus, ya que la recaudación local no lograba cubrir los gastos; otros 
departamentos habilitaron a que los municipios propusieran una obra estratégica 
para la localidad; y, fi nalmente, otros gobiernos departamentales distribuyeron los 
recursos en función de criterios como la extensión territorial, la cantidad de habi-
tantes, la población con necesidades básicas insatisfechas o en situación de pobreza, 
la infraestructura disponible, la importancia estratégica, etcétera (Ferla et al., 2014b; 
Cancela et al., 2015a).

Con respecto a la forma en que las intendencias incluyeron a los municipios 
en el presupuesto departamental, 16 referentes departamentales declararon que con-
sideraban a cada municipio un centro de costos específi co con asignación por rubros 
y programas (Cancela et al., 2015a). Sin embargo, en otros casos existía un solo pro-
grama departamental presupuestal conjunto para todos los municipios del mismo 
departamento (Oroño, 2015).

Por otro lado, se evidencia una gran diversidad en cuanto a las competen-
cias efectivamente asumidas por los distintos municipios en su primer periodo de 
gestión. El mencionado estudio de Cancela et al. da cuenta de que 80 municipios se 
involucraron en la creación y mantenimiento de espacios verdes, 77 en la limpieza 
de la ciudad y de los espacios públicos, 69 en poda y 67 en el barrido de calles. Por 
su parte, 58 municipios se encargaron del alumbrado, 57 de servicios de necrópolis, 
56 de la recolección de residuos sólidos urbanos, 53 de los pluviales, 52 del manteni-
miento y pavimentación de la red vial urbana y 48 del ordenamiento del tránsito. Por 
último, solo 39 municipios asumieron la disposición fi nal de residuos y el servicio de 
barométrica a nivel domiciliario (Cancela et al., 2015a).

En vinculación con lo anterior, se ha constatado que en al menos dos depar-
tamentos (Colonia y Lavalleja) los municipios han convivido con la estructura bu-
rocrática y funcional de las anteriores juntas locales, que no ha sido integrada a los 
municipios sino que se ha conformado en una suerte de estructura paralela directa-
mente dependiente de la intendencia.

90. La diversidad también se expresa en los sueldos de los alcaldes: «[…] el alcalde de San Gregorio de 

Polanco cobra 31.000 pesos mensuales y el de Paso de los Toros 45.000. […] El sueldo más bajo es el de 

Ismael Cortinas (14.000 pesos) y el más alto es el de los ocho alcaldes de Montevideo (84.000). En el me-

dio, la mayoría cobra entre 30.000 y 50.000 pesos» (El País, suplemento Qué Pasa, 27.8.2011, «De 14.000 

a 84.000 pesos | Tributos y acuerdos»).
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Al respecto de las percepciones acerca de la desconcentración de funciones, 
aunque en 2013 una mayoría de los alcaldes (53 %) la califi caban como buena o muy 
buena, un 19 % de estos realizaban valoraciones negativas. (Ferla et al., 2014b). Sin 
embargo, lo más crítico, y que explica en parte la diversidad de situaciones, ha sido el 
hecho de que la distribución de competencias y responsabilidades entre las autorida-
des locales y departamentales integraba el conjunto de temas que debían ser negocia-
dos entre ambos niveles de gobierno. Así, en no pocos casos han surgido confl ictos 
en razón de que estos aspectos no estaban claros en la normativa.

Por último, en relación con la transferencia de poder, en 2013 aproximada-
mente la mitad (48 %) de los alcaldes consideraban que era buena o muy buena. Sin 
embargo, al sumar las visiones neutras (29 %) y negativas (22 %) se conformaba una 
mayoría de municipios cuyas autoridades manifestaban que la transferencia de poder 
no era la que desearían (Ferla et al., 2014b).

b. Relación multinivel

La relación entre los diferentes niveles de gobierno es un aspecto central a la 
hora de valorar el proceso de implementación de los municipios en sus primeros cin-
co años, ya que el éxito está ligado a la capacidad de los distintos actores para arribar 
a acuerdos.

Para dar cuenta de este aspecto se requiere observar cómo se dieron las relacio-
nes entre los involucrados: intendentes, ediles, directores departamentales, alcaldes, 
concejales municipales, funcionarios, gobierno nacional, ciudadanos y organizacio-
nes de la sociedad civil.91 A continuación se aporta información para clarifi car cómo 
ha sido gestionada la «complejidad de la acción conjunta» (Bardach, 1980).

Relaciones dentro del gobierno municipal

Desde la visión de alcaldes y concejales, en los primeros años los gobier-
nos municipales han funcionado razonablemente bien.92 Esta percepción se nutre 
de los siguientes aspectos: han logrado sesionar con regularidad (semanalmente o 
quincenalmente);93 las decisiones las han tomado mayormente de forma colectiva (si 
bien en aproximadamente 10 % de los casos las decisiones las ha tomado el alcalde 

91. La relación de los municipios con la ciudadanía no se incluye en este capítulo, pues fue oportuna-

mente desarrollada en el capítulo 4.
92. Las visiones de los concejales sobre el funcionamiento del gobierno municipal eran algo menos 

entusiastas que la de los alcaldes pero igualmente muy favorables. Esto mismo sucedía con la valoración 

de la relación entre los miembros del concejo municipal (Ferla et al., 2014b).
93. En nueve de cada diez situaciones, la frecuencia de reunión del concejo fue quincenal o mayor (Ferla 

et al., 2014b).
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unilateralmente); las relaciones en el concejo han sido armoniosas —más allá de la 
emergencia de confl ictos estos no han resultado paralizadores (Ferla et al., 2014b).

Como un aspecto negativo, se identifi ca el nivel de renuncia de los concejales94 
en el primer periodo de gobierno, que alcanzó cifras llamativamente altas (se registra-
ron renuncias en 72 % de los municipios; en promedio, una o dos por municipio) (Ferla 
et al., 2014b). Este nivel de ausentismo de los concejales electos en 2010 puede explicar-
se por diversos factores. Por un lado, el diseño institucional de los municipios, que defi -
ne que estos actores sean honorarios. Por otro lado, la complejidad del funcionamiento 
del gobierno municipal: un órgano colectivo, con cuatro miembros honorarios y uno 
rentado —el alcalde—, con funciones y roles poco claros y donde, adicionalmente, hay 
que enfrentar situaciones de cohabitación partidaria. Por último, se puede explicar por 
la existencia de una brecha entre las expectativas iniciales y la práctica efectiva.

Particularmente, en el relevamiento realizado en el 2013 se encontró que la 
mayoría de los alcaldes (60 %) consideraban que las expectativas que tenían antes 
de asumir el cargo se habían cumplido totalmente o en una gran parte, mientras que 
solo 35 % de los concejales compartían esta percepción. Sin embargo, incluso dentro 
de los alcaldes este sentimiento no era unánime: uno de cada cinco (20 %) considera-
ba que sus expectativas se habían cumplido poco o nada (Ferla et al., 2014b).

Paralelamente, la visualización del gobierno municipal representó un proble-
ma en sí mismo. En la opinión del 44 % de los alcaldes y del 50 % de los concejales, 
el concejo municipal se visualizaba poco o nada como órgano de gobierno. Desde la 
perspectiva de los alcaldes, uno de los principales problemas en cuanto a la visua-
lización de los roles se relacionaba con el hecho de que la población desconocía las 
competencias de las autoridades del tercer nivel de gobierno. Entre 2011 y 2013 la 
opinión de que los ciudadanos no tenían claro este rol incluso creció, de 29 % a 46 %, 
entre los alcaldes (Ferla et al., 2014b).

Relación entre el gobierno municipal y el Ejecutivo departamental

En 15 de las 19 intendencias funcionó algún área o unidad dentro del organi-
grama departamental responsable de la relación con los municipios. Sin embargo, su 
rango jerárquico, estructura y competencias, así como los temas que priorizaban en 
la relación con el nivel local evidencian diferencias (Cancela et al., 2015a).

Solo en 37 municipios se generaron instancias de relación formal entre gobier-
nos locales y las intendencias (reuniones con las direcciones departamentales, reu-
niones con el intendente o reuniones en las que participaban el intendente y varios 

94. En algunos casos los concejales electos no presentaron formalmente la renuncia pero tampoco 

ejercieron el cargo.
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alcaldes) (Cancela et al., 2015a). En los restantes casos, la relación tuvo lugar median-
te canales informales.

En 2013, la mayoría de los alcaldes señalaban que se necesitaban mayores ins-
tancias de coordinación entre ambos niveles. Solo 35 % de estos consideraban que las 
instancias de comunicación con el gobierno departamental eran sufi cientes (Ferla et 
al., 2014b).

No obstante, en la gran mayoría de los casos se logró una buena relación entre 
estos dos niveles de gobierno (79 % de los alcaldes lo evaluaban como bueno o muy 
bueno y 5 % como malo o muy malo) (Ferla et al., 2014b). Por su parte, la sintonía 
partidaria, aunque no fue un factor determinante, intervino potenciando las relacio-
nes positivas o negativas entre los dos niveles de gobierno.

El grado y la calidad de la articulación entre estos actores, en especial del 
concejo municipal con el intendente, resulta cardinal para la gestión municipal. 
Como señala Oroño (2015), si bien la normativa habilita a que, si existe voluntad 
política, se desarrolle cierto potencial, no establece una base mínima o precep-
tividad para avanzar en su ausencia. Así, el desarrollo del nivel local ha sido 
dependiente de la impronta del intendente. Esto ha constituido una limitación 
en algunos departamentos y una fortaleza en otros, y ha dado lugar a situaciones 
diversas en cuanto al aprovechamiento de los márgenes de libertad que ofrece 
la normativa. En este sentido, las posturas de los intendentes se han ubicado 
en distintos puntos en el continuo que va desde la proactividad a la pasividad o 
reactividad.

Como se mencionó anteriormente, uno de los principales problemas que han 
identifi cado los actores en la relación departamental-local tiene que ver con las ne-
gociaciones en torno a la defi nición de las funciones, competencias y recursos de 
los municipios. En la medida en que la normativa vigente en el primer periodo de 
gestión no lo establecía con claridad, se requería de acuerdos y decisiones departa-
mentales para defi nir estos aspectos.

Mientras que en algunos casos no se registraron transformaciones sustanciales 
y los municipios operaron básicamente como intermediarios entre los ciudadanos 
y el Ejecutivo departamental, por el contrario, en otros departamentos, se avanzó 
transfi riendo responsabilidades, recursos y potestades. En estos casos se defi nieron 
criterios para distribuir los recursos y reglas de juego para la relación entre niveles, se 
implementaron nuevos procedimientos de trabajo y nuevas unidades de gestión. Esta 
diversidad en cuanto a la proactividad o pasividad frente a un mismo marco norma-
tivo ha repercutido en desiguales niveles de desarrollo municipal.95

95. «[…] hay algunos municipios que pueden, y lo han hecho, llamar a licitaciones, adjudicarlas y hacer 

el seguimiento, o hacer obras de cierta envergadura por su cuenta, en función de que disponen de 

parque de maquinaria y de personal técnico. Tienen capacidad de proyectar y realizar. Y hay otros que 
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Sin embargo, la heterogeneidad no solo puede ser explicada por la presencia o 
ausencia de voluntad política de los jerarcas departamentales para avanzar en la des-
centralización. También puede asociarse a los distintos antecedentes de descentrali-
zación de las unidades territoriales. Así, los territorios partieron de niveles de acu-
mulación desiguales en términos de estructura burocrática, disponibilidad de recur-
sos materiales, humanos, capacidad técnica, experiencias de gestión local autónoma 
y capacidad de incidencia. Pero también preexistía una diversidad de prácticas y de 
expectativas de los ciudadanos y sus organizaciones para con las instituciones locales. 
Los casos más paradigmáticos son los de aquellos lugares donde existían juntas loca-
les autónomas y electivas,96 y los ciudadanos ya tenían incorporadas esas estructuras 
como referentes para tramitar demandas locales (Oroño, 2015).

A este respecto, a grandes rasgos pueden identifi carse tres grupos de muni-
cipios: los montevideanos, aquellos con antecedentes de junta local y, fi nalmente, 
los que no tenían antecedentes de junta local. Los municipios montevideanos pre-
sentan una realidad radicalmente distinta a la del resto del país, particularmente, 
por su densidad poblacional y su impacto en problemas diversos. Asimismo, estos 
municipios heredan una política de descentralización departamental con un enfoque 
participativo de larga tradición.97 En otro orden, deben enfrentar el problema de ser 
jurisdicciones territoriales carentes de identidades locales que permitan al ciudada-
no una identifi cación con el gobierno municipal. Esto se traduce en altos niveles de 
abstención de la ciudadanía montevideana a la hora de votar al gobierno municipal.

Por otro lado, se encuentran los municipios del interior del país que tienen an-
tecedentes de junta local. En un extremo de este grupo se ubican aquellos tres casos 
que contaban con una junta local autónoma y electiva que han absorbido esa tradi-
ción participativa así como los recursos y un saber hacer local de gestión. El resto de 
los municipios que se ubican en este grupo, si bien distan bastante de la realidad de 
esos casos extremos, han partido de una situación diferente a la de los municipios que 
no contaban con estos antecedentes. Estos últimos están en una situación de mayor 
precariedad en lo que hace a la experiencia e instalación de instituciones locales.

Estos diferentes puntos de partida, lejos de haberse matizado con la puesta en 
vigencia de la Ley de Descentralización Política y Participación Ciudadana parecen 
haber condicionado los distintos avances en el desarrollo de los municipios.

no pueden comprar una caja de lapiceras, y cuando necesitan una —esto no es caricatura, es dato de 

la realidad, diciendo el pecado pero no el pecador—, ocurre que la papelería de enfrente al municipio 

llama a la Dirección de Hacienda departamental. Y el tesorero les dice entonces: “bueno, pasales una y 

vení a cobrar por acá”. En esos términos estrictamente literales. La diferencia es enorme» (Oroño, 2015).
96. Nos referimos a las localidades de Río Branco, Bella Unión y San Carlos.
97. Para mayor detalle de la experiencia descentralizadora y participativa de Montevideo véase el capí-

tulo 2.



• 114 •

FERLA - GONZÁLEZ - SILVA - ZUASNABAR

Relación entre el gobierno municipal y el legislativo departamental

Por su parte, también la relación de los municipios con las juntas departa-
mentales parece haber sido mayoritariamente positiva, aunque acotada a instancias 
puntuales como las rendiciones de cuentas anuales.98

A este respecto, se requiere continuar el fortalecimiento y la reconfi guración 
del rol de las juntas departamentales y, en particular, de los ediles luego de la emer-
gencia de gobernantes locales. En algunos casos, los ediles han logrado asumir una 
visión más departamental y constituirse en interlocutores de los municipios. Para de-
sarrollar un rol complementario y no superponerse con las autoridades municipales 
han tenido que ceder parte de la atención que prestaban anteriormente a las deman-
das puramente locales. En otros departamentos, como aseguraba un intendente en 
2013, «hay una gran confusión entre el rol del gobierno local y la junta departamen-
tal; los ediles siguen haciendo lo mismo que ya hacían. […] Hay un rol de los ediles 
que no se desapega del histórico proceso de demandas» (Ferla et al., 2014b).

Relación entre el gobierno municipal y el gobierno nacional

Por último, desde los municipios se ha señalado que el gobierno nacional muy 
frecuentemente no los toma en cuenta al realizar acciones en el territorio. Así, en 
2013 el 52 % de los alcaldes y el 60 % de los concejales coincidían en que el gobierno 
nacional tenía en cuenta pocas veces o nunca al gobierno local en temáticas que afec-
taban al territorio (Ferla et al., 2014b).

En diversas oportunidades el novel tercer nivel de gobierno se ha visto enfren-
tado al gobierno nacional y, en especial, las expectativas de las autoridades locales 
legítimamente electas se han visto opacadas por la lógica vertical y sectorial de im-
plementación de políticas desde la capital. En este sentido todavía hay mucho camino 
por recorrer para que el territorio, que ahora cuenta con autoridades locales, pueda 
ser considerado como sujeto de intervención y no como espacio receptor de acciones 
fragmentadas. Se requieren mayores esfuerzos por aunar las necesidades territoriales 
con la oferta sectorial de forma efi ciente y equitativa.

Relación entre municipios

El intercambio entre municipios ha constituido una fortaleza. A este respec-
to se han desarrollado distintos tipos de relaciones de cooperación, tanto a nivel 

98. En 57 municipios los alcaldes afi rmaron tener instancias formales de relación entre el concejo muni-

cipal y la junta departamental, en general, reuniones con distintas comisiones de la junta (Cancela et al., 

2015a).
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intradepartamental como interdepartamental. Estas prácticas han estado orientadas 
a la coordinación operativa (maquinaria, recursos humanos),99 a la realización de 
planteos conjuntos a nivel político e, incluso, a la planifi cación.

Finalmente, otro aspecto positivo fue la conformación del Plenario de 
Municipios que, desde 2013, reúne a todos los municipios. Los principales objetivos 
de este ámbito son: el intercambio de experiencias, la capacitación, la relación con 
organizaciones del nivel nacional e internacional, y el seguimiento y la generación de 
propuestas para la profundización de la descentralización.

La evaluación del proceso

Si bien la evaluación puede ser entendida como la última fase del ciclo de la 
política pública es, al mismo tiempo, la primera, ya que, en general, luego de esta 
se introducen modifi caciones que permiten mejorar la intervención (Tamayo Sáez, 
1997, p. 18).

A mediados del año 2013, luego de tres años de instalación de los municipios y 
a propuesta del partido de gobierno, se creó una comisión interpartidaria para analizar 
la Ley de Descentralización Política y Participación Ciudadana (y sus modifi cativas) y 
generar una propuesta de reforma. Cada partido con representación parlamentaria de-
signó un representante y luego de una serie de reuniones en las que se discutió y analizó 
cada punto de la ley, se lograron acuerdos que se plasmaron en un nuevo texto legal. 
A diferencia del proceso de negociación realizado en oportunidad de la ley 18567, la 
propuesta de reformulación que fi nalizó en setiembre de 2014 con la aprobación de la 
ley 19272 recogió un amplio respaldo desde las distintas tiendas partidarias.

Las voces más disidentes en este proceso de revisión, en general, provinieron 
de los intendentes departamentales, tanto en la fuerza de gobierno como en la opo-
sición. Las reticencias para profundizar la descentralización se asociaban a dos razo-
nes; por un lado, se consideraba que se podría estar favoreciendo la emergencia de 
nuevas fi guras políticas que se transformarían en eventuales competidores y, por el 
otro, aparecía nuevamente el temor a la pérdida de margen de decisión y de recursos 
propios de los Ejecutivos departamentales, lo que se consideraba una vulneración de 
su autonomía.

Más allá de estos temores, la nueva ley logró avanzar en algunos aspectos que 
habían sido valorados como críticos: las competencias del nivel municipal, los re-
cursos y otras cuestiones más operativas que se espera puedan aportar dinamismo y 
calidad a la gestión municipal de los próximos años.100

99. En 2013 el 62 % de los alcaldes afi rmaron que compartían maquinarias con otro u otros municipios 

y el 48 % manifestaron lo mismo respecto a recursos humanos (Ferla et al., 2014b).
100. Para una revisión de los aspectos modifi cados, véase el capítulo 2.
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CAPÍTULO 6. 

Conclusiones: 
potencialidades de un proceso inacabado

Tal como se desprende de la lectura de los capítulos precedentes, el proceso de 
descentralización del segundo al tercer nivel de gobierno se caracteriza por la hete-
rogeneidad, en varios sentidos. Por un lado, en las características sociodemográfi cas 
y territoriales de los municipios. Por otro, en el grado de avance que se ha logrado en 
cada caso, tomando en cuenta las dimensiones política (el traspaso de poder de deci-
sión), administrativa o de gestión (competencias y funciones) y fi nanciera (recursos). 
Por lo tanto, hablar de regularidades o desafíos comunes no resulta sencillo, pues la 
heterogeneidad congénita de las diversas realidades locales hace que los éxitos y los 
fracasos, así como las potencialidades y las limitaciones, del proceso descentraliza-
dor encarnen también de manera sumamente inequitativa entre los 112 gobiernos 
municipales.

No obstante, entre los elementos comunes que surgen de la evaluación de ese 
proceso se destaca la valoración positiva de la incorporación de los municipios entre 
los representantes políticos de la estructura institucional. En general, se entiende que 
el tercer nivel de gobierno es un aporte signifi cativo en términos de profundización 
democrática.

En efecto, considerada en todas sus implicaciones, la instalación del tercer ni-
vel de gobierno adquiere ribetes potencialmente refundacionales para la institucio-
nalidad de la vida democrática uruguaya, al menos en dos sentidos diferentes: no se 
trata solo de que la creación de este nivel de gobierno irrumpe como una alteración 
profunda del clásico esquema bipartito de distribución departamental y nacional del 
poder estatal, sino que, además, el nuevo actor municipal incorpora en su propia 
génesis el mandato de la participación ciudadana. Esto último resulta tal vez todavía 
más revolucionario que lo primero, ya que supone trascender los tradicionales már-
genes del régimen representativo-electoral como fundamento último de la legitimi-
dad democrática.
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Estos dos elementos aparecen debidamente registrados en el Informe de la 
Comisión Especial de Asuntos Municipales y Descentralización que antecede y fun-
damenta la ley 18567. En uno de sus pasajes sentencia:

Una reforma del régimen local debe consagrar el régimen de autoridades locales 
electivas —hoy excepcional— en todo el país. Esta reforma del régimen local, que crea 
órganos electivos en todo el territorio nacional, busca alcanzar un grado superior de 
democracia territorial, y por lo tanto, la profundización de nuestro sistema democrático-
representativo a nivel político. Asimismo, procura ampliar y diversifi car las vías de la 
democracia participativa.

Paralelamente, este proceso implica una clara revalorización del ámbito local. 
Esta reubicación del espacio local en el centro de la escena emerge a la par del requisi-
to de una mayor interacción entre el Ejecutivo departamental y los territorios locales. 
De esta forma, las necesidades y demandas locales han adquirido mayor visibilidad, 
en el contexto de un nuevo tipo de relación entre gobierno y ciudadanía, en que 
la proximidad entre representante y representado constituye un factor ineludible de 
legitimidad.

Más allá de que en este proceso se han ido desarrollando diversas capacidades 
institucionales, políticas y administrativas, en todos los casos se evidencia la impos-
tergable necesidad de superar ciertas limitaciones. Entre los elementos que más se 
echan en falta resalta el hecho de que la gran mayoría de las decisiones y gran parte 
de la ejecución y los recursos continúan aún en la órbita del nivel departamental.

Asimismo, el análisis de los capítulos precedentes deja en evidencia la necesi-
dad de seguir trabajando en torno a las reglas de juego que consoliden el avance de la 
descentralización intradepartamental, desvinculando el proceso descentralizador de 
la voluntad e impronta del intendente. Para esto se requiere acordar arreglos institu-
cionales que permitan defi nir y clarifi car la distribución de funciones, competencias, 
recursos y los roles de cada actor desde una perspectiva de gobierno multinivel.

De manera todavía provisoria, debido al escaso tiempo transcurrido desde su 
puesta en vigencia, es posible pensar que la última reforma de la ley da algunos pasos 
importantes en esta dirección. En particular, se generaron avances signifi cativos en la 
materia presupuestal por lo que es esperable que la diversidad de situaciones respecto 
a los criterios para distribuir recursos se reduzca. Sin embargo, la evolución de este 
aspecto —elemento de suma relevancia para hacer viable un proceso de descentrali-
zación— debe ser monitoreada caso a caso.

En este escenario, y como contracara del necesario empoderamiento de los 
gobiernos locales, un aspecto a tener en cuenta es el riesgo del inframunicipalis-
mo que atenta directamente contra uno de los principios cardinales de la Ley de 
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Descentralización: preservar la unidad departamental y territorial. Al respecto, 
Iturburu (2001, p. 4) entiende que:

la cantidad adecuada de gobiernos locales resultaría de equilibrar representación 
y costos. Es difícil para un municipio muy populoso ser representativo de las preferen-
cias de toda su población. Pero es probable que aquellos muy pequeños, con promedios 
de población inferiores a 4000 habitantes, gasten la mayor parte de sus escasos recursos 
en costos administrativos fi jos.

Desde esta perspectiva, el problema de la heterogeneidad del tercer nivel de 
gobierno resulta fundamental. El logro del equilibrio entre costos y representación es 
de suma relevancia para el país en la medida en que existe una gran diversidad en la 
magnitud poblacional de los municipios. Mientras que en Cerro Largo se ubican los 
cuatro municipios menos poblados del país, con un promedio de 450 habitantes, en 
el otro extremo se encuentran los ocho municipios de Montevideo, que son los más 
populosos del país.101

Las respuestas planteadas para enfrentar los riesgos del inframunicipalismo 
apuntan a promover la cooperación intermunicipal para atender necesidades re-
gionales. Este es otro de los principios cardinales de la ley; sin embargo, no existe 
posibilidad de generar consorcios intermunicipales formales, porque el tercer nivel 
no cuenta con personería jurídica. No obstante, en algunos casos esta traba legal 
ha podido ser sorteada por iniciativas locales que han ensayado la coordinación de 
acciones en clave regional, e incluso también iniciativas departamentales con este 
objetivo lo han logrado.

Por otro lado, el fortalecimiento de las capacidades de gobierno y de gestión 
local, la promoción de la iniciativa local y la generación de proyectos territoriales 
constituyen desafíos cruciales que deben ser asumidos y enfrentados con deter-
minación si se desea fortalecer la gobernabilidad democrática. Para avanzar en la 
construcción de estas nuevas institucionalidades es necesario seguir incorporando 
herramientas de gestión, de relación con la sociedad civil, de rendición de cuentas, 
entre otras. Las autoridades políticas electas deben desarrollar determinadas compe-
tencias, al tiempo que los funcionarios deben fortalecerse en otras.102 El trabajo en el 
nivel de los funcionarios municipales es un gran reto, ya que la consolidación de estos 
cuadros técnicos podría contribuir a generar un efecto multiplicador en la sociedad 
101. El municipio menos poblado tiene 240 habitantes (Arbolito) y el más poblado 207.911 (Municipio A 

de Montevideo).
102. A modo de ejemplo, parecería más adecuado que un curso de formulación de proyectos estuviera 

destinado a funcionarios que a alcaldes, ya que los primeros permanecen en la estructura capitalizando 

aprendizajes. Por su parte, para alcaldes parece ser indispensable la formación en accountability, enfoque 

de desarrollo local, participación ciudadana, manejo presupuestal, planifi cación estratégica.
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local, potenciando el perfi l específi co de trabajo en un gobierno local, apropiándose 
también de la descentralización y del municipio como un actor clave para el desarro-
llo de la localidad.

La implementación del tercer nivel de gobierno apunta a acercar el Estado a la 
ciudadanía (segundo principio cardinal de la ley) y, en última instancia, a promover 
una mejor calidad de vida de la población en su conjunto. Por tanto, la siguiente 
pregunta merece ser formulada de forma periódica: ¿qué impacto están teniendo hoy 
los municipios en la vida de la población? La respuesta repercute en la evaluación 
que realiza la ciudadanía del hecho de contar con municipios y se relaciona con la 
posibilidad de evidenciar cambios concretos en el territorio y en la calidad de vida.

Los datos aquí vertidos muestran una débil apropiación de los municipios por 
la comunidad. Este elemento es de considerable importancia, en la medida que dicha 
apropiación podría ofi ciar de presión para fortalecer, consolidar y corregir un proce-
so que ha sido propuesto desde arriba hacia abajo.

A través de los municipios se apunta a promover la participación ciudadana 
en el ámbito local. Hoy existe un amplio consenso en que el nivel local representa el 
espacio por excelencia para hacer efectiva la participación. Sin embargo, tal como 
refl ejan los datos reunidos en esta publicación, la ciudadanía participa poco de las 
instancias propuestas por los municipios. Más aún, según afi rman Florit y Rapetti 
(2012, pp. 85-86), en la práctica «no ha habido experiencias municipales orientadas 
al trabajo específi co en el fortalecimiento de la participación».103 Según esto, la escasa 
operatividad del principio participativo consagrado en la ley puede ser interpreta-
da como uno de los défi cits más importantes de dicho marco legal. Este principio, 
consagrado en el título de la ley, de hecho sirvió como un potente dispositivo dis-
cursivo y conceptual sobre el que se sostuvo buena parte de la fundamentación del 
impulso descentralizador. Basta echar una mirada al citado Informe de la Comisión 
Parlamentaria de Descentralización para comprender la fuerte expectativa que se co-
locó en la participación ciudadana como elemento de profundización democrática y 
como instancia de acercamiento entre el gobierno y el ciudadano.

La debilidad con que se ha incorporado la participación en estas nuevas ins-
tituciones puede tener múltiples explicaciones. Una de ellas puede estar relacionada 
103. Esta afi rmación podría ser matizada si se toman en cuenta las diferentes estrategias de relación que 

los gobiernos municipales ensayan con la ciudadanía. Así, por ejemplo, casi todos los alcaldes afi rman 

recibir directamente a los vecinos. También parece ser frecuente la práctica de realizar asambleas para 

discutir temas de interés. Asimismo, muchos alcaldes dicen implementar presupuestos participativos. 

No obstante, es altamente probable que en la mayoría de estos casos no se trate de mecanismos for-

males, sino más bien de relevamientos de prioridades, instancias de información o espacios de consulta 

(Ferla et al., 2011; 2014b). Con todo, en términos generales, la participación ciudadana carece de un 

enfoque global a nivel municipal y, en buena medida, queda restringida a los referidos instrumentos 

informales de relación con la ciudadanía en los que las reglamentaciones resultan poco claras, o bien 

son inexistentes.
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con el desconocimiento del rol de los municipios y otra con el hecho de que los es-
pacios de participación generados no sean sufi cientes o adecuados para profundizar 
este aspecto. No es cometido de este trabajo analizarlas. Más allá de ello, es evidente 
que aquí radica uno de los desafíos cruciales del tercer nivel de gobierno, pues su 
éxito dependerá, en gran medida, del tipo de relación que los municipios establezcan 
con la ciudadanía.

El aprendizaje conjunto, la sistematización de buenas prácticas y la incorpora-
ción de ajustes desde la experiencia constituyen aspectos fundamentales para reducir 
las brechas actualmente existentes y para profundizar un proceso que se plantea des-
de la gradualidad y las aproximaciones sucesivas.

Los desafíos que se abren para la consolidación del tercer nivel de gobierno 
resultan enormes. No obstante, las posibilidades asociadas a este proceso son todavía 
mayores. En el trasfondo de una historia marcada por un potente centralismo, un 
demorado impulso descentralizador, de consecuencias aún inciertas, encarnó con 
fuerza en la Ley de Descentralización Política y Participación Ciudadana y en la ins-
talación de los gobiernos municipales uruguayos. A la luz del panorama que hemos 
bosquejado en este libro, resulta difícil imaginar que la instancia municipal —al me-
nos en el estado actual de su desarrollo— constituya el punto fi nal de ese proce-
so. Más bien, parece atinado suponer que, con el tiempo, los municipios actuales se 
comprendan como la piedra fundamental de un camino de descentralización todavía 
inacabado.
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Anexos
CUADRO A1. LÍNEA DE TIEMPO DE LA DESCENTRALIZACIÓN EN URUGUAY

1830

Primera Constitución del país que consagra el sistema político unitario y centralista, al 

tiempo que crea los primeros nueve departamentos, a la cabeza de los cuales pone un 

jefe político delegado del gobierno central.

1918

Constitución que instituye la elección popular de las autoridades departamentales 

(Concejo de Administración pluripersonal) de manera simultánea a la elección de 

autoridades nacionales, al tiempo que reconoce cierta autonomía política a los 

departamentos.

1934
Constitución que modifi ca el sistema colegiado de los gobiernos departamentales 

instaurando el cargo de intendente electo.

1935
Sanción de la Ley Orgánica Municipal 9515, que establece las competencias 

municipales y habilita a los gobiernos departamentales a crear juntas locales.

1956 Creación del Congreso de Intendentes.

1960
Creación de la junta local autónoma y electiva de Río Branco (Cerro Largo). según ley 

12809 (en 1962 se realiza la primera elección).

1990

Asunción del Frente Amplio en Montevideo. División administrativa del departamento 

en 18 zonas, creación de los centros comunales zonales, de la fi gura del coordinador 

zonal y del Departamento de Actividades Descentralizadas (luego Departamento de 

Descentralización).

1993

Creación e instalación de juntas locales y creación y elección de concejos vecinales en 

las 18 zonas del departamento de Montevideo (las elecciones de los concejos vecinales 

se repetirán cada dos años hasta la actualidad).

1994

Creación de la junta local autónoma y electiva de Bella Unión (Artigas). según ley 

16494, y declaración de la junta autónoma de San Carlos (Maldonado) como junta 

autónoma y electiva,* según ley 16569.

1996

Plebiscito de reforma constitucional. El nuevo texto constitucional, además de separar 

las elecciones departamentales de las nacionales y de establecer criterios más claros de 

transferencias de recursos desde el gobierno nacional hacia las intendencias, obliga al 

Estado a impulsar políticas de descentralización (art. 50), a legislar en la diferenciación 

de la materia departamental y municipal (art. 262), al tiempo que reconoce la fi gura 

del Congreso de Intendentes (arts. 230 y 262). Dispone la asistencia de la Ofi cina de 

Planeamiento y Presupuesto en la planifi cación de las políticas de descentralización, así 

como la creación de una Comisión Sectorial de Descentralización bajo la órbita de esta 

misma unidad (art. 230).

2000 Primeras elecciones departamentales separadas de las nacionales.

* Existía como junta autónoma no electiva desde 1959.
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2005

Primer triunfo electoral del Frente Amplio a nivel nacional a manos de Tabaré Vázquez y 

triunfos electorales en ocho departamentos (retiene el poder el Montevideo y gana por 

primera vez en Canelones, Florida, Maldonado, Paysandú, Rocha, Salto y Treinta y Tres).

2008
El Poder Ejecutivo envía al Parlamento el proyecto de ley de descentralización política y 

participación ciudadana.

2009
Sanción de la ley 18567 de Descentralización Política y Participación Ciudadana, a 

instancias de la cual se crean los primeros 89 municipios del país.

2010 Elección de los concejos municipales e instalación de los primeros 89 municipios.

2014

Sanción de la ley 19272 que, además de recoger varias modifi caciones anteriores de la 

ley de 2009, introduce otras nuevas entre las que se destacan la defi nición más taxativa 

y diferenciada de las competencias municipales y departamentales y la ampliación de 

las características del Fondo de Incentivo para la Gestión de los Municipios.

2015

Sanción de la ley 19319, que crea 23 nuevos municipios. Segunda elección de 

concejos municipales en los 89 municipios existentes, y primera elección de concejos 

municipales e instalación de los 23 municipios de reciente creación.

CUADRO A2. INFORMACIÓN SOCIODEMOGRÁFICA DE LOS MUNICIPIOS
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Artigas Bella Unión 2010 18.406 99,29 59,19 4,90 7,57

Artigas Tomás Gomensoro 2010 2.902 91,63 55,99 2,77 6,85

Artigas Baltasar Brum 2010 2.608 96,97 55,87 2,66 6,56

Canelones Toledo 2010 18.740 95,25 50,89 7,63 7,30

Canelones Colonia Nicolich 2010 14.788 97,50 50,50 8,15 7,43

Canelones Suárez 2010 18.153 93,21 50,41 8,19 7,28

Canelones Barros Blancos 2010 29.865 99,87 45,65 8,84 7,46

Canelones Migues 2010 3.802 59,26 44,98 2,32 5,91

Canelones Progreso 2010 14.292 82,50 36,00 6,30 8,10

Canelones Soca 2010 3.959 60,85 42,65 4,88 7,02

Canelones Las Piedras 2010 62.238 96,60 40,10 9,10 8,10

Canelones Tala 2010 9.308 56,17 38,25 2,04 6,76

Canelones La Paz 2010 20.194 94,16 38,10 9,09 8,24

Canelones Pando 2010 32.927 93,21 37,63 7,42 8,26

Canelones Montes 2010 1.842 95,55 36,20 3,59 6,44
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Canelones San Antonio 2010 3.283 49,68 35,61 3,08 6,50

Canelones Empalme Olmos 2010 6.630 78,33 34,29 6,25 7,32

Canelones San Jacinto 2010 6.691 72,68 33,35 4,45 6,81

Canelones Santa Rosa 2010 6.751 55,21 33,01 4,45 7,22

Canelones Sauce 2010 13.019 52,21 32,47 4,74 7,68

Canelones La Floresta 2010 8.353 100,00 31,19 5,48 8,59

Canelones Los Cerrillos 2010 7.713 37,09 30,75 5,44 7,61

Canelones San Ramón 2010 8.087 88,20 29,85 4,79 7,70

Canelones Santa Lucía 2010 18.524 91,17 29,03 6,73 8,35

Canelones Aguas Corrientes 2010 1.728 60,59 27,07 6,33 7,83

Canelones Canelones 2010 27.406 81,35 26,88 5,85 8,48

Canelones San Bautista 2010 3.684 67,67 26,66 3,93 7,05

Canelones Salinas 2010 23.447 95,51 25,24 7,72 9,57

Canelones Paso Carrasco 2010 20.842 100,00 25,17 6,30 9,81

Canelones Parque del Plata 2010 11.054 100,00 20,25 8,12 9,52

Canelones Atlántida 2010 10.198 93,72 20,22 6,00 9,49

Canelones Ciudad de la Costa 2010 91.284 99,89 17,62 6,15 10,69

Canelones 18 de Mayo (*) 2015 21.371 99,80 54,70 8,50 7,20

Cerro Largo Río Branco 2010 16.392 92,58 45,79 5,52 6,91

Cerro Largo Fraile Muerto 2010 3.163 100,00 40,22 5,08 6,98

Cerro Largo Arbolito (*) 2015 240 78,80 81,30 1,30 5,70

Cerro Largo Ramón Trigo (*) 2015 368 40,80 73,10 0,00 5,90

Cerro Largo Isidoro Noblía (*) 2015 2.808 83,30 52,10 5,90 5,80

Cerro Largo Arévalo (*) 2015 591 46,00 56,90 1,60 5,90

Cerro Largo Tupambaé (*) 2015 1.339 89,00 50,80 1,30 6,40

Cerro Largo Aceguá (*) 2015 1.686 89,60 38,40 4,90 6,70

Cerro Largo Plácido Rosas (*) 2015 602 68,90 52,80 10,90 5,60

Colonia Carmelo 2010 20.072 95,80 33,78 4,63 8,33

Colonia Nueva Palmira 2010 10.063 99,86 31,15 4,89 7,92

Colonia Juan Lacaze 2010 13.621 96,33 28,25 5,99 7,95
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Colonia Rosario 2010 11.161 91,77 27,52 5,01 8,29

Colonia Tarariras 2010 7.863 84,34 25,94 2,66 7,95

Colonia Nueva Helvecia 2010 11.224 94,71 25,81 3,94 8,66

Colonia Ombúes de Lavalle (*) 2015 3.919 87,60 33,10 2,90 7,60

Colonia Florencio Sánchez (*) 2015 4.074 91,20 39,70 3,50 7,50

Colonia Colonia Valdense (*) 2015 4.547 79,50 22,70 1,70 9,00

Durazno Villa del Carmen 2010 2.692 100,00 46,91 6,00 6,69

Durazno Sarandí del Yi 2010 6.952 100,00 40,89 5,69 7,20

Flores Ismael Cortinas 2010 914 100,00 28,67 4,19 6,65

Florida Sarandí Grande 2010 6.472 94,14 26,85 4,70 7,62

Florida Casupá 2010 2.579 93,14 22,90 3,45 7,32

Florida Fray Marcos (*) 2015 3.052 78,60 27,00 3,40 7,00

Lavalleja José Pedro Varela 2010 5.118 100,00 29,22 3,66 7,81

Lavalleja Solís de Mataojo 2010 2.685 100,00 27,42 4,29 6,94

Lavalleja
José Batlle 

y Ordóñez (*)
2015 2.292 96,10 34,00 7,00 7,30

Maldonado Garzón 2010 1.020 51,76 44,18 1,04 7,63

Maldonado Aiguá 2010 3.165 81,80 37,69 2,05 6,84

Maldonado Piriápolis 2010 14.461 98,31 36,27 5,38 9,14

Maldonado Maldonado 2010 90.593 98,35 35,09 5,37 8,95

Maldonado San Carlos 2010 33.293 95,29 34,66 5,32 8,44

Maldonado Pan de Azúcar 2010 8.025 93,31 34,64 3,39 7,89

Maldonado Solís Grande 2010 2.613 90,51 31,77 4,98 7,87

Maldonado Punta del Este 2010 11.128 100,00 24,84 3,80 11,46

Montevideo Municipio F 2010 168.937 99,27 40,61 7,83 8,02

Montevideo Municipio D 2010 181.153 98,86 40,28 7,66 8,20

Montevideo Municipio A 2010 207.911 96,59 38,26 8,60 8,21

Montevideo Municipio G 2010 151.302 97,60 30,87 7,70 8,80

Montevideo Municipio B 2010 147.577 100,00 21,69 5,68 12,30

Montevideo Municipio C 2010 148.952 100,00 16,01 5,50 10,95
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Montevideo Municipio E 2010 153.395 100,00 14,44 5,81 11,49

Montevideo Municipio CH 2010 159.528 100,00 9,46 4,90 13,20

Paysandú Quebracho 2010 3.671 77,72 49,29 2,94 6,61

Paysandú Porvenir 2010 4.178 91,48 43,37 4,21 7,25

Paysandú Guichón 2010 6.869 92,63 41,54 4,60 7,18

Paysandú Piedras Coloradas (*) 2015 1.956 87,90 48,60 5,80 6,10

Paysandú Chapicuy (*) 2015 1.382 59,60 36,10 2,60 6,80

Paysandú Tambores (*) 2015 1.589 77,60 37,80 5,20 6,50

Paysandú Lorenzo Geyres (*) 2015 1.704 74,80 36,10 1,40 6,70

Río Negro Nuevo Berlín 2010 2.618 93,58 41,38 7,82 7,15

Río Negro Young 2010 17.696 94,91 39,98 5,59 7,87

Río Negro San Javier (*) 2015 2.792 69,10 35,90 3,20 7,30

Rivera Tranqueras 2010 7.871 91,92 46,75 4,78 6,13

Rivera Vichadero 2010 4.048 91,35 38,66 4,60 6,37

Rivera Minas de Corrales 2010 3.985 95,06 38,39 7,40 6,64

Rocha Chuy 2010 9.758 99,15 38,48 5,69 7,60

Rocha Castillos 2010 8.997 90,01 32,70 5,50 7,44

Rocha Lascano 2010 7.922 96,50 29,30 5,58 7,32

Rocha La Paloma 2010 5.516 95,88 28,86 5,17 9,45

Salto Mataojo 2010 1.095 52,51 74,98 3,36 5,54

Salto Colonia Lavalleja 2010 2.478 60,29 64,06 2,45 5,69

Salto San Antonio 2010 3.865 53,76 63,68 2,38 6,35

Salto Villa Constitución 2010 3.896 80,08 48,89 2,89 6,33

Salto Belén 2010 2.269 97,93 48,44 4,84 6,53

Salto Rincón de Valentín 2010 1.032 88,08 47,66 2,29 5,91

San José Ciudad del Plata 2010 32.154 97,15 46,83 9,22 7,59

San José Libertad 2010 14.173 77,53 29,42 4,47 7,60

San José Rodríguez (*) 2015 4.967 55,50 29,20 1,90 6,70

San José Ecilda Paullier (*) 2015 5.025 60,30 37,00 2,00 7,00

Soriano Dolores 2010 19.556 98,45 41,10 4,97 7,94
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Soriano Cardona 2010 5.065 91,53 27,91 4,19 8,22

Soriano Palmitas (*) 2015 2.262 93,90 31,80 4,30 6,90

Soriano José Enrique Rodó (*) 2015 2.520 84,10 28,70 2,80 7,40

Tacuarembó
San Gregorio de 

Polanco
2010 3.415 100,00 44,16 7,24 6,90

Tacuarembó Paso de los Toros 2010 12.961 100,00 35,96 8,14 7,69

Tacuarembó Ansina (*) 2015 3.289 90,60 51,70 3,80 6,10

Treinta y Tres Vergara 2010 3.810 100,00 46,57 4,73 6,79

Treinta y Tres Santa Clara de Olimar 2010 2.341 100,00 45,66 5,01 6,88

Total municipalizado 2.392.356 86,34 38,01 4,95 7,59

Sin municipalizar 893.521 90,77 41,01 6,08 8,09

Total país 3.285.877 94,66 33,79 6,34 9,02

Fuente: Datos procesados por el Observatorio Territorio Uruguay a partir de los microdatos del Censo 

2011 del INE y de los límites de municipios de la DINOT.

(1) Población total contabilizada a partir del Censo 2011. Incluye estimación de la cantidad de personas 

residentes en viviendas particulares censadas con moradores ausentes.
(2) Porcentaje de personas que reside en zonas urbanas.
(3) Porcentaje de personas que no tienen acceso a una vivienda decorosa, abastecimiento de agua pota-

ble, servicio sanitario, energía eléctrica, artefactos básicos de confort o educación. Vivienda decorosa: 
un hogar particular tendrá una necesidad básica insatisfecha en vivienda si presenta una carencia crítica 

en al menos uno de los siguientes indicadores: a) materialidad (techo, paredes y pisos). b) espacio habi-

table (si existe hacinamiento) y c) espacio apropiado para cocinar. Abastecimiento de agua potable: 

si el abastecimiento no llega por cañería dentro de la vivienda o si, en caso de que lo haga, el origen no 

sea red general ni pozo surgente protegido. Servicio sanitario: un hogar particular tendrá necesidades 

básicas insatisfechas en saneamiento si cumple al menos una de las siguientes condiciones: a) no ac-

cede a baño; b) accediendo, su uso no es exclusivo del hogar o; c) la evacuación del servicio sanitario 

no es a red general, fosa séptica o pozo negro. Energía eléctrica: se considera que un hogar particular 

tiene una necesidad básica insatisfecha si no accede a energía eléctrica en la vivienda donde habita. 

Artefactos básicos de confort: el indicador identifi ca una carencia crítica vinculada a la tenencia de 

tres bienes: a) ninguna fuente de energía para calefaccionar ambientes o, b) refrigerador o freezer o, c) 

calefón, termofón, caldereta o calentador instantáneo de agua. Educación: se considera que un hogar 

particular tiene una necesidad básica insatisfecha si al menos uno de sus integrantes es niño, niña o 

adolescente (entre 4 y 17 años) y no asiste a ningún centro educativo, siempre que no haya fi nalizado la 

educación secundaria superior.
(4) Porcentaje de personas desocupadas. Desocupada es toda persona que durante el periodo de refe-

rencia del censo no está trabajando por no tener empleo, que lo busca activamente y está disponible 

para empezar a trabajar.
(5) Promedio de años de educación de las personas de 25 años y más.
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CUADRO A3. MUNICIPIOS POR DEPARTAMENTO, PARTIDO DEL INTENDENTE

Y PARTIDO DEL ALCALDE, ELECCIONES 2010 Y 2015

DEPARTAMENTO MUNICIPIO

 PARTIDO 

INTENDENTE 

2010    

PARTIDO 

ALCALDE 2010

PARTIDO 

INTENDENTE 

2015

PARTIDO 

ALCALDE 2015

Artigas Baltasar Brum FA PN PN PN

Artigas Tomás Gomensoro FA PN PN PN

Artigas Bella Unión FA FA PN FA

Canelones Toledo FA FA FA FA

Canelones Paso Carrasco FA FA FA FA

Canelones Santa Lucía FA FA FA FA

Canelones Colonia Nicolich FA FA FA FA

Canelones Pando FA FA FA FA

Canelones La Paz FA FA FA FA

Canelones Canelones FA FA FA FA

Canelones Atlántida FA FA FA FA

Canelones Las Piedras FA FA FA FA

Canelones Suárez FA FA FA FA

Canelones Progreso FA FA FA FA

Canelones Empalme Olmos FA FA FA FA

Canelones Barros Blancos FA FA FA FA

Canelones Ciudad de la Costa FA FA FA FA

Canelones Salinas FA FA FA FA

Canelones Parque del Plata FA FA FA FA

Canelones La Floresta FA FA FA FA

Canelones San Bautista FA PC FA PC

Canelones 18 de Mayo (*) FA - FA FA

Canelones Aguas Corrientes FA PN FA PN

Canelones Tala FA PN FA PN

Canelones San Ramón FA PN FA PN

Canelones Migues FA PN FA PN

Canelones Los Cerrillos FA PN FA PN

Canelones San Jacinto FA PN FA PN

Canelones San Antonio FA PN FA PN

Canelones Sauce FA PN FA FA

Canelones Santa Rosa FA PN FA FA
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DEPARTAMENTO MUNICIPIO

 PARTIDO 

INTENDENTE 

2010    

PARTIDO 

ALCALDE 2010

PARTIDO 

INTENDENTE 

2015

PARTIDO 

ALCALDE 2015

Canelones Montes FA FA FA PN

Canelones Soca FA PC FA PN

Cerro Largo Fraile Muerto PN PN PN PN

Cerro Largo Plácido Rosas (*) PN - PN PN

Cerro Largo Tupambaé (*) PN - PN PN

Cerro Largo Ramón Trigo (*) PN - PN PN

Cerro Largo Isidoro Noblía (*) PN - PN PN

Cerro Largo Arbolito (*) PN - PN PN

Cerro Largo Aceguá (*) PN - PN PN

Cerro Largo Arévalo (*) PN - PN PN

Cerro Largo Río Branco PN PC PN PN

Colonia Nueva Palmira PN PN PN PN

Colonia Rosario PN PN PN PN

Colonia Nueva Helvecia PN PN PN PN

Colonia Tarariras PN PN PN PN

Colonia Carmelo PN PN PN PN

Colonia Juan Lacaze PN FA PN FA

Colonia Florencio Sánchez (*) PN - PN PN

Colonia Colonia Valdense (*) PN - PN PN

Colonia Ombúes de Lavalle (*) PN - PN PN

Durazno Sarandí del Yi PN PN PN PN

Durazno Villa del Carmen PN PN PN PN

Flores Villa Ismael Cortinas PN PN PN PN

Florida Sarandí Grande PN PN PN PN

Florida Fray Marcos (*) PN - PN PN

Florida Casupá PN PC PN PN

Lavalleja José Pedro Varela PN PN PN PN

Lavalleja Solís de Mataojo PN PN PN PN

Lavalleja José Batlle y Ordóñez (*) PN - PN PN

Maldonado Garzón FA PN PN PN

Maldonado Solís Grande FA PN PN PN

Maldonado Pan de Azúcar FA PN PN PN

Maldonado Aiguá FA PN PN PN

Maldonado Punta del Este FA PN PN PN
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DEPARTAMENTO MUNICIPIO

 PARTIDO 

INTENDENTE 

2010    

PARTIDO 

ALCALDE 2010

PARTIDO 

INTENDENTE 

2015

PARTIDO 

ALCALDE 2015

Maldonado Piriápolis FA FA PN FA

Maldonado San Carlos FA FA PN FA

Maldonado Maldonado FA FA PN PN

Montevideo B FA FA FA FA

Montevideo F FA FA FA FA

Montevideo A FA FA FA FA

Montevideo G FA FA FA FA

Montevideo D FA FA FA FA

Montevideo C FA FA FA FA

Montevideo CH FA FA FA PdelaC

Montevideo E FA FA FA PdelaC

Paysandú Quebracho PN PN FA PN

Paysandú Guichón PN PN FA PN

Paysandú Porvenir PN PN FA PN

Paysandú Piedras Coloradas (*) PN - FA PC

Paysandú Chapicuy (*) PN - FA PN

Paysandú Tambores (*) PN - FA PN

Paysandú Lorenzo Geyres (*) PN - FA PN

Río Negro Young PN PN FA PN

Río Negro Nuevo Berlín PN FA FA PN

Río Negro San Javier (*) PN - FA PN

Rivera Tranqueras PC PC PC PC

Rivera Vichadero PC PN PC PN

Rivera Minas de Corrales PC PN PC PC

Rocha Lascano FA FA FA FA

Rocha Chuy FA FA FA FA

Rocha La Paloma FA FA FA FA

Rocha Castillos FA FA FA PN

Salto Villa Constitución PC FA FA FA

Salto Colonia Lavalleja PC FA FA FA

Salto Mataojo PC PC FA PC

Salto Belén PC PN FA FA

Salto Rincón de Valentín PC FA FA PC

Salto San Antonio PC FA FA PC
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DEPARTAMENTO MUNICIPIO

 PARTIDO 

INTENDENTE 

2010    

PARTIDO 

ALCALDE 2010

PARTIDO 

INTENDENTE 

2015

PARTIDO 

ALCALDE 2015

San José Libertad PN PN PN PN

San José Ciudad del Plata PN FA PN FA

San José Rodríguez (*) PN - PN PN

San José Ecilda Paullier (*) PN - PN PN

Soriano Dolores PN PN PN PN

Soriano Cardona PN PN PN PN

Soriano Palmitas (*) PN - PN PN

Soriano José Enrique Rodó (*) PN - PN PN

Tacuarembó Paso de los Toros PN PN PN PN

Tacuarembó San Gregorio de Polanco PN PN PN PN

Tacuarembó Ansina (*) PN - PN PN

Treinta y Tres Santa Clara de Olimar PN PN PN PN

Treinta y Tres Vergara PN PN PN PN

Fuente: Elaboración propia sobre la base de resultados electorales de 2015.

(*): Municipio creado en 2015.

PN: Partido Nacional; FA: Partido Frente Amplio; PC: Partido Colorado; PdelaC: Partido de la 

Concertación.

CUADRO A4. CANTIDAD DE MUNICIPIOS POR DEPARTAMENTO 2010-2015

Y SITUACIÓN MUNICIPAL DE REELECCIÓN, COINCIDENCIA 

PARTIDARIA CON E L INTENDENTE Y DISTRIBUCIÓN POR GÉNERO 

SEGÚN DEPARTAMENTO

DEPARTAMENTO

CANTIDAD 

MUNICIPIOS 

2010

CANTIDAD 

MUNICIPIOS 

2015

ALCALDES 

REELECTOS

COINCIDENCIA PARTIDARIA 

ALCALDE/ INTENDENTE

AUTORIDADES 

MUNICIPALES 

HOMBRES

AUTORIDADES 

MUNICIPALES 

MUJERES

Artigas 3 3 0 67 % 80 % 20 %

Canelones 29 30 10 53 % 75 % 25 %

Cerro Largo 2 9 1 100 % 78 % 22 %

Colonia 6 9 4 89 % 71 % 29 %

Durazno 2 2 2 100 % 90 % 10 %

Flores 1 1 1 100 % 40 % 60 %

Florida 2 3 1 100 % 80 % 20 %

Lavalleja 2 3 0 100 % 80 % 20 %

Maldonado 8 8 4 75 % 78 % 23 %
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DEPARTAMENTO

CANTIDAD 

MUNICIPIOS 

2010

CANTIDAD 

MUNICIPIOS 

2015

ALCALDES 

REELECTOS

COINCIDENCIA PARTIDARIA 

ALCALDE/ INTENDENTE

AUTORIDADES 

MUNICIPALES 

HOMBRES

AUTORIDADES 

MUNICIPALES 

MUJERES

Montevideo 8 8 5 75 % 63 % 38 %

Paysandú 3 7 2 0 % 77 % 23 %

Río Negro 2 3 0 0 % 87 % 13 %

Rivera 3 3 2 67 % 93 % 7 %

Rocha 4 4 2 75 % 75 % 25 %

Salto 6 6 2 50 % 83 % 17 %

San José 2 4 1 75 % 85 % 15 %

Soriano 2 4 1 100 % 80 % 20 %

Tacuarembó 2 3 2 100 % 80 % 20 %

Treinta y Tres 2 2 1 100 % 90 % 10 %

Totales 89 112 41

Fuente: Elaboración propia sobre la base de resultados electorales de 2010 y 2015.
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CUESTIONARIO DE ESTUDIO DE OPINIÓN PÚBLICA

Municipio: (registrar el nombre del municipio)

Introducción

Mi nombre es ____. Soy investigador de la Universidad Católica y lo estoy llamando 
porque estamos haciendo una encuesta para analizar las percepciones sobre los 
municipios. La información proporcionada será confi dencial.

Sexo

1. Hombre
2. Mujer

Edad literal ___

Edad en tramos

1. 18 a 29
2. 30 a 39
3. 40 a 49
4. 50 a 59
5. 60 a 69
6. 70 y más

P1. «Como usted sabe, en 2010 se crearon en Uruguay los municipios, como forma 
de fortalecer la descentralización en el país. ¿Ud. cuán informado está sobre lo que 
son y lo que hacen los municipios?»

1. Mucho
2. Bastante
3. Poco
4. Nada
5. NS/NC
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P2. «Pensando en el municipio donde Ud. vive, ¿cómo evaluaría su funcionamiento 
actualmente? ¿Diría que el funcionamiento es…?» (leer códigos)

1. Muy bueno
2. Bueno
3. Ni bueno ni malo
4. Malo
5. Muy malo
6. NS/NC

P3. (EM) «¿Por qué motivo Ud. piensa que el funcionamiento es...?» 
(insistir hasta dos)
 
P4. (EM) «¿Y cómo evalúa el funcionamiento del municipio en cuanto a…?»

Código:
1. Muy bueno
2. Bueno
3. Ni bueno ni malo
4. Malo
5. Muy malo
6. NS/NC

a. Arreglo de calles ____
b. Iluminación ____
c. Barrido ____
d. Mantenimiento de espacios públicos 

(plazas, parques y áreas verdes)  ____
e. Poda ____

P5. (EM) «¿Ha realizado algún trámite, reclamo o consulta ante el municipio en el 
que vive?»

Código:
1. Sí
2. No
3. NS/NC

a. Reclamo por problemas diversos ____
b. Consulta por información ____
c. Algún otro trámite administrativo ____
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(Para «Sí» en P5 A, B o C)
P6. (EM) «¿Y diría que su (trámite/reclamo/consulta) se resolvió satisfactoriamente, 
o no se resolvió satisfactoriamente?»

1. Se resolvió satisfactoriamente
2. Se resolvió más o menos satisfactoriamente
3. No se resolvió satisfactoriamente
4. NS/NC

P7. «Pasando a otro tema, ¿cómo califi ca, en términos generales, la relación del 
municipio con la Intendencia del departamento? ¿Diría que esta relación es…?»

1. Muy buena
2. Buena
3. Ni buena ni mala
4. Mala
5. Muy mala
6. NS/NC

P8. «¿Ud. ha participado en estos últimos 5 años de alguna instancia como audiencia 
pública, cabildo, rendición de cuentas, presupuesto participativo, asambleas, reuniones, 
convocadas por el municipio?» (Para Sí) «¿Con qué frecuencia?»

1. Con mucha frecuencia
2. Con bastante frecuencia
3. Con poca frecuencia
4. Nunca
5. NS/NC

(Para todos)
P9. «En términos generales, ¿Ud. cree que la instalación del municipio en su 
localidad ha ayudado a mejorar la calidad de vida de la gente: mucho, bastante, 
poco o nada?»

1. Ha ayudado mucho
2. Ha ayudado bastante
3. Ha ayudado poco
4. No ha ayudado nada
5. NS/NC

P10. «Cambiando de tema, ¿Ud. aprueba o desaprueba la forma en que se desempeñó 
el alcalde de su municipio en este periodo de gobierno?»

1. Aprueba
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2. Ni aprueba ni desaprueba
3. Desaprueba
4. NS/NC

P11. «¿Ud. diría que tiene claro o no tiene claro el rol del alcalde?»
1. Tiene claro
2. Más o menos
3. No tiene claro
4. NS/NC

P12. «¿Y diría que tiene claro o no tiene claro el rol de los concejales municipales?»
1. Tiene claro
2. Más o menos
3. No tiene claro
4. NS/NC

P13. «En octubre del 2014 hubo una elección nacional para elegir presidente y 
Parlamento. ¿Ud. a qué partido y candidato votó en esa elección?»

1. Frente Amplio, Tabaré Vázquez
2. Partido Nacional, Luis Lacalle Pou
3. Partido Colorado, Pedro Bordaberry
4. Partido Independiente, Pablo Mieres
5. Otros partidos (Unidad Popular, PERI, PT)
6. Votó en blanco o anulado
7. No votó porque era menor de edad
8. No votó por otros motivos
9. No sabe, no contesta

P14. «El pasado 10 de mayo se realizaron elecciones departamentales para elegir 
intendente. ¿Ud. a qué partido votó para intendente?»

1. Frente Amplio
2. Partido Nacional
3. Partido Colorado
4. Partido Independiente
5. Otros partidos (especifi car)
6. Votó en blanco o anulado
7. No votó porque era menor de edad
8. No votó por otros motivos
9. No sabe, no contesta
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P15. (Para no votó, otros motivos en P14) «¿Por qué motivo no votó?»

P16. «El mismo día se realizó también la elección municipal para elegir alcalde y 
concejales. Esto se votaba poniendo una segunda papeleta en el sobre de votación 
¿Ud. votó alcalde y concejales?»

1. Sí, votó alcalde y concejales
2. No, no votó alcalde y concejales

(votó en blanco en la elección de alcalde)
3. No sabe, no contesta

(Para 2)
P17. «¿Por qué motivos no votó alcalde?»

1. Porque no sabía que había que votar a municipio
2. Porque no sabía bien cómo votar, no encontró la lista, etc.
3. Porque quería votar a un alcalde de distinto partido que el intendente
4. Porque no conocía los candidatos
5. Porque cree que los municipios no sirven para nada
6. Otros motivos (especifi car)
7. NS/NC

P18. «Nivel educativo»
1. Primaria incompleta
2. Primaria completa
3. De 1.º a 3.º de secundaria
4. De 4.º a 6.º de secundaria
5. UTU secundaria incompleto
6. UTU secundaria completo
7. UTU terciario incompleto
8. UTU terciario completo
9. Universitario o terciario incompleto
10. Universitario o terciario completo
11. NS/NR
12. Otros (especifi car)
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